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Prólogo

Uno de los grandes inconvenientes que han aquejado a la población 
colombiana durante los doscientos años de historia republicana ha 
sido el problema de la inequidad. En los albores del surgimiento de 

nuestra nación, el mismo ejercicio del poder político, la misma ley soberana, 
discutida y aprobada desde las élites, y las condiciones económicas del país 
acentuaron, en conjunto, un fenómeno estructural y complejo de jerarquías, 
visibles o invisibles, que segregaron a buena parte de la población. Aún des-
pués de los grandes avances logrados en las diferentes áreas, gracias a los mo-
vimientos sociales, el furor de las luchas políticas de nuestra era republicana y 
ciertos elementos del devenir histórico, la inequidad sigue siendo un problema 
estructural en nuestro país.

En esa medida, el propósito de este libro es aportar nuevos elementos a la 
discusión con respecto a estas problemáticas y, al tiempo, proponer algunas rece-
tas concretas de política pública que puedan favorecer el avance de las políticas 
de equidad. La publicación surge luego de un arduo trasegar académico, en el 
marco del proyecto Política Fiscal y Equidad, con una pregunta central: ¿cuáles 
son las principales facetas de la inequidad en Colombia? Y, secundariamente, 
¿cómo podemos aportar para brindar elementos nuevos que contribuyan a 
avanzar hacia un país más próspero e incluyente? No es para menos, pues en 
el núcleo de esta discusión se encuentra el desarrollo mismo del Estado Social 
de Derecho, el avance en la igualdad material y la dignidad humana de todos 
los colombianos.

El libro se compone de seis capítulos, integrados como una unidad temática 
para lograr el objetivo mencionado. En el primero, se discute el núcleo mismo 
de la equidad: ¿qué es la equidad?, ¿cómo ha cambiado este concepto con el 
tiempo?, ¿por qué es importante? Y ¿basta solo con acabar la pobreza en términos 
económicos? Son algunas de las preguntas que desarrollamos en un extenso 
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debate en el capítulo. En el segundo capítulo se introduce el debate sobre el 
sistema tributario y cómo contribuye a la desigualdad. En el tercer capítulo, 
se desarrolla una de las grandes problemáticas de nuestro país con respecto al 
acceso equitativo a los recursos económicos: el acceso al trabajo digno.

Sumado a lo anterior, en el cuarto capítulo se trabaja en torno a la materia-
lización del derecho a la educación y sus problemáticas en términos de equidad. 
En el quinto, a su vez, entramos en uno de los debates más neurálgicos en tema 
de acceso y calidad: el derecho a la educación. En el sexto y último capítulo, 
abordamos la problemática estructural con respecto al acceso a la justicia y cómo 
puede mejorarse. Al final de cada capítulo se dan a conocer algunas propuestas 
trabajadas en el proyecto, las cuales podrían ayudar a futuras investigaciones.

Esperamos que el libro esté a la altura de las expectativas de los lectores, 
de manera que pueda dar elementos esenciales en las discusiones públicas, 
con respecto al tema de la equidad, asunto en el que estimamos que hace falta 
mucho camino por recorrer, pero que es necesario para alcanzar ese gran deseo 
de los colombianos: construir un país mejor.

David Clemente Retamoso Castrillón
Coordinador del Centro de Pensamiento  

de Política Fiscal
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Definiciones generales

Debido a que la equidad es el eje central del libro, se hace necesario 
establecer, como primera medida, un marco conceptual que sirva de 
punto de partida para abordar la equidad en el contexto colombiano. 

Con ello, se espera poder evaluar la situación actual e histórica de los aspectos 
relacionados con este concepto.

La equidad suele ser asumida como un principio cercano a conceptos 
como los de igualdad, justicia o equilibrio. A pesar de los múltiples intentos por 
dar una definición precisa para este concepto, el debate en torno a la equidad 
se ha mantenido vigente, ya que es un concepto abstracto que da cabida a 
amplias discusiones. De forma general, se afirma que la divergencia entre sus 
definiciones atiende al contexto en el que se busca interpretar o aplicar dicho 
concepto. Tal es el caso de la equidad tributaria, la cual merece una definición 
diferente a la de equidad en salud o bien a la de equidad social. En el mismo 
sentido, las concepciones generales de equidad del mundo occidental tienen 
un enfoque diferente al que toman en Oriente.
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El propósito de este libro no se enfoca en construir una definición concreta 
de cada segmento del concepto de la equidad, pues no se aborda una discusión 
teórica de cada enfoque. Por ello, en esta sección, se introduce una serie de 
definiciones de diferentes autores, provenientes de variados campos de aplica-
ción, que proveen un marco conceptual que permite interpretar los resultados 
que se presentan más adelante en el libro.

Inicialmente, algunos autores han optado por un enfoque general en torno 
a la equidad, es decir, buscan dar definiciones que se adapten a una amplia gama 
de contextos. En esa línea, Barry, definió la equidad como dar un trato igual 
para personas iguales y un trato desigual para personas desiguales (Hernández, 
2008). Esta aproximación permite dimensionar el concepto de forma generali-
zada, ya que tiene en cuenta diferencias de tipo biológico, de capacidades, de 
asignación de recursos naturales y de oportunidades, entre otras.

Algunas perspectivas permiten complementar estas definiciones de tipo 
general, al tener en cuenta el “criterio de necesidad o demanda”. Por ejemplo, 
Peyton Young plantea que la equidad es un concepto constituido por los prin-
cipios de paridad (dar tratos iguales a los iguales), proporcionalidad (divisiones 
acordes con las desigualdades) y prioridad (dar primacía a las personas con más 
necesidades), según reportan Olvera y Arellano (2015).

Por su parte, Johansen (2019), en medio de su búsqueda por una definición 
más global de equidad social, recopila varios puntos de vista sobre la equidad 
de forma general. La tabla 1 muestra algunas de las definiciones recopiladas por 
dicho autor desde la perspectiva de la administración pública.

Tabla 1. Definiciones de equidad social en administración pública

Fuente Definición

Johnson y 
Svara (2011)

“La igualdad en una sociedad con disparidades económicas y sociales 
profundas. Ello encarna los objetivos de que, los miembros de todos los 
grupos sociales tendrán las mismas posibilidades para el éxito y la misma 
oportunidad de ser protegidos de las adversidades de la vida. La dimensión 
social de la equidad significa que los administradores públicos prestan 
especial atención a las diferencias en imparcialidad y en justicia, dadas en 
importantes características sociales”. (p. 3)

Frederickson 
(2010)

“La equidad social es: (1) la base para una sociedad democrática justa; (2) 
influencia el comportamiento del sujeto organizacional; (3) la base legal 
para distribuir los servicios públicos; (4) la base material para distribuir los 
servicios públicos; y (5) un reto para la investigación y el análisis”. (p. 55)

Shafritz et al. 
(2009)

“La imparcialidad en la entrega de servicios públicos; es igualitarismo 
en acción —el principio de que cada ciudadano, independiente de sus 
recursos y rasgos personales, merece y tiene derecho a obtener igual 
tratamiento por parte del sistema político”. (p. 454)

Svara y Brunet 
(2004) 

“La definición de equidad social puede variar desde la mera imparcialidad 
y la igualdad en el trato hasta la redistribución y la reducción de las 
desigualdades”. (p. 100)
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Fuente Definición

Rawls (1971)
“Un principio de justicia como imparcialidad en el cual cada persona deberá 
tener un derecho igual al esquema más extenso de libertades básicas 
compatible con un esquema similar de libertades para todos”. (p. 250)

Denhardt et al. 
(2014)

“La equidad, por supuesto, incluye un sentimiento de justicia o 
imparcialidad, específicamente, la corrección de los desequilibrios 
existentes en la distribución de los valores sociales y políticos. A diferencia 
de la igualdad en el trato para todos, la equidad propone que los beneficios 
sean mayores para los más desfavorecidos”. (p. 105)

Asociación 
Nacional de 
Administración 
Pública de los 
Estados Unidos 
(s. f.)

“La gestión imparcial, justa y equitativa de todas las instituciones que 
sirven al público, directamente o a través de contrato, y la distribución 
equitativa e imparcial de los servicios públicos, y la implementación de la 
política pública, y el compromiso de promover la imparcialidad, la justicia 
y la equidad en la creación de la política pública”.

Banco Mundial 
(2006)

“La equidad social significa igual acceso a las oportunidades que permiten 
a la gente perseguir una vida acorde a sus propios intereses y evitar la 
privación extrema en los ingresos, esto es, igualdad en derechos, recursos y 
participación”. (p. 2)

Fondo 
Monetario 
Internacional 
(2007)

“La igualdad de derechos se refiere a la igualdad con arreglo a la ley, tanto 
si es consuetudinaria o estatutaria. La igualdad de recursos se refiere 
a la igualdad de oportunidades, incluyendo la igualdad en el acceso 
a inversiones en capital humano y otros recursos productivos y a los 
mercados. La igualdad de participación refleja la posibilidad de influenciar 
y contribuir al discurso político y al proceso del desarrollo”. (p. 106)

Riccucci 
(2009)

“Vista de forma colectiva, la equidad social puede ser entendida como los 
valores democráticos constitucionales de imparcialidad, justicia, igualdad 
de oportunidades, y de condición. Incorpora una gama de conceptos, 
herramientas legales, y políticas públicas”. (p. 372)

Leuenberger y 
Wakin (2007)

“Redistribución de recursos y cargas que están desigualmente repartidos”. 
(p. 403)

Braveman 
y Gruskin 
(2003)

“La equidad social es un concepto ético basado en el principio de justicia 
distributiva”. Disminuir la desigualdad de oportunidades y “eliminar 
las disparidades que están asociadas sistemáticamente con condiciones 
sociales desfavorables y con la marginalización”. (p. 540)

Cai (2008)

“El acceso equitativo a los recursos y al sustento. El principio de que cada 
ciudadano independiente de su estatus económico o de sus características 
personales merece y tiene derecho a obtener un trato imparcial por parte 
del sistema político, prestando particular atención a las necesidades de las 
poblaciones débiles y vulnerables […]. Se refiere a un conjunto de derechos 
y obligaciones del gobierno, colectivos y/o individuales, los cuales se aplican 
para proteger a los débiles y vulnerables en la sociedad”. (p. 16)

Cooper (2003)

“La equidad es deliberadamente un tratamiento desigual en aras de 
la justicia […]. Requiere no solo que el gobierno no discrimine en su 
provisión de servicios públicos o programas, sino [que] también ordena 
que las entidades aborden una variedad de necesidades específicas para 
diferentes comunidades”. (p. 6)

Fuente: adaptado de Johansen (2019).
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Esta recopilación evidencia algunas similitudes importantes entre las de-
finiciones, pues sucede que el concepto de justicia parece estar presente en la 
mayoría de las perspectivas. También se ve cómo, al entrar a un campo un poco 
más específico, en este caso administración pública, se perciben patrones y varias 
similitudes particulares entre las definiciones. Algunos conceptos que pueden 
identificarse como recurrentes en este campo son: “recursos”, “grupos sociales”, 
“servicios públicos” y “comunidades”. En esta línea, desde la administración 
pública puede concluirse que la equidad involucra el actuar de la justicia sobre 
ciertas variables sociales, como la distribución de los recursos o el acceso a los 
servicios públicos, en una sociedad.

La definición de Svara y Brunet (2004) muestra que, sin salir de la perspec-
tiva de la administración pública, es posible abordar un enfoque particular como 
la equidad social. En cuanto a la equidad social, por lo menos en lo que respecta 
a esta recopilación, se habla bastante de imparcialidad, justicia, desequilibrios 
y demás, pero hay dos grandes implicaciones que deben resaltarse. En primer 
lugar, estaría el trato igual e imparcial por parte del sistema, es decir, el iguali-
tarismo. En segundo lugar, estaría el actuar en aras de lograr una redistribución 
de recursos y la reducción de las distintas manifestaciones de la desigualdad. 
A primera vista, estos dos puntos podrían parecer contradictorios, pero, como 
explica Cooper (2003), lo que implica la equidad es deliberadamente dar un 
tratamiento desigual, en aras de la justicia. Ello aplicaría en asuntos como la 
redistribución del ingreso y la riqueza, y la provisión de servicios públicos, 
entre otros asuntos.

Un enfoque muy cercano a la administración pública es el que se da en 
la discusión relacionada con política fiscal. Por lo general, cuando se habla de 
equidad en el ámbito de la política fiscal, se toma desde un enfoque netamente 
tributario, uno de los más importantes, pero no el único. Esta discusión debe 
abarcar puntos como la distribución de las cargas impositivas, la redistribución 
de recursos, la focalización de recursos y el acceso a los servicios.

En cuanto a la equidad desde un enfoque tributario, una definición ins-
titucionalmente aceptada es la utilizada por la Corte Constitucional en sus 
sentencias, que estipula que este principio de equidad es “una manifestación 
específica del principio general de igualdad y comporta la proscripción de 
formulaciones legales que establezcan tratamientos tributarios diferenciados 
injustificados” (Sentencia C-397 de 2011).

De acuerdo con lo analizado, es necesario precisar que los conceptos de 
equidad, igualdad y justicia están relacionados, pero no pueden utilizarse indis-
tintamente; sus significados son diferentes pero tienen una conexión lógica entre 
sí. Así, puede decirse que la igualdad es simplemente un término descriptivo 
que puede medirse empíricamente; la justicia toma esas descripciones y emite 
juicios normativos sobre los que la equidad se sustenta. A partir de esta relación 
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y de las diferentes definiciones presentadas, se entiende por qué la igualdad y 
la justicia tienen un papel fundamental al hablar de equidad en temas como 
género, edad, ascendencia y educación, entre otros.

Finalmente, aunque los dos enfoques de equidad analizados sean cerca-
nos, no es posible generalizar las definiciones, debido a la complejidad de los 
conceptos. En el marco de este libro, el concepto de equidad social cumple la 
función de guía para las evaluaciones que se hacen en cada tema, teniendo en 
cuenta los enfoques particulares que se necesiten de la equidad en cada sección 
y haciendo la salvedad de que las definiciones utilizadas no son las únicas y 
que se toman teniendo en cuenta el contexto en el que el libro se enmarca y las 
tendencias generales de los teóricos en los temas trabajados.

Equidad desde el ámbito filosófico

Sería inconveniente abordar un debate sobre el concepto de equidad sin aludir 
a las concepciones de justicia e igualdad que se han tenido en la historia de la 
filosofía política. Muchos pensadores han tenido el objetivo principal de definir 
lo que es justo y lo que no lo es. Esta relación entre lo justo y lo equitativo fue 
discutida por Aristóteles, al definir que una acción justa es equitativa si se da a 
cada persona lo que le corresponde (Olvera y Arrellano, 2015). El punto más 
problemático del debate puede ser en la relación entre igualdad y equidad, ya 
que, como se dijo, por ser conceptos muy cercanos, algunos autores suelen 
confundir y mezclar sus definiciones.

Continuando con esta discusión, para David Rubinstein, la diferencia clave 
entre los términos se encuentra en la relación entre insumos y resultados. Mien-
tras la igualdad se encarga de la distribución de insumos, la equidad se encarga 
de la exégesis de resultados. En Occidente, el debate alrededor de la equidad 
en filosofía política se ha construido desde su vertiente normativa, donde han 
ido generándose múltiples discusiones sobre qué tan aplicables son los puntos 
de vista a la elaboración y gestión de política pública.

Una de estas primeras aproximaciones normativas apareció, con Immanuel 
Kant, filósofo alemán, que dio forma a la teoría de los derechos inalienables. 
Posteriormente, como respuesta a la corriente kantiana, apareció en Inglaterra, 
con el influyente filósofo Jeremy Bentham, la doctrina del utilitarismo, retomada 
por su alumno John Stuart Mill. De la doctrina utilitarista y su principio de 
utilidad brotaron numerosos teóricos que se adhirieron a la corriente de pen-
samiento y que construyeron fuertes críticas a esta, en áreas del estudio social 
como la política, el derecho, la economía y la filosofía misma. 

Teóricos como Robert Nozick y John Rawls elucubraron sus teorías de la 
justicia, haciendo una crítica al utilitarismo clásico de Bentham y Stuart Mill, 
así como al utilitarismo neoclásico de las escuelas ortodoxas de economía. 
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Posteriormente, autores como Amartya Sen y Martha Nussbaum generaron 
críticas a las teorías mencionadas para superar y avanzar en el debate de la 
equidad y sus discusiones conexas.

El propósito de esta sección es, entonces, presentar algunas vertientes 
mencionadas del pensamiento filosófico político sobre el concepto de equidad, 
desde su debate normativo, y de ese modo plantear las reflexiones esenciales 
relacionadas con el contexto geográfico, histórico y político en que el libro se 
inscribe, para complementar la discusión en torno a qué es y cómo se encara 
la equidad a lo largo de su desarrollo.

Immanuel Kant
Dentro de su obra científica y filosófica, el alemán Immanuel Kant (1724-1804) 
no plantea, de manera directa, una teoría sobre la equidad. No obstante, la 
teoría moral kantiana, desde su concepción de derechos inalienables, generó 
las bases para elaboraciones de teorías equitativas, utilizándolos de cimiento y, 
a su vez, generando una antítesis.

Kant establecía que la moralidad es creadora de derecho. Y el mismo de-
recho debía satisfacer una máxima objetividad. Esta moralidad la provee la ley 
de la libertad, que estipula que “una acción es conforme a derecho cuando 
permite, o cuya máxima permite, a la libertad del arbitrio de cada uno coexistir 
con libertad todos según una ley universal” (Kant, 1996). De esta forma, sus 
postulados son coherentes con la construcción de una teoría de la justicia como 
equidad desde la metodología del contractualismo o la teoría del contrato social.

Jeremy Bentham y John Stuart Mill
El utilitarismo es la doctrina que acepta como fundamento de la moral a la uti-
lidad o principio de la máxima felicidad, que sostiene que las acciones son (a) 
correctas en proporción a su tendencia a promover la felicidad o (b) incorrectas, 
si tienden a producir lo contrario a la felicidad (Mill, 1891). Esta corriente fue 
creada por Jeremy Bentham (1747-1748) e introducida en su Introducción a los 
principios de la moral y la legislación (1789).

La doctrina utilitarista es un fundamento moral que ha llevado al desarro-
llo del pensamiento político. Su relación con la equidad es tanto directa como 
indirecta, ya que Bentham abordó varias veces la cuestión de “la mayor felicidad 
para el mayor número”, poniendo la cuestión de si la mayor felicidad posible en 
una comunidad dada se obtiene siempre a través de la toma en consideración 
de la mayoría de sus componentes individuales (Castillo, 1987). Por tanto, la 
doctrina es útil al abordar criterios como la redistribución de la riqueza.

Sin embargo, se ha reiterado en la ausencia de practicidad de esta teoría, 
por lo que, para reducir el principio de la “mayor felicidad” a una forma que 
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incorpore una proposición definida, precisa y tangible, debemos afirmarlo de la 
manera siguiente: si se acepta que la felicidad que un hombre extrae del disfrute 
de su propiedad se incrementa con la masa de la propiedad, pero en una tasa 
decreciente, entonces una masa de propiedad determinada dividida entre una 
población determinada, producirá la masa de felicidad agregada mayor, cuanto 
más se aproxime la división a la igualdad en la distribución (Castillo, 1987).

Así, desde el utilitarismo clásico, podemos obtener una aproximación a la 
equidad como cualidad de las sensaciones y la experiencia que genera un tipo 
de “termómetro moral” (Castillo, 1987) en grados de bienestar y sufrimiento que 
es posible alcanzar por medio de las materias y aspectos que generan placer y 
su distribución entre los individuos. Siguiendo la línea de que la propiedad y su 
distribución son herramientas para la equidad social, Stuart Mill (1806-1873) 
planteaba que otra característica de este concepto no solo es una igualdad en 
la distribución, sino “igualdad en el sacrificio” (Mill, 1848, p. 938), pues todos 
los ciudadanos deben soportar la misma carga, ya que si alguno soporta una 
mayor, significa que alguien está soportando una menor.

John Rawls
Por su parte, John Rawls (1921-2002) propone su idea de la justicia, contra-
poniéndola a la de los utilitaristas clásicos, pues enfatiza en el concepto de la 
equidad, ya que, como él mismo indica la equidad es “el aspecto del que es 
incapaz de dar cuenta el utilitarismo” (Rawls, 1971). Por lo anterior, el autor le 
da en su obra un espacio especial a la equidad, ya que él la considera “la idea 
fundamental del concepto de justicia” (Mejía y Hoyos, 1996, p. 38).

En esta línea, Rawls considera que las desigualdades no son, en principio, 
malas para la sociedad, pues de ellas pueden surgir beneficios para todos. Sin 
embargo, cuando las desigualdades no permiten que todos, sin importar su 
posición social, puedan enfrentarse en igualdad de condiciones a las quejas 
o desacuerdos que puedan surgir en la sociedad es cuando las desigualdades 
afectan negativamente. Es entonces cuando la justicia y la equidad deben en-
trar en juego, para corregir estas desventajas de algunos individuos. Por esto, 
la concepción de justicia que Rawls expone en su ensayo Justicia como equidad 
presenta la justicia como un sistema para dirimir desacuerdos, quejas y conflictos 
que puedan presentarse en las “prácticas” que se desarrollan en una sociedad.

Esta justicia se establece como un tipo especial de “acuerdo” entre los 
individuos, que hacen parte de la sociedad. En este acuerdo, ellos establecen y 
aceptan los principios sobre los cuales se presentarán las objeciones que tengan 
frente a las “prácticas”. Principios que, como individuos con una moralidad, se 
comprometen a respetar y cumplir sin importar si la queja presentada pueda 
significar ventajas o desventajas para ellos.
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Justamente, a partir del acuerdo de estos principios surge la justicia y, de 
paso, la equidad, vista por el autor como el reconocimiento de todos como su-
jetos de derechos tendrán los mismos mecanismos y capacidades para dirimir 
sus diferencias, cuando se requiera. De modo que la equidad se da cuando todos 
tienen plena seguridad de que serán tratados y tratarán a sus contrapartes con 
las mismas reglas, sin ningún tipo de coerción o ventaja.

En palabras del propio Rawls (1999),
la cuestión de la equidad surge cuando personas libres que carecen de autoridad 

las unas sobre las otras se embarcan en una actividad conjunta y establecen o 

reconocen entre ellas las reglas que definen esa actividad, y que determinan las 

respectivas cuotas en los beneficios y las cargas. Una práctica parecerá equitativa 

a las partes, si ninguno siente que, por participar en ella, él o alguno de los 

demás está sacando ventaja o está siendo forzado a ceder ante pretensiones 

que no considera legítimas. 

Con esta perspectiva, se observa que Rawls asigna un papel esencial a la 
idea de la equidad, pues por medio de ella crea un sistema, fundamentalmente 
teórico, de justicia que permite a todos los individuos tener las mismas herra-
mientas y posibilidades de enfrentar los desacuerdos que puedan presentarse en 
una sociedad. Todo ello sin necesidad de llegar a un tipo de justicia o sociedad 
igualitaria, ni tampoco con la necesidad de eliminar las desigualdades que, para 
este autor, pueden redundar en beneficio de la sociedad misma.

Robert Nozick
Por su parte, Robert Nozick (1938-2002) realiza una contraposición a la teoría 
de Rawls. Ello se debe a que Nozick es un defensor de la ideología libertaria y, 
en esa medida, defiende, desde la base de su teoría, ciertos derechos y libertades 
de los individuos que, según considera, no pueden ser alienados. Ello significaría 
un acto injusto, toda vez que viola los derechos de propiedad y titulaciones de 
los individuos sobre las cosas que poseen.

Nozick es defensor de un Estado mínimo que no interfiera más allá de la 
protección de los individuos y sus bienes materiales. Es decir, un Estado garante 
de los acuerdos a los cuales los individuos lleguen. No obstante, acepta que 
existen algunas desigualdades que vienen desde mucho tiempo atrás, lo cual 
pone en desventaja a algunos individuos. Sin embargo, considera que intentar 
quitar algo a algún individuo para proveer a otro crearía nuevas injusticias.

De manera que Nozick considera que, para eliminar las injusticias, aunque 
provengan del pasado, no es recomendable suprimirlas redistribuyendo, sino 
garantizando a cada individuo sus derechos y libertades inalienables, para que 
se encuentre en igualdad de condiciones frente a los demás. Así, eliminando 
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desigualdades del presente, podrían irse eliminando las desigualdades que tienen 
su origen en procesos históricos o del pasado.

Amartya Sen
Amartya Sen realiza una serie de críticas sobre la teoría de Justicia como equidad, 
propuesta por Rawls. Una de sus principales críticas se dirige a la forma en la 
que la teoría de Rawls recurre a un mecanismo en el que, para establecer los 
principios de la justicia, se despoja a los individuos de todas sus particularida-
des. Para Sen, el “velo de ignorancia” del que parte Rawls despoja a la Justicia 
como equidad de la diversidad y la pluralidad de condiciones en las cuales los 
individuos deben enfrentarse a los principios que resultan de esta concepción 
de justicia. De manera que las condiciones sociales, culturales, económicas y 
ambientales no son consideradas una posible limitante o factor diferencial que 
determine la manera como los individuos deben enfrentarse a los principios 
de justicia en el mundo real.

Por lo anterior, Sen y otros autores consideran que los principios de jus-
ticia deben plantearse de manera que incluyan en sí mismos la pluralidad que 
constituye a las sociedades humanas. Y no que sean principios profundamente 
abstractos y restringidos a la consideración de ver a todos los individuos como 
iguales, pues es necesario considerar que la justicia y sus principios deben ser 
en sí mismos plurales (Kukathas y Pettit, 2004).

Otra de las críticas de Sen a la teoría de Justicia como equidad es que en ella 
se acepta la libertad de los individuos, como principio primario e inalienable. 
Sin embargo, esto podría ser discutible cuando tales libertades pueden permitir 
que, por ejemplo, ciertos individuos no tengan las condiciones materiales para 
asegurar su supervivencia. Dicho de otro modo, que mueran de hambre. Por 
ello, se establece que los principios morales deben entenderse como una guía 
para las sociedades reales y que no se pueden crear caminos con planes que no 
pueden materializarse (Kukathas y Pettit, 2004).

Martha Nussbaum
Martha Nussbaum, filósofa feminista estadounidense, defiende su teoría de que 
los seres humanos son fines en sí mismos y, de paso, hace un juicio a la teoría 
de Rawls por sus supuestos, ya que la naturaleza humana rawlsiana no contem-
pla los límites de esta y el dinamismo de sus fases. Nussbaum contempla que 
una teoría de la justicia como equidad debería ser lo suficientemente amplia 
como para tener en cuenta a los individuos en condiciones de discapacidad 
mental o física de manera parcial o total y a cualquier individuo sin importar 
su nacionalidad o procedencia. Por ello, retoma el concepto benthamiano de 
una teoría justa, no antropocéntrica, que tenga en cuenta a los no humanos/
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naturaleza. Por tanto, argumenta que la teoría de Rawls puede ser excluyente a 
las necesidades de diferentes grupos, ya que la “racionalidad” que esta propone 
es la de un único individuo estándar.

Nussbaum busca crear un debate entre quién diseña los principios de 
la sociedad y para quién están diseñados estos principios (Urbano-Guzmán, 
2014) introduciendo al debate de la justicia como equidad la discusión sobre 
la exclusión. Lo que Nussbaum busca es darle un enfoque al contractualismo, 
desde una teoría de capacidad similar a la de Sen, pero propone unos principios 
básicos para que exista la justicia como equidad.

Equidad desde la teoría económica

Desde la perspectiva de la teoría económica, existe un dualismo propuesto por 
la corriente mayoritaria que pone en contraposición la equidad y la eficiencia, 
en el sentido de que el aumento de la primera genera una disminución de la 
segunda. Este raciocinio se fundamenta en las características de un mercado 
competitivo, donde los recursos se asignan de forma eficiente por la mano invi-
sible; y donde la eficiencia es un tema político que arriesga el bienestar general, 
pues no es posible reasignar los recursos disponibles sin que su redistribución 
desmejore las condiciones de otro. En general, desde el óptimo de Pareto para 
aumentar la equidad, debe sacrificarse cierta cantidad de eficiencia.

Sin embargo, el mismo Smith planteaba la importancia no solo de generar 
eficiencia, sino también de contribuir al sostenimiento del Gobierno, según las 
capacidades (y el disfrute de la protección del Gobierno) de cada individuo 
(Smith, 1996). De esta forma se ilustra cómo muta, incluso dentro de la misma 
teoría dominante, dado que la posición frente a la equidad ha variado de con-
formidad con los paradigmas impuestos. A continuación, la tabla 2 expone la 
posición de los autores más llamativos de cada paradigma frente a la equidad.

Papel del Estado

Los procesos de acumulación de la riqueza por un grupo minoritario son un 
fenómeno con múltiples variables que hacen una sinergia. Por eso, es necesa-
rio comprenderlos desde distintas aristas. Entre ellas, la desigualdad política 
es la que define las reglas de juego y, con ello, garantizan el statu quo (Hacker 
y Pierson, 2010). Con esta idea en mente, se busca caracterizar al Estado co-
lombiano y su relación con la distribución económica. Asimismo, se explica 
cómo el voto y la representación son puntos neurálgicos que influyen en la 
distribución económica.
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Tabla 2. Principales exponentes de los paradigmas de la equidad

Autor Posición frente a la equidad

David Ricardo

Planteó que la inequidad es un problema social que podía 
continuar e, incluso, tener un incremento, pero que la 
sociedad tendía hacía el progreso económico, pues habría 
una acumulación tal que la riqueza estaría disponible 
incluso para los más pobres. Por ello, no se debería 
intervenir de forma directa en el proceso económico, pues 
las intervenciones solo deben estar dirigidas a incentivar el 
ahorro y la educación (Pardo, s. f.).

Karl Marx

Desarrolla los principios de la igualdad, bajo la necesidad 
de superar la explotación, pues resultaba necesario romper 
con las condiciones explotadoras que se evidenciaban como 
fruto de la libertad y la igualdad legal. Por ello, el autor 
afirma que a “cada uno según su capacidad y a cada quién 
según sus necesidades”. En su sistema económico inicial, 
propone la transición basada en la productividad, más 
que en un principio de necesidades, donde los individuos 
controlen las circunstancias y no el azar a ellos.

Los marginalistas

Retoman el principio de Bentham, con la hipótesis de la 
utilidad marginal. A partir de ello, fijan el óptimo de Paretto 
como el valor de la definición del bienestar, que consistió 
en hacer clara la separación entre eficacia y equidad. Este 
es uno de los cimientos de los dos teoremas fundamentales 
de la economía del bienestar. La eficiencia parettiana puede 
estar muy alejada de una concepción de justicia.

Arrow

Elimina la posibilidad de alcanzar una función de bienestar 
social, por medio de la demostración de la imposibilidad 
de agregación individual a nivel social. Considera, además, 
que la intervención de la equidad en manos del Estado es 
una de las contradicciones más notorias del capitalismo 
contemporáneo.

La democracia como representación de las mayorías parece ser un ideal que 
no aplica en Colombia, debido a que la toma de decisiones políticas recae en 
un pequeño grupo. Como plantea Streeck (2014), la ciudadanía se ha alejado 
de la arena política y, en su reemplazo, los grupos económicos han tomado su 
lugar. Situación que se ve reflejada en la ausencia electoral de la ciudadanía, ya 
sea por desencanto o desilusión. 

La falta de equidad en la participación electoral perjudica los principios 
básicos de igualdad política y de representación. Si los grupos excluidos por 
razones socioeconómicas, de género o etnia no emiten su voto, no se puede 
esperar que los gobernantes electos representen efectivamente sus intereses, y 
menos aún que atiendan sus demandas, una vez ocupen los cargos públicos 
(Organización de los Estados Americanos — [oea], 2015, p. 20).
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El voto se traduce en la máxima expresión de la participación política aco-
tada, pero existen grupos que logran hacer parte de una representación política 
compleja, lo que les permite influir en el Estado de manera constante y, en la 
medida de lo posible, efectiva. No es sorpresa, entonces, que los datos indiquen 
que las sociedades donde se reportan altos niveles de participación electoral 
también son las que cuentan con mayor equidad económica (oea, 2015, p. 20).

Las definiciones tradicionales del Estado y la equidad no contemplan a 
profundidad la estrecha relación que existe en la participación política, en el 
poder que de este ejercicio se deriva y su influencia en la equidad. Al ser este 
un tema propio de los economistas, la estructura política que define quienes 
son los que se benefician en una relación económica atravesada por el poder 
político se ha dejado de lado.

Así, el informe de pnud sobre la democracia en América Latina incluye 
un notable capítulo con los resultados de 231 entrevistas, realizadas a líderes 
políticos y sociales latinoamericanos, alrededor de la simple pregunta de quién 
ejerce poder en la región. Dotados de la posibilidad de escoger varias opciones, 
el 80 % de los consultados señaló a los grupos empresariales; entretanto, el 65 % 
hizo lo mismo con los medios de comunicación. Sorprendentemente, el poder 
ejecutivo fue mencionado por apenas algo más de un tercio de los entrevista-
dos; y el poder legislativo, por menos del 13 % (pnud, 2004; oea, 2015, p. 29).

El que ejerce poder efectivo apunta a tener beneficios económicos, lo que es 
una postura interesante para la comprensión del Estado. Sin embargo, no puede 
pensarse en una subsunción absoluta del Estado frente al poder económico, sino 
de un gobierno que negocia con diferentes sectores para su estabilidad política y 
cede espacios de decisión en medio de este ejercicio que produce inequidad. Esta 
perspectiva evita la caída en argumentos fundamentalmente incorrectos, que 
insisten en la subsunción total del Estado a los intereses del capital financiero 
multinacional (Panitch, 2000; Mora-Cortés, 2015, p. 65). En el contexto del 
orden neoliberal, por tanto, el cumplimiento de las funciones señaladas explica 
la configuración en Colombia de un Estado bélico-asistencial y de confianza 
inversionista en permanente crisis fiscal (Mora-Cortés, 2015, p. 65).

En la configuración del Estado también se encuentran los opositores. Los 
que suelen ocupar la silla de los perdedores siempre buscan a otros quienes 
culpar. Además en los países analizados por Runcinman (2019), considera que 
la política contemporánea no es tan violenta como antes. El autor ignora las 
condiciones de países del tercer mundo, como Colombia, donde la violencia 
política es parte del sistema y es su fundadora y reproductora de sentido, en la 
que la ideología del Estado se reduce a la dicotomía amigo-enemigo. Existen 
algunas precondiciones para el ascenso del populismo, tal como la ausencia 
de la guerra, el aumento de la desigualdad, el descontento en la política tra-
dicional y la necesidad permanente de cambio. En esta dialéctica, los Estados 
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hacen la guerra y la guerra hace a los Estados, como Charles Tilly planteó en su 
momento. El autor considera que las democracias libran guerras y las guerras 
llevan a las democracias.

Por su parte, Max Weber reconoció que poco podríamos hacer al respecto. 
La democracia moderna está condenada a volverse absolutamente mecánica. 
Jeremy Bentham lo expresó como una máquina calculadora y redujo la política 
a una búsqueda del algoritmo de la felicidad. En 1651, Thomas Hobbes teorizó 
un autómata que se insufla vida a través del principio del movimiento artificial. 
Asimismo, veía a las corporaciones como una máquina más, como monstruos 
artificiales, los cuales sobreviven incluso a guerras del tamaño de las mundia-
les. Así, la democracia moderna no puede huir de la máquina. Las grandes 
compañías acaparan riqueza e influencia, fomentan la desigualdad, depredan 
el planeta, no pagan los impuestos que les corresponden. ¿Cómo tratar a estos 
gigantes como Facebook, Amazon, Google o Apple? Por ejemplo, Facebook, al 
ser conectivo, nos gobierna mediante el hábito, la persecución y la distracción.

En Colombia, es creciente el interés de los actores ilegales y legales de as-
pirar ya no al control de fragmentos de los recursos y de sus posibilidades en la 
construcción de adhesiones políticas, clientelas electorales y enriquecimientos 
particulares, sino en el control de los procesos, las instituciones y los patrimonios 
públicos en su totalidad. O lo que es lo mismo, han quedado apresados en la 
construcción de un modelo político que se mueve entre las prácticas ilegales y 
el sometimiento y captura legal del Estado (Medina, 2010, p. 44).

Frente a las pretensiones de estabilidad del leviatán, resalta las fragilida-
des del tigre de papel. Hobbes, como teórico del Estado, desde una supuesta 
“explicación” psicosocial y antropológica, redujo las individualidades a una 
base natural de carácter general, universal, y precisó una teoría del poder que 
se impuso como elemento justificador de las diferencias sociales, de la explo-
tación y de las desigualdades. Es decir, argumentó que está en la naturaleza 
humana la obediencia al poder, la sumisión y la subalternidad. En síntesis, el 
relato del leviatán no es paradigma suficiente para explicar la configuración del 
Estado del siglo xxi y otros monstruos cohabitan, luchando por sus intereses y 
complejizando, con ello, temas como la equidad y la representación política.

Reflexión

La teoría política normativa en su evolución lleva a un análisis de los funda-
mentos morales de la misma política. Por las características contemporáneas de 
la sociedad y de la propia sociedad en la que vivimos en el contexto inmediato, 
es necesaria la comprensión de una teoría de la equidad, desde su contexto 
filosófico-político, para que se avance del campo normativo al positivo y se 
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genere política pública que combata las injusticias sociales, la discriminación, 
la violencia de género, la explotación y la desigualdad en términos de ingreso.

Un concepto de equidad para abarcar los diversos aspectos que se buscan 
con la elaboración de este libro debe contener tanto rasgos de la teoría utilita-
rista, como del liberalismo político y las teorías de las capacidades. Debe abo-
gar, al mismo tiempo, por no favorecer ningún individuo por encima de otro, 
sino buscar generar la mayor felicidad y el menor sufrimiento, tener en cuenta 
los niveles de vida a los que puede llevar los individuos y no desconocer sus 
condiciones personales e individuales, ni la diversidad y la heterogeneidad que 
existe en cualquier grupo de individuos.

Referencias

Cooper, P. J. (2003). Governing by Contract. Challenges and Opportunities for 
Public Managers. CQ Press.

Corte Constitucional. Sala Plena (2011, 18 de mayo). Sentencia C-397/11. 
Magistrado ponente: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. https://www.
corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2011/C-397-11.htm 

Hacker J. S., Pierson. P. (2010). Winner-take-all Politics: Public Policy, 
Political Organization, and the Precipitous Rise of Top Incomes in 
The United States. Politics & Society, 38(2), 152-204. https://doi.
org/10.1177/0032329210365042

Hernández, M., Hernández, A., Perdomo, A., Rodríguez, O., Torres. M., Vega, 
M., Petrera, M., Vallenas, S., Castro, A., Martínez, M. E., Vivas, S. (2008). La 
superación de la exclusión social en la región Andina de América Latina: debates 
e implicaciones. Informe integrado del grupo ColombiaNodo conjunto regional 
para América Latina para la Red de Conocimiento sobre Exclusión Social de la 
Comisión de Determinantes Sociales de la Salud de la Organización Mundial de 
la Salud. Bogotá, mayo (inédito).

Johansen, M. (2019). Understanding Social Equity in Public Administration. 
En Johansen, M. (ed.), Social equity in the Asia-Pacific region. Palgrave 
Macmillan. https://doi.org/10.1007/978-3-030-15919-1_2

Kant, I. (1996). Metafísica de las costumbres. Altaya. Primera edición de 1785.
Kukathas, C. y Petit, P. (2004). La teoría de la justicia de John Rawls y sus críticos. 

Tecnos.
Medina-Gallego, C. (2014). Conflicto armado, corrupción y captura del Estado 

de la perversión de los procesos económicos públicos a la cooptación 
política de Estado por las fuerzas ilegales. Ciudad Paz-ando, 3(1), 43-52. 
https://doi.org/10.14483/2422278X.7360

https://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2011/C-397-11.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2011/C-397-11.htm


29

Conceptualización

Mejía, O. y Hoyos, G. (1996). Justicia y democracia consensual. La teoría 
neocontractualista en John Rawls. Siglo del Hombre Editores.

Mora-Cortés, A. F. (2015). Veinticinco años de crisis fiscal en Colombia (1990-
2014). Acumulación, confianza y legitimidad en el orden neoliberal. Papel 
Político, 20(1), 63-99. https://doi.org/10.11144/Javeriana.papo20-1.vacf

Olvera, J. G. & Arellano, D. (2015). El concepto de equidades y sus 
contradicciones: la política social mexicana. Revista mexicana de sociología, 
77(4), 581-610.

Organización de los Estados Americanos —oea. (2015). Desigualdad e inclusión 
social en las Américas: 14 ensayos (2.a ed.).

Panitch, L. (2000). El nuevo Estado imperial. New Left Review, (3), 5-18.
Pardo, E. (s. f.) La pobreza en Smith y Ricardo. Universidad Externado de 

Colombia.
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo —pnud. (2004). Informe 

sobre desarrollo humano 2004. 
Rawls, J. (1971). A Theory of Justice. Original edition. Harvard University Press. 

https://doi.org/10.2307/j.ctvjf9z6v
Runciman, D. (2019). Así termina la democracia. Paidós.
Smith, A. (1996). Una investigación sobre la naturaleza y causa de la riqueza de 

las naciones. Titivilus. Primera edición de 1776.
Streeck, W. (2014). ¿Cómo terminará el capitalismo? New Left Review, 87, julio-

agosto.
Svara, J. H., & Brunet, J. R. (2004). Filling in the Skeletal Pillar. Addressing 

Social Equity in Introductory Courses in Public Administration. Journal of 
Public Affairs Education, 10(2), 99-109. https://doi.org/10.1080/1523680
3.2004.12001351

Urbano-Guzmán, M. C. (2014). El concepto de igualdad en algunas teorías 
contemporáneas de la justicia. Revista Criterio Libre Jurídico, 11(1), 123-139.

https://doi.org/10.11144/Javeriana.papo20-1.vacf
https://doi.org/10.1080/15236803.2004.12001351
https://doi.org/10.1080/15236803.2004.12001351


Capítulo 2. 

Impuestos

Martín Sánchez-Díaz

Jairo Orlando Villabona-Robayo

Con aportes de 

Joan Sebastián Robles-Fajardo



31

¿Cómo surge y cuál es el deber del Estado?

Los modelos de filosofía política tratan de explicar cómo surgió el Estado. 
Los primeros de estos modelos parten de unas sociedades naturales que 
establecen un contrato social para formar una sociedad política. En el 

modelo iusnaturalista todos los individuos tienen poder sobre las armas y, por 
tanto, pueden entrar en conflicto con otros, de manera que se está en un esta-
do de guerra permanente, como plantea Hobbes, o bien de paz relativa, como 
plantea Locke. No hay derechos de propiedad ni contratos. Ante la amenaza 
constante, los individuos acuerdan entregar el monopolio de la violencia. Al 
hacer esto, otorgan el poder a un grupo de individuos para que ejerzan la vio-
lencia en caso de que algún otro individuo los ataque o los ponga en peligro.

En el modelo de Hegel, no hay individuo sin sociedad, justamente por las 
necesidades sociales que los individuos tienen. La sociedad política —el Esta-
do— representa el interés general. A su vez, la sociedad civil —la sociedad de 
propietarios— representa el interés particular. Entonces, la sociedad civil es el 
lugar donde se encuentran y enfrentan los intereses particulares. En el modelo 
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de Marx, se establecen las mismas divisiones que en el modelo hegeliano, pero 
se plantea que algunos segmentos de la sociedad civil se vuelven sociedad po-
lítica, de manera que la sociedad política no representa el interés general, sino 
el interés particular. Debido a esto, la lucha entre clases sociales tiene lugar en 
la sociedad civil.

En el modelo utilitarista, las personas buscan el placer y evitan el dolor. 
Luego, ¿debería haber un Estado? Según Bentham, la respuesta es afirmativa 
por varias razones. La primera es que las leyes deben defender la propiedad y 
los contratos. Solo en estas condiciones las personas podrán buscar el placer y 
evitar el dolor. La segunda es que hay que proveer bienes públicos, pero, sin la 
imposición del Estado, la provisión de esos bienes sería subóptima. La tercera 
es que el Estado debe cumplir la función de computar los intereses individuales, 
según intensidad, duración, certeza o incertidumbre, y proximidad o lejanía; 
además debe promulgar políticas que los promuevan.

Para resolver algunas dificultades del contrato social planteado por Hobbes 
y Locke, tales como que, en muchos casos, no hay un contrato que todos los 
ciudadanos acepten y, aun si lo hubiera, no habría razón para que las futuras 
generaciones de ciudadanos también lo aceptaran, contemporáneamente Rawls 
y Nozick parten de un punto de vista diferente. Su punto de partida es un 
contrato hipotético: ¿a qué acuerdos llegaría la gente en una sociedad natural?

Para Rawls, el acuerdo con el que llegaría la gente era tener ciertas libertades 
básicas, si las personas no sabían qué posición iban a ocupar en la sociedad: 
principio de libertad. Asimismo, es aceptar las desigualdades que favorecen a 
las personas más desfavorecidas: principio de diferencia. La forma en que se 
ve esto es una economía de mercado, con impuestos progresivos, en la que las 
personas tienen un nivel mínimo de ingresos.

Nozick separa el problema de la justicia en tres partes: justicia en la asigna-
ción inicial, justicia en los cambios de la asignación inicial y justicia si se violan 
los principios aceptados para cambios en la asignación inicial. A partir de esto, 
el acuerdo al que llegarían las personas es tener unos derechos individuales 
inviolables que hacían que ningún individuo pueda obligar a otro a hacer cosas 
en contra de su voluntad. En contraste con Rawls, la forma en que se ve esto 
es una economía de mercado con un Estado mínimo.

Aunque hay algunas excepciones recientes, en las teorías económicas con-
vencionales no se explica cómo se formó el Estado. Más bien, estas toman al 
Estado como dado. Con este punto de partida, intentan explicar su compor-
tamiento. En un recuento histórico, los mercantilistas tienen en cuenta la im-
portancia de la tributación para el crecimiento y el desarrollo por medio de la 
defensa del comercio y el respaldo de la moneda. Smith trata las funciones del 
Estado, como la defensa de los ciudadanos tanto a nivel nacional como a nivel 
internacional y de los derechos de propiedad y la provisión de bienes públicos, 
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como la infraestructura, para aumentar la extensión del mercado y mantiene al 
Estado en su dimensión política. Por su parte, Ricardo trata los efectos de los 
impuestos, pero se aísla del Estado y, por tanto, le quita su dimensión política y 
lo limita a su dimensión económica. Entretanto, a pesar de que tiene una teoría 
política, Marx no la relaciona con su teoría económica.

Más recientemente, Pigou plantea la intervención del Estado para alentar 
las actividades en las que hay externalidades positivas (producto neto privado 
menor que el producto neto social) y para desalentar las actividades en las que 
hay externalidades negativas (producto neto privado mayor que el producto neto 
social), con el objetivo de que los recursos se distribuyan de manera eficiente. 
Keynes plantea que el Estado puede y debe utilizar las herramientas fiscales y 
monetarias para garantizar la estabilidad macroeconómica. Samuelson plantea 
que la manera eficiente de proveer bienes públicos es por medio del Estado. Y 
North plantea que el Estado es una organización con ventaja comparativa en la 
violencia, que crea las condiciones para la defensa de los derechos de propiedad 
y los contratos; y que, como autoridad, hace cumplir las reglas de juego por 
medio de castigos (Hernández, 2004; Shapiro, 2004).

Burocracia competente

Algunas de las funciones que se asigna al Estado son la defensa de los ciuda-
danos tanto a nivel nacional como a nivel internacional, el cumplimiento de 
las leyes y la resolución de disputas. También el establecimiento de un sistema 
tributario efectivo y la provisión de bienes públicos como educación, salud, 
infraestructura y seguridad social. La condición previa para llevar a cabo estas 
funciones es tener una burocracia competente. De ahí que países como Ingla-
terra o Francia, cuando estaban llevando a cabo reformas para proveer bienes 
públicos, se enfocaran en construir unas burocracias meritocráticas. Entre las 
reformas más importantes implementadas en Inglaterra para cumplir con esto 
estuvieron que la contratación se basara exámenes, que los avances dentro del 
servicio fueran a partir de reglas y que se consolidara un grupo permanente 
de burócratas1.

¿Qué regularidades hay alrededor de las burocracias? Hay al menos tres 
hechos estilizados. En primer lugar, está la persistencia en la calidad burocrá-
tica a través del tiempo y el agrupamiento de la calidad burocrática, a saber, el 
agrupamiento del reclutamiento meritocrático y la administración competente. 
En segundo lugar, se tiene que la calidad burocrática y el crecimiento econó-
mico están correlacionados. Sumado a esto, hay un nivel mínimo de calidad 

1 	 Un punto a resaltar es que la meritocracia puede contribuir a la eficiencia, pero, tam-
bién, puede contraponerse a la igualdad.
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burocrática, a partir de un umbral de alrededor de 23 000 dólares del pib per 
cápita. Así, parece que un nivel mínimo de calidad burocrática es una condición 
necesaria para tener altos niveles de pib per cápita. En tercer lugar, la variación 
de corto plazo en la calidad burocrática y el crecimiento económico también 
se correlacionan. Entonces, también se encuentra apoyo empírico al hecho de 
que la burocracia importa. Sin una burocracia competente, no es posible la 
provisión de bienes públicos ni la construcción de un sistema tributario efectivo 
que contribuya al crecimiento económico (Besley et al., 2021).

En los países en vías de desarrollo, una limitación para tener una buro-
cracia competente es el nepotismo. En particular, en Colombia hay algunos 
hechos estilizados sobre los vínculos familiares en las entidades públicas. Pri-
mero, el 27 % de los vínculos que hay en estas entidades es en primer grado de 
consanguinidad. Segundo, el 38 % de los burócratas tiene a algún familiar en 
una entidad pública; y el 18 % tiene a algún familiar que es un alto burócrata. 
Asimismo, el 11 % de los burócratas tiene a un familiar en la misma entidad 
pública donde trabaja y entre el 2 % y el 3 % son altos burócratas. Tercero, el 
promedio del grado de consanguinidad es de 2.6. Cuarto, mayores vínculos 
familiares en las entidades públicas se correlacionan con menor desempeño de 
las mismas entidades. Por último, los altos burócratas consiguen que sus fami-
liares ganen y sean promovidos en mayor medida; y ponen trabas a la selección 
de los mejores empleados. Un desafío, entonces, es robustecer la legislación en 
contra del nepotismo y tener en cuenta la posibilidad de respuestas estratégicas 
de los burócratas (Riaño, 2022).

Así pues, la pregunta que sigue es ¿qué factores dan lugar a la variación 
que se encuentra entre burocracias? Una perspectiva plantea que es el conflicto 
entre grupos sociales con diferentes objetivos. El primer grupo, las élites, bus-
ca una burocracia en la que el reclutamiento se base en la selectividad social 
y que no esté bajo control democrático. El segundo grupo, las clases medias 
empresariales y profesionales, busca una burocracia meritocrática en la que 
el acceso se dé por logros educativos y, al tiempo, reducir la influencia de la 
política. El tercer grupo, la clase trabajadora, busca una burocracia en la que 
haya acceso a los empleos sin tener en cuenta los logros educativos y que esté 
bajo el control democrático. La interacción entre estos tres grupos, según su 
poder, da forma a las burocracias (Vogler, 2024). ¿Qué hacer a partir de estos 
tres posibles escenarios? Hay que evitar la captura por parte de las élites que se 
benefician de que el reclutamiento se base en la selectividad social, así como 
implementar reformas en las que la selección se base en exámenes y mejores 
ofertas salariales y separar esto del proceso político.
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¿Sobre quién recaen los impuestos?

Los impuestos necesitan una base —el valor sobre el que se cobra un impues-
to—, una tarifa —el porcentaje de la base sobre la que el impuesto se paga— y 
alguien que decida y haga cumplir con esto. En el plano político, hay tres al-
ternativas según la forma como el poder se reparte. Si un individuo tiene más 
poder que otros y, por tanto, tiene el poder para coaccionar a otros decide y 
hace cumplir. De esta manera, quien tiene más poder, unilateralmente, decide 
sobre quién recaen los impuestos.

Si otros individuos tienen una combinación de poder económico, militar 
y administrativo y pueden hacer amenazas creíbles al individuo que está en 
el poder, este individuo va a formar un grupo con estos otros individuos para 
que también decidan. Por medio de esto, evita que su poder sea desafiado. Si 
este grupo de individuos tiene más poder que otros y, por tanto, tiene el poder 
de coaccionar a otros decide y hace cumplir. De esta manera, el individuo que 
tiene el poder, junto a los individuos que pueden limitarlo, deciden sobre quién 
recaen los impuestos.

En estos dos casos, es un individuo o el grupo de individuos más poderoso 
el que tiene la capacidad de decidir y hacer cumplir. Pero la sociedad también 
puede dividirse en dos grupos con intereses contrapuestos: las élites, que están 
en contra de los derechos políticos y la redistribución, y la población general 
que, a su vez, está a favor de los derechos políticos y la redistribución. Las élites 
tienen el poder de iure. La población general, a pesar de no tener el poder de iure, 
sí tiene poder de facto. Si usan ese poder de facto para llevar a cabo amenazas 
creíbles a quienes tienen el poder de iure y obtener derechos políticos, harán 
parte de las decisiones sobre quién recaen los impuestos.

Así pues, de estos tres equilibrios de poder emerge cómo se toman las 
decisiones sobre impuestos (Acemoglu y Robinson, 2005). Pero también cómo 
se toman las decisiones sobre otros temas como las inversiones en educación y 
salud (Acemoglu et al., 2019). Por tanto, el recaudo y el gasto son problemas 
políticos.

¿Sobre quién deben recaer los impuestos?

La anterior pregunta (¿sobre quién recaen los impuestos?) se aproximó a qué 
pasa (una pregunta positiva), mientras que esta pregunta se aproxima a qué 
debe ocurrir (una pregunta normativa). Entonces, ¿sobre quién deberían recaer 
los impuestos? La teoría económica responde a esto con dos principios: por un 
lado, el principio de beneficio y, por otro, el principio de capacidad de pago.
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Según el principio de beneficio, entre el individuo y el Estado hay una re-
lación de intercambio. De esta relación, emerge un mercado de bienes públicos; 
y de este mercado, a su vez, emerge la base y la tarifa —que harán las veces de 
precio—. Los ingresos del Estado, entonces, van a depender de la demanda de 
bienes públicos. Bajo este principio, pagan los individuos que valoran los bienes 
públicos, y su pago es en proporción a su respectiva valoración.

Según el principio de capacidad de pago, los individuos pagarán de acuerdo 
con su capacidad económica. En este escenario, es necesario organizar a los 
individuos según su capacidad de pago para dividirlos y establecer las cohortes 
para la base y la tarifa. Al tiempo, la tarifa debería ser más alta, a medida que 
se tenga más capacidad de pago. Entonces, bajo el primer principio paga quien 
más valora el bien público y bajo el segundo principio paga quien tiene más 
capacidad económica (Hernández, 2004).

Tipos de impuestos

Los impuestos son de diferentes tipos. Los impuestos son directos, si se cobran 
sobre el ingreso o el patrimonio de los individuos, o indirectos, si se cobran 
sobre la actividad económica, las ventas o el consumo de bienes y servicios. 
Además, están los impuestos de suma fija, los proporcionales y los progresivos.

Los impuestos de suma fija son impuestos de un mismo monto, cobrado 
independientemente de la capacidad de pago. Si hay un impuesto de suma fija, 
las personas pobres, vulnerables, de clase media o clase alta —según una de las 
posibles clasificaciones de las clases sociales—, deberían pagar el mismo monto.

A su vez, los impuestos proporcionales son impuestos de una misma tarifa, 
cuyo monto es proporcional a la capacidad de pago. Si hay un impuesto pro-
porcional, una persona pobre, vulnerable, de clase media o de clase alta debería 
pagar la misma tarifa, con un monto proporcional a su capacidad de pago.

Finalmente, los impuestos progresivos son impuestos en los que la tarifa 
crece y el monto crece más que proporcionalmente a medida que aumenta la 
capacidad de pago. Si hay un impuesto progresivo, una persona pobre debería 
pagar una tarifa menor que una vulnerable; una persona vulnerable, una más 
baja que una clase media; y una persona clase media debería pagar una menor 
que una clase alta (Hernández, 2004).

Características deseables del sistema tributario

El sistema tributario —a saber, impuestos y normatividad— debería cumplir con 
los siguientes principios: eficiencia, equidad y simplicidad. La eficiencia busca 
que los impuestos no creen distorsiones. Dentro de la equidad, se encuentra 
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tanto equidad vertical como equidad horizontal. La equidad vertical busca 
que los individuos con mayores ingresos sean los que más paguen impuestos, 
mientras que la equidad horizontal espera que los individuos con iguales ca-
racterísticas paguen los mismos impuestos. La simplicidad, a su turno, busca 
que la aplicación, la documentación y el cumplimiento sea sencillo para los 
contribuyentes y la autoridad tributaria.

La eficiencia se cumpliría con impuestos de suma fija (mismo monto), 
ya que no crean distorsiones —no alteran las decisiones de los consumidores, 
quienes sustituirán entre bienes de consumo o productores, quienes sustituirán 
entre factores productivos—. La equidad vertical se cumpliría con impuestos 
proporcionales (misma tarifa) y progresivos (tarifa que aumenta con la capacidad 
de pago), ya que quienes tienen mayor capacidad de pago pagan más impuestos. 
No obstante, los impuestos proporcionales y progresivos crean distorsiones. La 
equidad horizontal se cumpliría si los contribuyentes con iguales características 
reciben el mismo trato.

Así pues, aparece una disyuntiva entre los principios de eficiencia y equi-
dad. Si se busca la mayor eficiencia, deberían tenerse impuestos de suma fija, 
pero si se busca la mayor equidad deberían tenerse impuestos proporcionales 
o progresivos, a costa de la eficiencia. Si quienes deciden sobre los tipos de 
impuestos tienen preferencias tanto por la eficiencia como por la equidad, el 
resultado conjunto será alguna combinación entre estas alternativas (Hernán-
dez, 2004).

¿Cuáles son los efectos de los impuestos? 

En materia tributaria, hay efectos que se ven y otros que, a primera vista, no 
son evidentes. Entonces, ¿qué efectos se ven? Al momento en que se cobra un 
impuesto, está, por supuesto, la caída en el ingreso. ¿Qué efectos no se ven? 
También está el exceso de carga tributaria. Así, en el momento en que se cobra 
un impuesto, no solo está la caída en el ingreso, sino que, si son impuestos 
distorsionantes, va a haber cambios en los precios relativos de los bienes de 
consumo, alteraciones a las cuales se enfrentan los consumidores, o de los 
factores productivos a los que se enfrentan los productores. Esto lleva a una 
sustitución entre bienes de consumo por parte de los consumidores y entre 
factores productivos por parte de los productores, que se aleja de las decisiones 
óptimas de los individuos. De tal manera, la asignación que va a obtenerse será 
ineficiente, en ausencia de otras distorsiones: en presencia de una restricción que 
no se puede eliminar, el bienestar puede aumentar si se impone otra restricción, 
como fue probado por Lipsey y Lancaster (1956).
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¿Es posible hacer una tributación óptima si no pueden establecerse impues-
tos no distorsionantes? En efecto, como sigue a continuación. Si los impuestos 
son directos y no afectan la oferta de trabajo, no hay disyuntiva entre eficiencia 
y equidad, y la tarifa colocada tendría el objetivo de alcanzar la mayor equidad. 
Si reducen la oferta de trabajo, la tarifa óptima dependería (1) de qué tanto 
cambia la oferta de trabajo si cambian los salarios, (2) de la distribución de la 
productividad y (3) de los objetivos de eficiencia y equidad. De igual manera, 
la tarifa marginal estaría entre cero y uno y sería, en todo caso, menor que uno 
y también igual a cero para los individuos menos productivos; e igual a cero 
para los individuos más productivos.

Si los impuestos son indirectos y el ingreso de los individuos es exógeno 
—los individuos no eligen entre ocio y trabajo—, una forma de hacer tributación 
óptima es cobrar impuestos proporcionales iguales a todos los bienes, a través 
del tiempo. Si el ingreso de los individuos es endógeno —los individuos eli-
gen entre ocio y trabajo, pero el Gobierno no observa cuánto tiempo dedican 
al ocio y sí al trabajo—, establecer impuestos proporcionales iguales a todos 
los bienes no sería óptimo. Por ello, una forma alternativa de hacer esto sería 
dejar un bien sin gravar y cobrar impuestos mayores a los bienes relativamente 
más complementarios al bien exento, o bien aplicar impuestos mayores altos 
a los bienes más inelásticos. De esa forma, la tributación será óptima tanto en 
impuestos directos como en impuestos indirectos (Fergusson y Suárez, 2010).

Presupuesto general de la nación

La composición de los recursos del presupuesto general de la nación (pgn) en 
2022 es de 180.7 billones de pesos de ingresos corrientes; 149.1 billones de 
pesos de recursos de capital; 12.0 billones de pesos de Fondos Especiales; y 
6.5 billones de pesos de rentas parafiscales. De manera que los recursos del 
pgn alcanzan los 348.3 billones de pesos. Como porcentaje del pib, los ingresos 
corrientes registran el 15.1 %; los recursos de capital, el 12.5 %; los fondos es-
peciales, el 1.0 %; y las rentas parafiscales, el 0.5 %. El pgn, en total, registra el 
29.1 %. De 2021 a 2022, los rubros de ingresos corrientes, recursos de capital 
y rentas parafiscales aumentaron en términos absolutos; mientras que los fon-
dos especiales se redujeron. Asimismo, de 2021 a 2022, los rubros de ingresos 
corrientes y recursos de capital aumentaron en términos porcentuales, mientras 
que fondos especiales y rentas parafiscales se redujeron (tabla 3).
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Tabla 3. Composición de los recursos del pgn 2022 (en billones de pesos)

Concepto 2021 2022 Cambio 
porcentual

Cambio 
absoluto

Porcentaje 
del pib  
2021

Porcentaje 
del pib  
2022

Ingresos 
corrientes

165.0 180.7 9.5 15.7 14.9 15.1

Recursos de 
capital

127.5 149.1 17.0 21.7 11.5 12.5

Fondos 
especiales

34.0 12.0 -64.7 -22.0 3.1 1.0

Rentas 
parafiscales

6.4 6.5 1.8 117.0 0.6 0.5

pgn total 332.9 348.3 4.6 15.5 30.0 29.1

Fuente: elaboración propia a partir de los datos del Ministerio de Hacienda y Crédito Público (2021).

Por su parte, la composición de los recursos del Gobierno Nacional Cen-
tral (gnc) es de 168.8 billones de pesos de ingresos corrientes; 146.7 billones 
de pesos de recursos de capital, 11.4 billones de pesos de fondos especiales 
y 2.4 billones de pesos de rentas parafiscales. De manera que los recursos del 
gnc alcanzan los 329.4 billones de pesos. Como porcentaje del pib, los ingresos 
corrientes equivalen al 14.1 %; los recursos de capital, al 12.3 %; los fondos 
especiales, al 1.0 %; y las rentas parafiscales, al 0.2 %. Los recursos del gnc, en 
total, equivalen al 29.1 %. De 2021 a 2022, los rubros de ingresos corrientes, 
recursos de capital y rentas parafiscales aumentaron en términos absolutos, 
mientras que los fondos especiales se redujeron. Asimismo, de 2021 a 2022, 
los rubros de ingresos corrientes y los recursos de capital aumentaron en térmi-
nos porcentuales, mientras que los fondos especiales se redujeron y las rentas 
parafiscales se mantuvieron (tabla 4).

Tabla 4. Composición de los recursos del gnc 2022 (en billones de pesos)

Concepto 2021 2022 Cambio 
porcentual

Cambio 
absoluto

Porcentaje 
del pib 
2021

Porcentaje 
del pib 
2022

Ingresos 
corrientes

154.2 168.8 9.4 14.6 13.9 14.1

Recursos 
de capital

124.2 146.7 18.1 22.5 11.2 12.3

Fondos 
especiales

33.4 11.4 -65.8 -22.0 3.0 1.0

Rentas 
parafiscales

2.4 2.4 0.8 19.0 0.2 0.2

pgn total 314.3 329.4 4.8 15.1 28.3 27.5

Fuente: elaboración propia a partir de los datos del Ministerio de Hacienda y Crédito Público (2021).
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Luego de desagregar esto por ingresos corrientes, recursos de capital, fon-
dos especiales y rentas parafiscales, se tienen los resultados que se describen 
enseguida.

En ingresos corrientes, el recaudo se hace por medio de impuestos a la 
actividad económica interna e impuestos a la actividad económica externa. El 
recaudo sobre la actividad económica interna está compuesto por renta (77.7 
billones de pesos); impuesto al valor agregado —iva (46.5 billones); grava-
men a los movimientos financieros (10.2 billones); impuesto de timbre (91 
mil millones —mil M); impuesto nacional al consumo (2.3 billones); impues-
to nacional a la gasolina y acpm (1.8 billones); impuesto nacional al carbono  
(497 mil M); y otros (469 mil M de pesos). Los anteriores impuestos recaudan 
139.6 billones de pesos. 

Los rubros con mayor recaudo son: renta, iva y gravamen a los movimien-
tos financieros. Juntos suman 134.4 billones de pesos. El recaudo sobre la 
actividad económica externa está compuesto por iva (23.7 billones) y aduanas 
y recargos (4.1 billones). Estos impuestos recaudan 27.8 billones de pesos. 
En total, los ingresos tributarios alcanzan los 167.3 billones de pesos. Por su 
parte, los ingresos no tributarios ascienden a los 1.5 billones de pesos. De esta 
manera, entre ingresos tributarios y no tributarios el total es de 168.8 billones 
de pesos (tabla 5).

Tabla 5. Ingresos corrientes

Concepto 2021 2022 Cambio 
porcentual

Cambio 
absoluto

Porcentaje  
del pib 2021

Porcentaje  
del pib 2022

I-Ingresos 
tributarios

152.9 167.3 9.5 14.4 13.8 14.0

Actividad 
económica 
interna

129.3 139.6 7.9 10.2 11.7 11.7

Renta 68.9 77.7 12.8 8.8 6.2 6.2

Impuesto al 
valor agregado

48.1 46.5 -3.4 -1.6 4.3 6.5

Gravamen a los 
movimientos 
financieros

8.8 10.2 16.1 1.4 0.8 3.9

Impuesto de 
timbre

0.1 0.1 51.6 0.0 0.0 0.9

Impuesto 
nacional al 
consumo

1.9 2.3 20.7 0.4 0.2 0.0

Impuesto 
nacional a la 
gasolina y acpm

0.6 1.8 199.4 1.2 0.1 0.2

Impuesto 
nacional al 
carbono

0.4 0.5 24.5 0.1 0.0 0.1
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Concepto 2021 2022 Cambio 
porcentual

Cambio 
absoluto

Porcentaje  
del pib 2021

Porcentaje  
del pib 2022

Otros 0.6 0.5 -17.7 -0.1 0.1 0.0

Actividad 
económica 
externa

23.5 27.8 18.0 4.2 2.1 2.3

Impuestos al 
valor agregado

20.1 23.7 17.7 3.6 1.8 2.0

Aduanas y 
recargas

3.4 4.1 19.4 0.7 0.3 0.3

II-Ingresos no 
tributarios

1.4 1.5 7.9 0.1 0.1 0.1

III-Total 154.2 168.8 9.4 14.6 13.9 14.1

En recursos de capital el recaudo está compuesto por crédito interno (62.9 
billones de pesos); crédito externo (39.3 billones); excedentes financieros y 
dividendos, (10.0 billones); rendimientos financieros (569 mil M); disposición 
de activos (7.1 billones); reintegros y recursos no apropiados (600 mil M); 
recuperación de cartera (231 mil M); recursos del balance (772 mil M); y otros 
recursos de capital (25.3 billones). De esta manera, el total es de 146.7 billones 
de pesos. Los rubros donde hay mayor recaudo son crédito y excedentes finan-
cieros y dividendos: juntos suman 102.2 billones de pesos (tabla 6).

Tabla 6. Recursos de capital

Concepto 2021 2022 Cambio  
porcentual

Porcentaje  
del pib 2021

Porcentaje  
del pib 2022

Crédito interno 39.7 62.9 58.3 3.6 5.3

Crédito externo 24.4 39.3 61.4 2.2 3.3

Excedentes 
financieros y 
dividendos

8.4 10.0 18.3 0.8 0.8

Rendimientos 
financieros

0.4 0.6 34.3 0.0 0.0

Disposición  
de activos

12.0 7.1 -40.8 1.1 0.6

Reintegros y 
recursos no 
apropiados

0.1 0.6 552.2 0.0 0.1

Recuperación 
de cartera

0.2 0.2 24.1 0.0 0.0

Recursos del 
balance

12.3 0.8 -93.7 1.1 0.1

Otros recursos 
de capital

26.7 25.3 -5.3 2.4 2.1

Total recursos 
de capital

124.2 146.7 18.1 11.2 12.3
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En fondos especiales (tabla 7), el recaudo es de 11.4 billones de pesos. Los 
fondos de recursos Soat y Fonsat, solidaridad pensional, salud de la Policía, sa-
lud de las Fuerzas Militares, pensiones de Telecom y teleasociadas, financiación 
del sector justicia y Ministerio de Defensa son los más importantes, pues suman 
8.3 billones de pesos. En rentas parafiscales, el recaudo es de 2.4 billones de 
pesos —tabla 4 (Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 2021)—.

Tabla 7. Fondos especiales 
 

Concepto 2021 2022 Cambio 
porcentual

Cambio 
absoluto

Porcentaje del 
pib 2021

Porcentaje 
del pib 2022

Fondo de 
Emergencia 
Económica-
Fome

21.7 - -100.0 -21.7 2.0 -

Fondo de 
recursos Soat y 
Fonsat

2.3 2.3 3.3 0.1 0.2 0.2

Fondo de 
Solidaridad 
Pensional

1.7 1.0 -42.1 -0.7 0.2 0.1

Fondo de Salud 
de la Policía

1.1 1.3 19.5 0.2 0.1 0.1

Fondo de Salud 
de las Fuerzas 
Militares

10.2 1.1 6.1 0.1 0.1 0.1

Fondo 
prensiones 
Telecom y 
Teleasociadas

0.9 0.9 4.8 0.0 0.1 0.1

Fondo 
Financiación 
del Sector 
Justicia

0.8 0.9 5.3 0.0 0.1 0.1

Fondos 
Internos del 
Ministerio de 
Defensa

0.5 0.4 -11.1 -0.1 0.0 0.0

Escuelas 
Industriales 
e Institutos 
Técnicos

0.3 0.4 6.5 0.0 0.0 0.0

Fondo de 
Convivencia 
Ciudadana

0.3 0.3 -19.0 -0.1 0.0 0.0

Fondos 
Internos de la 
Policía

0.2 0.3 12.1 0.0 0.0 0.0

Resto de fondos 2.5 2.6 1.6 0.0 0.2 0.2

Total fondos 
especiales

33.4 11.4 -65.8 -22.0 3.0 1.0
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Impuestos directos e indirectos

Al pasar a los ingresos tributarios, dividido entre impuestos directos e indirec-
tos, se obtienen los siguientes resultados. Por medio de impuestos directos, se 
recaudan 77.7 billones de pesos; entre impuesto sobre renta y complementa-
rios, 77.3 billones; y por impuesto simple, 0.4 billones. Esto equivale al 46.3 % 
del recaudo. A su vez, por medio de impuestos indirectos, se recaudan 89.6 
billones de pesos; entre impuesto sobre aduanas y recargos, 4.1 billones; im-
puesto sobre las ventas, 70.2 billones; impuesto de timbre nacional, 91 mil M; 
impuesto de timbre nacional sobre salidas al exterior, 262.0 mil M; impuesto a 
la explotación de oro, plata y platino, 41.9 mil M; gravamen a los movimientos 
financieros, 10.2 billones; impuesto al turismo, 164.9 mil M; impuesto nacional 
al consumo, 2.3 billones; impuesto nacional a la gasolina y al acpm, 1.8 billo-
nes; e impuesto nacional al carbono, 496.7 mil M. Esto equivale al 53.6 % del 
recaudo. Entonces, entre impuestos directos e indirectos, el recaudo recae, en 
mayor medida, en impuestos indirectos —tabla 8 (Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, 2021).

Tabla 8. Ingresos tributarios (en billones de pesos)

Concepto 2022 Porcentaje de los ingresos  
tributarios (2022)

Impuesto sobre la renta  
y complementarios

77.3 46.2

Impuesto simple 0.4 0.2

Impuestos directos 77.7 46.5

Impuesto sobre aduanas y recargos 4.1 2.4

Impuesto sobre las ventas 70.2 41.9

Impuesto de timbre nacional 0.1 0.1

Impuesto de timbre nacional sobre  
salidas al exterior

0.3 0.2

Impuesto a la explotación de oro, plata y platino 0.0 0.0

Gravamen a los movimientos financieros 10.2 6.1

Impuesto al turismo 0.2 0.1

Impuesto nacional al consumo 2.3 1.4

Impuesto nacional a la gasolina y al acpm 1.8 1.1

Impuesto nacional al carbono 0.5 0.3

Impuestos indirectos 89.6 53.5

Ingresos tributarios 167.3 100.0

Fuente: elaboración propia a partir de los datos del Ministerio de Hacienda y Crédito Público (2021).
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Los datos de 2018 sobre impuestos muestran que el recaudo de impues-
tos directos en Colombia (48.2 %) fue bajo, si se compara con el promedio 
de la ocde, que fue de 67.2 %. También muestran que el recaudo estaba mal 
configurado, debido a que recaía, principalmente, en impuestos directos sobre 
personas jurídicas (79.9 %), muy por encima del promedio de la ocde (26.8 %). 
Asimismo, el 23.0 % del recaudo se concentraba en 3453 personas jurídicas, el 
0.2 % de las empresas registradas. La contrapartida de esto es que la tributación 
no recaía en impuestos directos sobre personas naturales (20.1 %), mientras 
que en la ocde era de 73.2 %. Esto apunta a que hay espacio para aumentar los 
impuestos directos, reduciéndolos a las personas jurídicas y aumentándolos a 
las personas naturales.

Por su parte, el iva, un impuesto indirecto, tiene una estructura regresiva 
—pues pagan más las personas que menos tienen (lo paga el 7.3 % de las per-
sonas del decil más bajo en la distribución del ingreso y 4.3 % las personas del 
decil más alto)— e inefectiva, pues su productividad, que es de 32.2 pesos de 
recaudo efectivo por cada 100 pesos de recaudo potencial, está por bajo de la 
de América Latina (40.7 pesos) y de la de la ocde (38.5 pesos), de acuerdo con 
el Consejo Privado de Competitividad (2020).

Impuestos a nivel local

Los impuestos a nivel local se dividen en impuestos departamentales y munici-
pales. En los departamentales, el recaudo es el siguiente: cerveza, 25.0 %; licores, 
11.0 %; cigarrillos y tabaco, 13.0 %; registro y anotación, 13.0 %; vehículos 
automotores, 14.0 %; sobretasa a la gasolina, 5.0 %; y otros impuestos, 19.0 %. 
Los recursos propios de los departamentos, esto es, ingresos tributarios y no 
tributarios sobre total de ingresos, están alrededor de 30.0 %. Si se desagrega 
por departamentos, 28 de 32 departamentos están por debajo del 50.0 %. Esto 
apunta a que la capacidad para obtener recursos propios de los departamentos 
es muy baja (figura 1).

Entre los municipales el recaudo es el siguiente: predial, 37.5 %; industria 
y comercio, 36.6 %; sobretasa a la gasolina, 5.0 %; y otros impuestos, 21 %. Los 
recursos propios de los municipios están alrededor del 33.7 %. Si se desagrega, 
la mayoría de los municipios está por debajo de 40.0 %. Esto apunta a que la 
capacidad para obtener recursos propios de los municipios es muy baja. También 
indica que la capacidad es menor para los municipios que para los departamen-
tos. No obstante, esta capacidad es baja para ambos —figura 2 (dnp, 2020).



45

Im
puestos

Figura 1 . Recaudo tributario por impuestos departamentales

Fuente: elaboración propia a partir de los datos del Departamento Nacional de Planeación (dnp, 2021).

Figura 2 . Recaudo tributario por impuestos municipales

Fuente: elaboración propia a partir de los datos del dnp (2021).

Por todo esto, la Comisión de Estudio del Sistema Tributario Territorial 
(2010) ha hecho las siguientes recomendaciones. En primer lugar, aumentar 
el recaudo a nivel local, por medio del impuesto predial, cuyo recaudo es bajo 
respecto a su recaudo potencial debido a la desactualización de los sistemas 
de catastro. En segundo lugar, modificar o reemplazar unos impuestos locales, 
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como el impuesto de industria y comercio (ica); y eliminar poco a poco otros 
impuestos locales, como las estampillas. En tercer lugar, mejorar la administra-
ción tributaria. Esto podría lograrse con la colaboración entre ciudades grandes 
y municipios pequeños.

La desactualización de los sistemas de catastro es la regla desde el siglo xix 

(Kalmanovitz y López, 2010). ¿Qué explica su persistencia? Debido a que la 
tierra es una fuente de poder político y económico, las élites de los niveles loca-
les están interesadas en que los tributos sobre esta sean los más bajos posibles. 
Para Colombia, se tiene que, en los casos en que hay concentración económi-
ca o concentración política, hay mayores ingresos fiscales. Asimismo, en los 
casos donde hay tanto concentración económica como concentración política 
hay menores ingresos fiscales, de manera que, solo si se accede tanto al poder 
económico como al poder político, se va a conseguir que las bases impositi-
vas, las tarifas impositivas y la capacidad de recaudación sean bajas (Vargas y 
Villaveces, 2016). Resolver estos problemas —evitar que las élites coopten el 
poder político-económico y extenderlo a grupos amplios de la sociedad— es 
una condición previa para seguir estas recomendaciones.

El gasto tributario

El gasto tributario es la cantidad de recursos que el Estado deja de recibir por 
deducciones, exenciones y tratamientos tributarios especiales a grupos especí-
ficos. Para 2020, el costo de esto era 66.3 billones de pesos: 16.9 billones de 
pesos en renta, que incluye rentas exentas, descuentos tributarios, deducciones 
por inversión en activos fijos y tarifas diferenciales; 49.0 billones de pesos en iva; 
243.0 mil M de pesos en impuestos al carbono, y 246.0 mil M de pesos en 
gasolina y acpm. El 25.4 % del costo se concentra en impuestos directos y el 
otro 74.6 % se concentra en impuestos indirectos. Para 2020, esto equivale al 
6.6 % del pib (tabla 9).

Tabla 9. Gasto tributario (en billones de pesos)

Concepto 2020 Porcentaje del  
gasto tributario 2020

Porcentaje del  
pib 2020

Renta 16.9 25.4 1.7

iva 49.0 73.8 4.9

Carbono 0.2 0.4 0.0

Gasolina y acpm 0.2 0.4 0.0

Total 66.3 100.0 6.6

Fuente: elaboración propia a partir de los datos del Ministerio de Hacienda y Crédito Público (2021).



47

Im
puestos

Al entrar a renta para el total de declarantes, la mayor parte del gasto 
tributario corresponde a rentas exentas, con el 61.7 % del costo; y le sigue des-
cuentos tributarios, tarifas diferenciales y deducciones por inversión en activos 
fijos. Asimismo, el gasto tributario recae, principalmente, en personas jurídicas 
y no en personas naturales. Para personas jurídicas, la mayor parte del gasto 
corresponde a descuentos (43.6 %) y le sigue rentas exentas, tarifa diferencial y 
deducciones por inversión en activos fijos. Para personas naturales, corresponde 
a rentas exentas (94.8 %) y le sigue descuentos (tabla 10).

Tabla 10. Gasto tributario: renta para el total de declarantes 
 

Concepto 2020 Porcentaje del gasto tributario:  
renta para el total de declarantes 2020

Total personas jurídicas 10.3 100

Rentas exentas 4.2 40.7

Descuentos 4.5 43.6

Deducción por inversión  
en activos fijos

0.7 6

Tarifa diferencial 0.9 8.7

Total personas naturales 6.5 100

Rentas exentas 6.2 94.8

Descuentos 0.3 5.2

Total 16.9 100

Rentas exentas 10.4 61.7

Descuentos 4.8 28.7

Deducción por inversión  
en activos fijos

0.7 4.3

Tarifa diferencial 0.9 5.3

Al pasar a renta para el total de contribuyentes, la mayor parte del gasto 
tributario corresponde a rentas exentas (59.7 %) del costo y le sigue descuentos 
tributarios, tarifas diferenciales y deducciones por inversión en activos fijos. 
Asimismo, el gasto tributario recae, principalmente, en personas jurídicas y no 
en personas naturales. Para personas jurídicas, la mayor parte del gasto corres-
ponde a descuentos (47.3 %) y le sigue rentas exentas, tarifas diferenciales y 
deducciones por inversión en activos fijos. Para personas naturales, corresponde 
a rentas exentas (94.8 %) y le sigue descuentos (tabla 11).
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Tabla 11. Gasto tributario: renta para el total de contribuyentes 
 

Concepto 2020
Porcentaje del gasto tributario:  

renta para el total de contribuyentes 
2020

Total personas jurídicas 9.5 100

Rentas exentas 3.4 35.6

Descuentos 4.5 47.3

Deducción por inversión  
en activos fijos

0.7 7.5

Tarifa diferencial 0.9 9.5

Total personas naturales 6.5 100

Rentas exentas 6.2 94.8

Descuentos 0.3 5.2

Total 16 100

Rentas exentas 9.6 59.7

Descuentos 4.8 30.2

Deducción por inversión  
en activos fijos

0.7 4.5

Tarifa diferencial 0.9 5.6

En cuanto al iva, el gasto tributario se tiene en bienes y servicios excluidos; 
que corresponde al 3.3 % del pib; bienes exentos, que corresponde a 1.2 %; y bie-
nes y servicios al 5 %, que corresponde a 0.4 %. Por medio de esto, se obtiene un 
4.9 % del pib (tabla 12). En el primer grupo, la mayor parte del gasto tributario 
se hace en productos de la agricultura y la horticultura; servicios financieros y 
servicios conexos; y en servicios inmobiliarios (tabla 13). En el segundo grupo, 
la mayor parte del gasto se hace en productos farmacéuticos; carnes y despojos 
comestibles de aves frescos, refrigerados o congelados; y biodiesel mezclado y 
biodiesel B100 (tabla 14). En el tercer grupo, la mayor parte del gasto se hace 
en gasolina y acpm, preparaciones utilizadas en la alimentación de animales y 
aguardiente y ron en bienes a la tarifa de 5 %; y en salud prepagada en servicios 
a la tarifa de 5 % —tabla 15 (Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 2021).

			                 Tabla 12. Gasto tributario: iva 
 

Concepto 2020 Porcentaje del pib 
2020

Bienes y servicios excluidos 33.573 3.3

Bienes exentos 11.849 1.2

Bienes y servicios al 5 % 3.537 0.4

Total 48.958 4.9
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Tabla 13. Gasto tributario: iva-bienes y servicios excluidos

Concepto 2020

Productos de la agricultura y la horticultura 6.3

Servicios financieros y servicios conexos 4.0

Servicios inmobiliarios 3.9

Servicios de apoyo a la agricultura, la caza, la silvicultura, la pesca, la minería  
y los servicios públicos

2.9

Servicios de educación 2.9

Servicios para el cuidado de la salud humana y servicios sociales 2.1

Servicios de transporte de pasajeros; servicios de transporte de carga; servicios  
de alquiler de vehículos de transporte con operario

1.6

Servicios de soporte 1.2

Servicios de esparcimiento, culturales y deportivos 1.2

Electricidad, gas de ciudad, vapor y agua caliente 1.2

Servicios de distribución de electricidad, gas y agua (por cuenta propia) 1.1

Servicios de alcantarillado, recolección, tratamiento y disposición de desechos  
y otros servicios de saneamiento ambiental

0.8

Productos de molinería, almidones y productos derivados del almidón;  
otros productos alimenticios

0.7

Servicios domésticos 0.6

Químicos básicos 0.5

Equipo y aparatos de radio, televisión y comunicaciones 0.5

Servicios de apoyo al transporte 0.4

Petróleo crudo y gas natural; minerales y concentrados de uranio y torio 0.4

Aparatos médicos, instrumentos ópticos y de precisión, relojes 0.3

Maquinaria de oficina, contabilidad e informática 0.2

Servicios de arrendamiento o alquiler 0.2

Servicios postales y de mensajería 0.2

Servicios de telecomunicaciones, transmisión y suministro de información 0.1

Vidrio y productos de vidrio y otros productos no metálicos n.c.p. 0.1

Bebidas 0.1

Servicios de investigación y desarrollo 0.1

Otros servicios personales 0.1

Equipo de transporte 0.0

Maquinaria para usos especiales 0.0

Muebles; otros bienes transportables n.c.p. 0.0

Carne, pescado, frutas, hortalizas, aceites y grasas 0.0

Construcciones 0.0

Agua natural 0.0
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Concepto 2020

Artículos textiles (excepto prendas de vestir) 0.0

Productos de caucho y plástico 0.0

Pescado y otros productos de la pesca 0.0

Otros minerales 0.0

Productos de hornos de coque; productos de refinación de petróleo  
y combustible nuclear

0.0

Maquinaria para uso general 0.0

Otros servicios profesionales, científicos y técnicos 0.0

Productos de la silvicultura y de la explotación forestal 0.0

Minerales metálicos 0.0

Piedra, arena y arcilla 0.0

Productos lácteos y ovoproductos 0.0

Productos de tabaco 0.0

Tejido de punto o ganchillo; prendas de vestir 0.0

Cuero y productos de cuero; calzado 0.0

Productos de madera, corcho, cestería y espartería 0.0

Otros productos químicos; fibras artificiales (o fibras industriales hechas  
por el hombre)

0.0

Desperdicios; desechos y residuos 0.0

Metales básicos 0.0

Productos metálicos elaborados (excepto maquinaria y equipo) 0.0

Maquinaria y aparatos eléctricos 0.0

Servicios de construcción 0.0

Alojamiento; servicios de suministros de comidas y bebidas 0.0

Servicios jurídicos y contables 0.0

Servicios de mantenimiento, reparación e instalación (excepto servicios  
de construcción)

0.0

Servicios de fabricación de insumos físicos que son propiedad de otros 0.0

Servicios de edición, impresión y reproducción; servicios de recuperación de 
materiales y otros servicios de fabricación

0.0

Servicios de la administración pública y otros servicios prestados  
a la comunidad en general; servicios de seguridad social obligatoria

0.0

Servicios de asociaciones 0.0

Servicios de comercio (venta al por mayor y venta al por menor) 0.0

Hilados e hilos; tejidos de fibras textiles incluso afelpados 0.0

Pasta o pulpa, papel y productos de papel; impresos y artículos relacionados 0.0

Carbón de hulla, lignito y turba 0.0

Animales vivos y productos animales (excepto la carne) -0.2

Total 33.6
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Tabla 14. Gasto tributario: iva-bienes exentos 
 

Concepto 2020

Productos 11.3

1. Leche, carnes, huevos 7.2

Arroz para consumo humano 0.9

Ganado bovino, excepto ganado para lidia 0.0

Leche sin elaborar 0.2

Huevos con cáscara frescos, en conserva o cocidos 0.6

Pescado fresco, refrigerado o congelado y filetes 0.8

Camarones y langostinos, congelados y sin congelar 0.0

Carne de ganado bovino fresca, refrigerada o congelada 1.2

Carne de ganado porcino fresca, refrigerada o congelada 0.8

Carne de ganado ovino, caprino y otros, fresca, refrigerada o congelada 0.0

Despojos comestibles de especies bovina, porcina y otros, frescos, 
refrigerados.

0.1

Carnes y despojos comestibles de aves frescos, refrigerados o congelados 1.6

Leche líquida procesada, crema (nata) de leche, fresca y suero 0.5

Leche y crema (nata) en estado sólido; leche y nata, concentrados  
o con adición de azúcar u otro edulcorante, en estado diferente al sólido

0.2

Queso fresco 0.2

2. Libros y revistas 0.2

Libros impresos (textos educativos, diccionarios, enciclopedias, atlas, 
directorios, científicos y técnicos, animados y para colorear, etc.)

0.1

Diarios, revistas y publicaciones periódicas 0.0

Cuadernos de tipo escolar 0.1

3. Otros bienes 3.9

Biodiesel mezclado y biodiesel b100 1.4

Alcohol carburante 0.0

Armas y municiones y sus partes y piezas 0.0

Toallas y compresas higiénicas 0.1

Productos farmacéuticos 2.4

Servicios 0.2

Servicios de conexión y acceso a Internet estratos 1 y 2 0.2

Total 11.5
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Tabla 15. Gasto tributario: iva-bienes y servicios al 5 % 
 

Concepto 2020

Servicios a la tarifa de 5 % 0.5

Salud prepagada 0.4

Seguros agrarios 0.0

Almacenamiento de productos agrícolas 0.0

2. Bienes a la tarifa de 5% 3.1

Gasolina y acpm* 0.7

Preparaciones utilizadas en la alimentación de animales 0.6

Aguardiente y ron 0.2

Azúcar 0.2

Chocolate de mesa 0.2

Extractos esencias, concentrados y preparaciones de café (café liofilizado, 
café instantáneo); sucedáneos del café que contengan café

0.2

Harinas de trigo o de morcajo y otros cereales 0.2

Troncos de madera (troncos de coníferas y de especies no coníferas)  
y demás maderas en bruto

0.1

Pastas alimenticias sin cocer, rellenar que contengan huevo y las demás 0.1

Café descafeinado sin tostar; café tostado, incluso molido,  
descafeinado o no

0.1

Whisky, brandy, vodka y sus concentrados, mistelas y cremas  
y otras bebidas

0.1

Vehículos automóviles eléctricos para transporte de personas 0.1

Vinos y sidra, peradas, aguamiel y otras bebidas fermentadas 0.0

Borra de algodón; tortas y demás residuos de la extracción de grasas  
o aceites vegetales; harina y polvo de semillas o de frutos oleaginosos.

0.0

Palas, azadas, picos, rastrillos, cuchillas y otros. 0.0

Arroz para uso industrial 0.0

Motores para vehículos eléctricos 0.0

Maíz para uso industrial 0.0

Productos de panadería a base de sagú, yuca y achira 0.0

Maquinaria agropecuaria 0.0

Vehículos eléctricos de pasajeros para transporte público 0.0

Aceites vegetales crudos 0.0

Trigo en grano 0.0

Nuez y fruto de palma 0.0

Compresores para gas vehicular y sus partes 0.0

Bicicletas y Bicicletas eléctricas (incluidos los triciclos de reparto)  
cuyo valor exceda de 50 uvt.

0.0

Salchichón, butifarra y mortadela 0.0
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Concepto 2020

Motocicletas eléctricas (incluidos los ciclomotores) cuyo valor  
exceda de 50 uvt.

0.0

Recipientes de fundicion, de hierro o acero sin soldadura,  
para gas comprimido o licuado.

0.0

Harina, polvo y gránulos de carne o despojos, no comestibles 0.0

Vehículos eléctricos para el transporte de mercancías 0.0

Sorgo, centeno, avena, mijo y otros cereales n. c. p. 0.0

Mieles y melazas 0.0

Barcazas y remolcadores 0.0

Algodón desmotado 0.0

Total 3.5

Este tipo de gasto tiene argumentos tanto a favor como en contra. Como 
punto de partida se esperaría que el gasto tributario llevara a un aumento neto 
de la inversión, el empleo y los salarios. Pero, al tiempo que podría hacer esto, 
también quebraría los principios de (1) equidad vertical y horizontal, si una 
persona con más capacidad de pago que otra paga una tarifa menor, o si dos 
personas de iguales características pagan tarifas diferentes; (2) el de eficiencia 
si el gasto tributario no lleva a un aumento neto de la inversión, el empleo y 
los salarios, sino a una caída neta; y (3) simplicidad, si se dificulta la aplicación, 
documentación y cumplimiento por cada vez más agujeros en la legislación 
tributaria. Además de esto, también debilitaría la confianza de las personas en 
el sistema tributario, si estas perciben que reciben un trato injusto con respecto 
a otras (Comisión de Expertos en Beneficios Tributarios, 2021).

La evidencia internacional no revela que reducir los impuestos a las empre-
sas aumente el crecimiento económico (Gechert y Heimberger, 2021). Tampoco 
muestra que reducir los impuestos a los ricos aumente el crecimiento económico 
ni que reduzca el desempleo. En cambio, reducir los impuestos a los ricos sí 
aumenta la desigualdad (Hope y Limberg, 2022).

Por todo esto, la Comisión de Expertos en Beneficios Tributarios ha hecho 
las siguientes recomendaciones. En primer lugar, mejorar el papel del impuesto 
de renta para personas naturales (irpn). Para esto, se recomienda: (1) reducir 
la cantidad de ingresos exentos y no gravables; (2) tratar los aportes por parte 
de los empleadores a los trabajadores como ingresos gravables; (3) eliminar 
los tratamientos tributarios especiales; (4) ampliar la base del irpn; (5) eliminar 
la deducción de gran parte de los beneficios fiscales; (6) evitar deducciones 
que incrementen con los ingresos; (7) reducir la cantidad de deducciones y el 
número de rangos de la tarifa del irpn; y (8) pasar, al menos en parte, la carga 
de los ingresos del capital, desde el nivel corporativo al nivel de los accionistas; 
entre otros.
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En segundo lugar, ampliar la base del iva y mejorar su diseño. Para esto, se 
recomienda: (1) reducir la cantidad de bienes y servicios excluidos y exentos; 
(2) no aumentar la tarifa del iva; (3) comenzar a gravar a los bienes y servicios 
excluidos y exentos al 5 %; y subir la tarifa a los bienes y servicios que ya 
pagan al 5 %; (4) mantener las deducciones por inversión en activos fijos por 
medio del iva (especialmente, en empresas industriales); y (5) aumentar los 
impuestos sobre los bienes y servicios nocivos para la salud de las personas y 
para el medioambiente, entre otros. En este caso, se necesita contrarrestar la 
regresividad de este impuesto por medio de mecanismos de devolución, que 
funcionan mejor que otras políticas alternativas, en contextos de alta informa-
lidad. De cualquier manera, la focalización de las políticas de gasto tiene mayor 
capacidad para disminuir la desigualdad que las modificaciones a la tributación 
indirecta (Barreix et al., 2010).

En tercer lugar, mejorar el diseño del impuesto de renta para personas 
jurídicas (irpj) y evitar los impuestos corporativos no basados en los ingresos. 
Para esto, se recomienda: (1) eliminar el ica y el gravamen a los movimientos fi-
nancieros (gmf) y, al tiempo, mantener las deducciones al irpj, mientras se atacan 
las distorsiones de estos dos impuestos; (2) evitar el uso del gasto tributario y 
las reglas tributarias especiales hacia grupos específicos; (3) ampliar la base del 
irpj; (4) reducir la tarifa del irpj; (5) dejar que las pequeñas empresas entren al 
régimen simple de tributación (simple), y simplificar el simple; y (6) enfocar el 
gasto tributario en el sector agrícola, entre otros (Comisión de Expertos en Be-
neficios Tributarios, 2021). En este otro caso, también se requiere contrarrestar 
la inequidad vertical del simple, que impone tarifas efectivas mayores paras las 
micro, pequeñas y medianas empresas (Mipymes), ya sea por medio de tarifas 
proporcionales progresivas (Fajardo et al., en prensa).

A pesar de estos problemas y recomendaciones, las deducciones, exenciones 
y tratamientos tributarios especiales que buscan aumentar el capital humano y 
la innovación tienen efectos positivos en el largo plazo (Gallego y Reyes, 2022; 
Felipe y Rhee, 2015). Esto mismo pasa con los aranceles que buscan aumentar 
el capital humano y la innovación (Nunn y Trefler, 2010). Si estos instrumentos 
se usan en sectores competitivos, también hay efectos positivos (Aghion et al., 
2015). Entonces, la discusión podría cambiar de hacerlo o no a cómo hacerlo: 
orientar a estas actividades y fomentar proyectos nuevos (zanahoria) y eliminar 
proyectos que fracasan (garrote) y evitar la búsqueda de rentas (Rodrik, 2008).

Tasas efectivas de tributación

Ante numerosas deducciones, exenciones y tratamientos tributarios especiales 
a grupos específicos, que se suman a otros problemas como la evasión y la 
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elusión, las tasas efectivas (el recaudo tributario sobre la base gravable) que se 
pagan sobre consumo, los ingresos del trabajo y los ingresos capital terminan 
siendo menores que las tasas nominales. Examinar las tasas efectivas posibilita 
ver, por una parte, qué tan importantes son los recursos que se pierden por 
las deducciones, las exenciones y los tratamientos tributarios especiales y, por 
otra, qué tanto se afecta el consumo y el costo del trabajo y del capital por los 
impuestos y, con ello, qué tantas distorsiones causan.

Las tasas efectivas sobre la renta a personas naturales son bajas. Con datos de 
2018, aproximadamente hasta el quinto decil de la distribución de ingresos, las 
tasas efectivas se mantienen por debajo del 1 % de la renta; hasta el séptimo decil, 
por debajo del 2 %; y hasta el noveno decil, por debajo de 5 %. Desde el cuarto 
hasta el noveno decil, las tasas efectivas van en aumento, pero, una vez se llega 
al decil más alto, las tasas caen hasta llegar a cerca del 2 % de la renta (figura 3).

Por parte de las personas jurídicas, se tiene lo siguiente. En primer lugar, la 
tasa efectiva total es 24 %; y sin deducciones, exenciones y tratamientos tributa-
rios especiales, sería del 29 %. En segundo lugar, por sectores, la tasa efectiva es 
de 27 % para minería; 26 % para comercio al por mayor, por menor y transporte; 
25 % para actividades profesionales (hasta acá por encima del total); 24 % para 
construcción, servicios públicos, información y comunicaciones, y agricultura 
(igual que el total); 23 % para manufactura; 21 % para administración pública; 
20 % para actividades financieras, inmobiliarias y de seguros; y 15 % para otros 
servicios (por debajo del total). Todo esto apunta a una alta heterogeneidad en 
las tasas efectivas entre sectores —figura 4 (Comisión de Expertos en Beneficios 
Tributarios, 2021). 

Figura 3. Tasas efectivas de tributación sobre la renta de personas naturales

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de la Comisión de Expertos en Beneficios Tributarios (2021).
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Figura 4. Tasas efectivas de tributación sobre la renta de personas jurídicas

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de la Comisión de Expertos en Beneficios Tributarios (2021).

Al mirar las tasas por consumo, ingresos del trabajo e ingresos del capital en 
2019, resulta que la tasa efectiva del consumo era de 12.7 %, mientras que la tasa 
nominal era de 19.0 %. La tasa efectiva de los ingresos del trabajo era de 18.0 %, 
con 2.3 % en salarios, 2.7 % en nómina y 13.0 % en seguridad social; mientras 
que la tasa nominal era de 11.0 % en salarios. Y la tasa efectiva de los ingresos 
del capital era de 15.0 %, con 2.8 % en hogares y 21.1 % en sociedades, mientras 
que la tasa nominal era de 33.0 % en sociedades. Con respecto a los registros en 
2005, 12.2 % en consumo, 15.9 % en ingresos del trabajo y 12.1 % en ingresos 
del capital, hay un aumento de 0.5 puntos porcentuales, 2.1 puntos porcentuales 
y 2.9 puntos porcentuales, respectivamente. No obstante, estas diferencias son 
sensibles al año elegido para hacer comparaciones. Si se eligen promedios, como 
el de 2005-2019, hay un aumento de 0.1 puntos porcentuales, 0.3 puntos por-
centuales y 0.5 puntos porcentuales. De manera que hay un aumento en las tasas 
efectivas en 2005-2019, aunque las diferencias entre las tasas efectiva y nominal 
sigue siendo alta; pero el aumento se atenúa si se compara 2005-2012 con 2019, 
como se aprecia en la tabla 16 (Rincón-Castro, 2021).
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Tabla 16. Tasas efectivas por consumo, ingresos del trabajo e ingresos del capital

Año

Ingresos del trabajo Ingresos del capital

Consumo Salarios Nómina Seguridad 
social Total Hogares Sociedades Total

2005 12.2 2.4 3.0 10.5 15.9 3.0 17.0 12.1

2006 12.8 2.4 3.1 10.6 16.1 4.0 19.3 13.9

2007 13.0 2.0 3.2 11.1 16.3 4.4 18.5 13.5

2008 12.7 2.1 3.4 12.3 17.8 5.8 19.4 14.8

2009 11.8 2.7 3.5 12.8 19.0 6.7 20,4 15.8

2010 12.4 2.2 3.6 13.0 18.7 5.8 17.2 13.4

2011 13.0 1.9 3.7 13.1 18.7 5.8 18.3 14.3

2012 12.6 2.7 3.7 13.2 19.5 6.5 20.8 16.2

2013 11.8 2.9 3.1 13.3 19.4 6.1 20.4 15.8

2014 12.3 2.5 2.7 13.1 18.3 5.6 21.1 16.0

2015 12.3 2.3 2.7 12.9 17.9 5.9 21.0 15.8

2016 11.6 2.2 2.7 12.6 17.5 5.6 20.9 15.4

2017 12.4 2.2 2.7 12.7 17.7 4.8 21.1 15.3

2018 12.5 2.2 2.8 12.8 17.8 4.9 21.1 15.4

2019 12.7 2.3 2.7 13.0 18.0 3.8 21.1 15.0

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de Rincón-Castro (2021).

Elusión y evasión tributaria

La elusión y la evasión son problemas para el recaudo, en la medida en que reducen 
los ingresos que recibe el Estado. En ambos casos, como los ingresos caen, también 
cae el gasto que puede llevar a cabo el Estado. También son problemas para las ca-
racterísticas deseables de los impuestos, pues ocasionan inequidades verticales y 
horizontales. ¿Qué es cada uno de estos problemas? Por una parte, la elusión bus-
ca evitar el inicio de la obligación tributaria por medio de los vacíos normativos  
y se hace bajo los principios legales. Por otra parte, la evasión implica acciones y 
omisiones que buscan suprimir, reducir y demorar el cumplimiento de la obli-
gación tributaria; y se ocultan o los ingresos o la información a la administración 
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tributaria. También está el fraude fiscal, en el que se busca, deliberadamente, 
incumplir las leyes (Fiscalía General de la Nación, 2018).

Para Colombia, a partir de la metodología de brecha tributaria, la evasión 
se estima alrededor de 3.7 % del pib (2.0 % por impuesto de renta de perso-
nas jurídicas y 1.7 % por iva). Asimismo, la evasión del impuesto de renta de 
personas jurídicas se estima alrededor del 35.8 % en 2016, equivalente a 2.0 % 
del pib. En comparación con otros países de la región, Colombia se encuentra 
detrás de Chile y México, cuya evasión en este impuesto es menor (figura 5). 
Otros cálculos la ubican, en promedio, en 38.9 % en 2007-2012, lo que equivale 
al 2.3 % del pib (tabla 17). Y la evasión del iva se ubica alrededor del 23.6 % 
en 2017, equivalente al 1.7 % del pib. En comparaciones con otros países de la 
región, Colombia se encuentra detrás de Chile, México y Uruguay, cuya evasión 
en este impuesto es menor (figura 6). Otros cálculos la ubican en promedio en 
2.4 % en 2005-2010, según se indica en la tabla 18 (Cruz-Lasso, 2011; Ávila y 
Cruz-Lasso, 2015; Gómez y Morán, 2020).

Tabla 17. Evasión del impuesto de renta de personas jurídicas  
en Colombia (en billones de pesos)

Concepto 2007 2008 2009 2010 2011 2012

Impuesto a cargo declarado 16.1 19.3 16.4 18.9 29.0 29.0

Impuesto potencial 26.5 30.7 30.0 33.4 43.9 44.2

Monto total de la evasión 10.5 11.3 13.5 14.5 14.9 15.2

Evasión como porcentaje del pib (%) 2.4 2.4 2.7 2.7 2.4 2.3

Tasa de evasión 39.5 37.0 45.2 43.3 34.0 34.4

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de Mahecha y Lasso (2015).

Tabla 18. Evasión del iva en Colombia (en billones de pesos)

Concepto 2005 2006 2007 2008 2009 2010

Recaudo bruto 18.5 22.7 26.2 28.6 28.0 31.4

Recaudo potencial 26.5 31.4 34.8 37.5 38.2 42.0

Monto total de la evasión 8.0 8.7 8.6 8.9 10.2 10.6

Evasión como porcentaje 
del pib (%)

2.4 2.3 2.0 1.9 2.0 2.0

Tasa de evasión 30.2 27.7 24.8 23.7 26.6 25.3

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de Cruz-Lasso (2011).
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Figura 5. Evasión del impuesto de renta de personas jurídicas en América Latina y el Caribe 

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de Gómez y Morán (2020).

Figura 6. Evasión del iva en América Latina y el Caribe

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de Gómez y Morán (2020).
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Recaudo tributario

A partir de las secciones previas es posible hacer un diagnóstico del sistema 
tributario colombiano. El recaudo es bajo en impuestos directos (48.2 %). Tam-
bién está mal configurado, debido a que recae, principalmente, en impuestos 
directos sobre personas jurídicas (79.9 %). Asimismo, el 23.0 % del recaudo se 
concentra en 3453 personas jurídicas, es decir, el 0.2 % de las empresas regis-
tradas. De la misma manera, recae, en menor medida, en impuestos directos 
sobre personas naturales (20.1 %). 

A su vez, el iva, impuesto indirecto, tiene estructura, por un lado, regresiva, 
pues pagan más —como porcentaje de sus ingresos— las personas que menos 
tienen y, por otro, inefectiva, pues su productividad es de apenas 32.2 pesos 
de recaudo efectivo por cada 100 pesos de recaudo potencial. A ello se suma 
que la capacidad de generar ingresos por medio de impuestos departamentales 
y municipales es baja. Los recursos propios de los departamentos están alre-
dedor del 30.0 %, mientras que los recursos propios de los municipios son de 
alrededor del 33.7 %.

De igual manera, las deducciones, exenciones y tratamientos tributarios 
especiales a grupos específicos suman 66.3 billones de pesos: (1) 16.9 billones 
en renta, que incluye rentas exentas, descuentos tributarios, deducciones por 
inversión en activos fijos y tarifas diferenciales; (2) 49.0 billones de pesos en iva; 
(3) 243.0 mil M de pesos en carbono; y 246.0 en gasolina y acpm. El 25.4 % del 
costo se concentra en impuestos directos y el otro 74.6 %, en indirectos. Para 
2020, esto fue igual al 6.6 % del pib. Sumadas a problemas como la evasión y la 
elusión, las tasas efectivas de tributación son bajas. La tasa efectiva del consumo 
es de 12.7 %; la tasa efectiva de los ingresos del trabajo es de 18.0 % y la tasa 
efectiva de los ingresos del capital, de 15.0 %.

En conjunto, esto lleva a que el recaudo tributario sea bajo, pues registró 
el 18.7 % del pib en 2020. Entretanto, el registro de los países de la ocde es de 
33.7 % (figura 7) y el de los países latinoamericanos y caribeños es de 21.9 % 
(figura 8): hay una diferencia de 15.0 puntos porcentuales entre los países de 
la ocde y Colombia y de 3.2 puntos porcentuales entre los países de América 
Latina y el Caribe, incluyendo a Colombia. Por tanto, independientemente de 
cuál sea el grupo de países con el que se compare, el recaudo tributario colom-
biano se encuentra por debajo. 

A pesar de este panorama, las diferencias con la ocde se han reducido. Por 
ejemplo, en 2000, la diferencia era de 17.2 puntos porcentuales; el registro de 
Colombia era 15.7 %; y el de los países de la ocde, de 32.9 %. Así, la diferencia 
entre 2000 y 2020 se ha reducido en 2.2 puntos porcentuales. No obstante, las 
diferencias con los países de América Latina y el Caribe se han incrementado. 
En 2000, la diferencia fue de 2.3 puntos porcentuales; el registro de Colombia, 
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de nuevo, era 15.7 % y el de los países de América Latina y el Caribe era de 
18.0 %. Esto implica que la diferencia entre 2000 y 2020 ha aumentado en 0.9 
puntos porcentuales, por lo que, con el paso del tiempo, los países de América 
Latina y el Caribe han aumentado su capacidad de recaudo con respecto a 
Colombia (ocde, 2021).

Figura 7. Recaudo tributario como porcentaje del pib en Colombia y América Latina y el Caribe

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de la ocde (2021).

Figura 8. Recaudo tributario como porcentaje del pib en Colombia y la ocde

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de la ocde (2021).
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Administración tributaria

Una administración tributaria eficiente es necesaria para proveer bienes públicos 
(Bird, 2010). Esta administración debería hacer cumplir las leyes tributarias, de 
manera justa e independiente; minimizar los costos asociados al cumplimiento 
de las obligaciones tributarias; hacer cumplir las leyes tributarias y desincen-
tivar su incumplimiento. Así también, usar los recursos de manera efectiva y 
eficiente, y garantizar que sus empleados cumplan con sus funciones con base 
a la integridad y la honestidad. Para lograr esto, debería tenerse un sistema 
sencillo; herramientas para establecer los montos de las obligaciones tributarias; 
empleados capacitados y motivados; sistemas de recolección de información 
de las transacciones económicas, y, finalmente, servicios de información para 
los contribuyentes.

En el caso colombiano, la administración tributaria está a cargo de la 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (Dian), entidad constituida en 
1992, tras la unión de la Dirección de Impuestos Nacionales (din) y la Dirección 
de Aduanas Nacionales (dan). La Dian cuenta con autonomía administrativa 
y presupuestal y patrimonio propio. Su estructura está constituida por las si-
guientes siete direcciones: Dirección de Gestión de Recursos y Administración, 
Dirección de Gestión Organizacional, Dirección de Gestión Jurídica, Dirección 
de Gestión de Ingresos, Dirección de Gestión de Aduanas, Dirección de Gestión 
y Fiscalización y Dirección de Gestión de Policía Fiscal y Aduanera. A su vez, 
estas direcciones se organizan en subdirecciones. En cuanto a los empleados, 
tiene 7685 de 9000 cargos asignados. De estos, 5600 son funcionarios de ca-
rrera administrativa. Esta entidad tiene un presupuesto de alrededor de 1.3 
billones de pesos.

Al pasar a las competencias de la Dian, se tiene que administra el impuesto 
de renta de personas, renta de empresas, riqueza, iva y gmf. Pero no administra 
contribuciones de seguridad social, consumo, bienes inmuebles y vehículos. 
Estas competencias son similares a las de las agencias tributarias de otros países, 
como Brasil, Argentina, México y Costa Rica. Al pasar a la autonomía de la Dian, 
se tienen que emitir conceptos y reglamentación, establecer penalidades, estable-
cer estándares de servicios, influir en los criterios de contratación de personal, 
y contratar y despedir personal. Pero no puede diseñar su estructura interna, 
asignar presupuesto, fijar los niveles de distribución de planta y negociar niveles 
salariales. En este aspecto, las competencias de esta entidad son menores a las 
de otros países, como Brasil, Argentina, México y Costa Rica.

Dos de los principales problemas son los siguientes. En primer lugar, está 
la falta de autonomía de la administración tributaria, con respecto a la incor-
poración de empleados. Mientras que el 71 % de los países de la ocde puede 
decidir sobre su número de empleados, y el 82 % sobre sus cualificaciones y 
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duración de contratos; en Colombia no se puede. Por la parte de localización 
geográfica y meritocracia, sí es posible decidir. Esto lleva a problemas como 
la incapacidad de poder promover a los mejores empleados; el desfase entre 
el empleo y los estudios y experiencia; la desmotivación; la baja rotación; la 
ausencia de procesos de formación; y la ausencia de procesos de renovación.

Por si esto fuera poco, Colombia, entre los países encuestados, es el segun-
do país con la mayor relación entre población total por empleado de tiempo 
completo de la autoridad tributaria con un registro de 9125. Otros países como 
Brasil tienen un registro de 8136, Argentina de 2462, México de 4466 y Costa 
Rica de 5070 (figura 9). Por otra parte, Colombia es el tercer país con la mayor 
relación entre población económicamente activa por empleado de la Dian de 
tiempo completo (figura 10). Asimismo, para ambos indicadores, los valores de 
Colombia son cinco veces mayores que el promedio de los países encuestados. 
Esto apunta a que la Dian necesita una mayor cantidad de empleados. Por su-
puesto, bajo reformas que aumenten la autonomía en el proceso de contratación.

Figura 9. Población total por empleado de la administración tributaria 

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de la Comisión de Expertos  
para la Equidad y la Competitividad Tributaria (2016).
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Figura 10. Población económicamente activa por empleado de la Dian 

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de la Comisión de Expertos  
para la Equidad y la Competitividad Tributaria (2016).

Una vez incorporados, los empleados deben pasar por un proceso de for-
mación continua para que adquieran las competencias técnicas y operativas 
necesarias para desempeñar sus funciones. Para que sea eficiente, deben im-
plementarse capacitaciones diferenciadas, teniendo en cuenta factores como 
la identidad, el profesionalismo, el rol en la organización y el entorno donde 
el funcionario trabaja (Tuck, 2010). Las capacitaciones a los funcionarios de 
la Dian deben mantenerlos actualizados en el uso de los sistemas de informa-
ción, los cambios en la regulación y la implementación de políticas, según las 
circunstancias específicas (Phillips y Steel, 2020). Los problemas prioritarios 
que la Dian debe abordar con estas capacitaciones son las deficiencias en la 
organización institucional, la baja eficacia en procesos de gestión tributaria y 
aduanera y la baja capacidad de la plataforma tecnológica, el gobierno de datos 
y la seguridad de la de la información (Consejo Nacional de Política Económica 
y Social —Conpes, 2020).

Por otra parte, está la desactualización de las herramientas tecnológicas 
de la administración tributaria. Esta desactualización tiene como consecuencia 
problemas de arquitectura y diseño, sincronización, obsolescencia y atraso tec-
nológico. De la misma manera, las mejoras en la capacidad de procesamiento 
y almacenamiento no han sido acompañadas de aumentos en la capacidad de 
uso. Tampoco se tiene la capacidad suficiente para almacenamiento, consultas 
y cruces. Parte de la explicación de esta desactualización se encuentra en el bajo 
presupuesto en investigación y tecnología de la Dian. Este tiene un registro de 
5.30 %, por lo que se ubica por debajo de países líderes como Singapur, cuyo 
registro es de 39.6 %; Noruega, de 27.0 %; y Austria y Finlandia, donde es de 
26.8 % (figura 11). Por otra parte, también hay un bajo presupuesto de la Dian 
como porcentaje del pib. Este registra apenas el 0.08 %, mientras que los países 
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líderes como Hungría tienen un registro de 0.42 %; Rumania, de 0.33 %; y Malta 
y Holanda de 0.32 %, como se presenta en la figura 12 (Comisión de Expertos 
para la Equidad y la Competitividad Tributaria, 2016). Los países líderes pre-
sentan recaudos significativamente mayores que el colombiano.

Figura 11. Presupuesto en investigación y tecnología por parte de la Dian 

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de la Comisión de Expertos  
para la Equidad y la Competitividad Tributaria (2016).

Figura 12. Presupuesto de la Dian como porcentaje del pib 

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de la Comisión de Expertos  
para la Equidad y la Competitividad Tributaria (2016).

¿Hay más áreas de reforma? En los países en vías de desarrollo existen fuer-
tes incentivos (bajos salarios, poca auditoría y ausencia de registros electrónicos, 
entre otros), para que haya colusión entre los cobradores y los pagadores de 
impuestos. En un ensayo de Khan y colaboradores (2016), del tipo controlado 
aleatorio (eca), con 482 unidades, en Pakistán, se buscó la mejor forma de 
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recaudar un impuesto de renta rural, a partir de incentivos a los cobradores de 
impuestos. En este eca se hicieron cuatro grupos: (1) uno al que se pagaba, en 
promedio, 30.0 % de lo que recaudara por encima de un umbral establecido 
con anterioridad; (2) un grupo con el mismo incentivo, pero el que recibía una 
bonificación adicional por satisfacción de los pagadores de impuestos; (3) un 
grupo más era recompensado por cumplir con buenos estándares de desempe-
ño global, establecidos por la autoridad tributaria; y (4) un grupo de control.

En comparación con el grupo de control, los efectos estimados en el au-
mento del recaudo fueron del 17.0 % para el primer grupo; de 9.5 % para el 
segundo grupo; y de 4.2 % para el tercero. Este último efecto no es significativo 
en términos estadísticos. Otras conclusiones a las que se llega son las siguientes. 

	→ Por una parte, no hay una disminución significativa en la percepción 
negativa que tienen los pagadores de impuestos sobre la autoridad tri-
butaria en el corto plazo. Esta conclusión tiene implicaciones positivas 
de economía política: el efecto adverso para los hacedores de política 
de implementar mecanismos que aumenten el recaudo es pequeño.

	→ Por otra parte, pertenecer a los grupos de tratamiento incrementa la 
disposición de los pagadores de impuestos a pagar un soborno. No 
obstante, este efecto se puede atenuar por medio del aumento de las 
reevaluaciones catastrales, de manera que sea más costoso lograr un 
soborno y los pagadores de impuestos opten por un equilibrio de im-
puestos altos y sobornos bajos (Khan et al., 2016).

Horizonte de las reformas

Mantener una estructura tributaria a través del tiempo es una condición nece-
saria para el crecimiento económico en el largo plazo, por lo menos por tres 
razones. La primera es que no altera los incentivos económicos y, por tanto, 
tampoco altera las decisiones entre consumo y ahorro. Si se modifica la estruc-
tura tributaria, se modifican los costos tanto de ajuste como de transacción. 
Asimismo, algunos cambios en la estructura tributaria pueden desincentivar 
el ahorro. La segunda razón es que los cambios en las reglas de juego pueden 
generar incertidumbre, por lo que la planeación y la ejecución va a hacerse 
cada vez más difícil para los agentes económicos. La tercera es que el aumento 
de reglas de juego puede hacer que la aplicación, la documentación y el cum-
plimiento se vuelvan cada vez más complejos. A pesar de esto, los resultados 
dependerán de qué dirección toman los cambios. Si se llevan a cabo reformas 
que estimulen el ahorro sin generar incertidumbre, simplifiquen las reglas de 
juego y se mantengan a través del tiempo, el resultado puede ser positivo.
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No obstante, este no parece que sea el caso colombiano: el país hizo once 
reformas tributarias entre 1990 y 2013. Estas reformas anteceden o coinciden 
con los años en los que el déficit ha alcanzado su punto más alto, como en 1999, 
2002 y 2009. De igual manera, las reformas se dan cuando aumenta el gasto 
público, sin que a la par aumentara el recaudo, como en 1992 y 1995. También 
se dan cuando caiga el recaudo sin que a la par cayera el gasto público, como 
en 2000, 2009 y 2010. La consecuencia de la inestabilidad tributaria, variable 
medida como los cambios de mayor impacto en el estatuto tributario, ha sido 
una caída de 0.5 puntos porcentuales en el crecimiento económico, hasta seis 
periodos después de cada reforma. A partir de esto, la recomendación de política 
es dejar de hacer reformas tributarias circunstanciales y hacer una reforma que 
ponga en orden las finanzas públicas del país y que, al mismo tiempo, cumpla 
con los objetivos de eficiencia, equidad y simplicidad (Filippini y Zuleta, 2016).

Tributación a lo largo del siglo xx

¿Cuáles son los hechos más importantes de la tributación en el siglo pasado? En 
las primeras cuatro décadas del siglo xx, el recaudo recaía, en mayor medida, en 
impuestos indirectos y, en menor medida, en impuestos directos. Esto se debió, 
principalmente, a que el impuesto a la renta se estableció hasta la década 1920. 
En las siguientes cuatro décadas, el recaudo recaía, en algunos periodos, en 
mayor medida en impuestos directos y, en otros periodos, en impuestos directos. 

En las últimas dos décadas del siglo xx, el recaudo recayó de nuevo, en 
mayor medida, en impuestos indirectos y, en menor medida, en impuestos 
directos. Los impuestos indirectos pasaron de 4,0 a 8,2 % del pib, y los directos 
de 0.0 a 5.8 %. La participación fue de 57 % en impuestos indirectos y de 43 % 
en impuestos directos. Esto se debe, principalmente, a que el impuesto a las 
ventas y el iva se estableció a mediados de la década de 1970. Por otra parte, en 
las primeras cuatro décadas del siglo xx, predominaron los impuestos externos 
sobre los internos. Esta es la estructura fiscal que se encuentra sistemáticamen-
te en los países pobres (Easterly y Rebelo, 1994). En adelante, los impuestos 
externos se han mantenido en alrededor del 1-3 % del pib, mientras que los 
impuestos internos van en aumento desde el 3 hasta el 11 % del pib (figura 13).

En consecuencia, el recaudo pasó de niveles cercanos al 4.0 % del pib hasta 
alcanzar el 14.1 % del pib (figura 14). Los impuestos de nivel local perdieron 
participación frente a los impuestos nacionales a lo largo del siglo xx, lo que se 
explica por la naturaleza de los impuestos asignados a los departamentos y los 
municipios, la organización del Estado y las pocas funciones directas asignadas 
a los departamentos y los municipios. Por último, la característica principal de 
las 32 reformas tributarias en el siglo xx es que se deben a caídas en el recaudo, 
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causados por choques externos. Esto es consistente con las secciones de impues-
tos directos e indirectos, impuestos a nivel local y horizonte de las reformas; y 
muestra también que varios problemas del sistema tributario han persistido en 
el tiempo (Junguito y Rincón, 2004).

Figura 13. Impuestos directos e impuestos indirectos del Gobierno

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de Junguito y Rincón (2004).

Figura 14. Recaudo del Gobierno 

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de Junguito y Rincón (2004).
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Migración y gastos e ingresos

Al estudiar la migración, lo usual es ver qué efectos tiene sobre el mercado 
laboral. Por supuesto, este es un tema importante. Pero la migración no solo 
tiene efectos sobre el mercado laboral. También tiene efectos fiscales, debido 
a que aumentan los gastos del Estado (por ejemplo, al aumentar los gastos en 
servicios públicos). Así pues, la migración puede empeorar las finanzas públicas 
y aumentar los ingresos del Estado (por ejemplo, al aumentar los ingresos por 
renta e iva), de manera que puede mejorar las finanzas públicas. Estos efectos, 
a su vez, dependen de si se ven a corto, mediano o largo plazo y de la situación 
legal de los migrantes —tanto para recibir servicios por parte de los Estados 
como para pagar ciertos impuestos—. A corto plazo, suelen predominar los 
costos y, a mediano y largo plazo, los beneficios. De manera que, al hablar de 
esto, debería buscarse cuál es el efecto neto en el tiempo. En el caso concreto 
de la migración venezolana a Colombia, ¿cuál es ese efecto?

Por el lado de los gastos, las estimaciones dependen de qué rubros hagan 
parte de los cálculos. Al incluir la atención a primera infancia, la educación pre-
escolar, básica y media, los servicios complementarios en educación, la educa-
ción superior, el acceso y los servicios complementarios de salud, los programas 
sociales, la gestión, asistencia y ayuda humanitaria, y el acceso a vivienda, se 
estimaba un costo de 0.19-0.42 % del pib, a finales de 2018. En comparación, 
al incluir el costo de afiliación al régimen subsidiado y el costo de urgencias, 
por parte de salud; y el costo de matrícula y de servicios complementarios de 
educación, por parte de educación; se estimaba un costo de 0.19-0.26 % del 
pib en 2020; de 0.19-0.34 % del pib en 2021; y de 0.20-0.42 % del pib en 2022. 
Hasta acá parece que empeorarán las finanzas públicas. No obstante, al mirar el 
efecto neto a 2030, se espera que los ingresos del Estado (11.5 billones de pesos) 
sean mayores que los costos (6.0 billones). Entonces, debido a la migración,  
se espera que mejoren las finanzas públicas (Reina et al., 2018; Melo-Becerra  
et al., 2020; Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 2021).
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Introducción

El mercado laboral ha sido tema de discusión de diferentes teóricos a lo 
largo de la historia de la economía. Por ejemplo, la Escuela de Lausana, 
fundada por Walras en 1874, continuada por Edgeworth y Pareto y co-

múnmente conocida como “escuela del equilibrio general”, daba por sentada 
la existencia de cuatro mercados: el de productos; los de factores productivos; 
capital y trabajo; y el monetario. La característica de esta escuela, junto con sus 
adherentes, es su alto grado de formalización matemática.

La Escuela inglesa (o Escuela de Cambridge), fundada por Jevons en 1871 y 
continuada por Edgeworth, Marshall y Pigou, consideraba a Say su precursor. 
Con ella surgen los defensores del “equilibrio parcial”, que proponía la existencia 
de un mercado de trabajo constante. A su vez, la Escuela austriaca, fundada por 
Menger en 1872 y desarrollada por Wieser y von Baje, puso el acento en aspectos 
subjetivos. Es la más afín al liberalismo económico y, en ese sentido, el mercado 
era el mecanismo que, por excelencia, distribuía de mejor manera la fuerza de 
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trabajo dentro de la economía. Menger, Walras y Jevons captaron una misma 
idea que ocupa un lugar central en esta teoría: la noción de utilidad marginal.

La Escuela de Viena planteó que el valor no es una cualidad objetiva de las 
cosas, sino una apreciación basada en el grado de satisfacción proporcionado a 
cada persona. El precio o valor de un bien en el mercado es el resultado de una 
confrontación acerca de dicha apreciación entre vendedores y compradores. Por 
construcción, esta teoría aísla el comportamiento humano en su dimensión eco-
nómica de toda consideración de tipo moral, para afirmar que las motivaciones 
humanas en la toma de decisiones económicas se relacionan con una naturaleza 
hedonista y utilitarista, propias de un ser racional. De acuerdo con Neffa (2007, 
p. 41), “por consiguiente, siempre los seres humanos participarían en la vida 
económica con el firme propósito de maximizar su bienestar”.

En la teoría de Keynes, el empleo fluctúa porque fluctúa la inversión. El 
desempleo se origina, principalmente, por una insuficiencia de inversión. En 
cambio, los neoclásicos buscan demostrar por qué el sistema económico capita-
lista puede alcanzar el equilibrio macroeconómico en posiciones donde no hay 
plena utilización de la mano de obra ni de los recursos productivos. La teoría 
clásica supondría que, en el sistema económico, debido al juego de las leyes de 
la oferta y la demanda, existe una tendencia hacia el pleno empleo, supuesto 
cuestionado por Keynes.

En primer lugar, observando la conducta de los obreros, este economista 
sugiere que lo que los obreros reclamaban era un mínimo de salario nominal y 
no de salario real, ya que si bien los trabajadores se oponían a una reducción 
del salario real provocada por una baja del salario nominal, no reaccionaban 
de la misma manera cuando ese deterioro era provocado por el aumento de 
los precios de los bienes de la canasta familiar. La segunda objeción cuestiona 
la idea de que los salarios reales de los trabajadores son determinados por los 
contratos que estos celebran con los empresarios, de manera que los trabajadores 
tienen siempre la posibilidad de hacer coincidir su salario real con la desutilidad 
marginal del trabajo. Neffa y Pérez (2006) niegan la existencia de un “mercado 
laboral”, afirmando que son las expectativas de los empresarios las que generan 
la demanda de empleados, la negociación del volumen y los pagos de salarios, 
junto con su subsiguiente ajuste.

En general, las teorías dominantes han tratado de abordar situaciones hi-
potéticas en las que pueden existir múltiples casos, que van desde lo que ellos 
entienden como lo ideal —muchos oferentes y muchos demandantes, en el que 
ambos son salario-aceptantes—, hasta casos con pocos empleadores, es decir, 
monopsonios, o una oferta reducida de trabajadores, generalmente regulada 
por un sindicato —es decir, monopolios—; y han revisado sus implicaciones 
sobre el mercado, en términos de salarios y de cantidad contratada.
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El recuento toma al trabajo como una mercancía, sin mayor diferenciación. 
Por esto, la perspectiva de eficiencia prima en la literatura. No obstante, tal 
como explicaba Marx en 1867, el trabajo es una mercancía que, a diferencia 
de las otras, permite generar procesos de transformación que generan valor. 
Además, su remuneración permite el sostenimiento y reproducción de los ho-
gares, los cuales, a su vez, mantienen en funcionamiento los demás mercados, 
a través del consumo. Si entendemos al trabajo como la ocupación diaria a la 
que el hombre está condenado por necesidad y a la que debe, al mismo tiempo 
su salud, subsistencia, serenidad, sentido común y quizá su virtud, entonces, 
podremos analizarlo desde nuevas aristas, particularmente, para el presente 
capítulo sobre equidad laboral.

De modo que, antes de adentrarnos en el análisis, es necesario definir los 
términos que se usan a lo largo del texto, tales como equidad y equidad laboral. Se 
define equidad de la misma forma como ha sido definida a lo largo de este libro, 
es decir, la situación en la que hay un trato igualitario para todo par de individuos, 
idénticos en todos los aspectos relevantes (Duclos, 2006). Para evaluar contextos 
de equidad o inequidad, se usan la justicia, la imparcialidad y la igualdad como 
elementos que permiten la clasificación (Esquivel y Arellano, 2015).

Teniendo presentes dichos criterios, entonces cabe preguntarse qué es la 
equidad laboral. Esta se define, pues, como la situación en la que, para todo 
par de individuos idénticos en todos los aspectos relevantes1, no hay discri-
minación en cuanto al acceso a las oportunidades, tampoco en relación con el 
trato, manteniendo la paridad, la proporcionalidad y la prioridad. Sobre esto, 
Esquivel y Arellano (2015, p. 585) explican que

los demandantes son tratados igual, debido a que efectivamente son iguales o 

que no hay forma de distinguir entre ellos. El principio de proporcionalidad 

reconoce diferencias entre demandantes y, por tanto, obliga a que el bien se 

divida en proporción a esas desigualdades. Finalmente, de acuerdo con el 

principio de prioridad, la persona con la mayor demanda obtiene el bien. 

Queda claro que, a partir de esta simple relación conceptual, los efectos reales 

en términos redistributivos pueden ser sumamente diferentes según el prin-

cipio que se defienda.

Habiendo ya definido los conceptos con los cuales se aborda el asun-
to, el capítulo se divide en tres partes. La primera parte expone el contexto  
del mercado laboral y empresarial colombiano, a fin de mostrar la evolución del 

1	 Los aspectos relevantes son los relacionados con las capacidades del individuo para 
ejecutar apropiadamente un empleo, por ejemplo, años de experiencia laboral, años de 
educación, personalidad y contexto social. El género, la raza, el origen étnico y el lugar 
de procedencia no son tomados como características relevantes para diferenciar un 
trabajador de otro, en términos de competitividad, en relación con esto.
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desempleo, la brecha salarial por género y edad, la empleabilidad por tamaño de 
empresa y sector. La segunda parte aterriza las cifras, analizando las dinámicas 
del mercado laboral y empresarial que generan inequidades, ahondando en 
cada una. La tercera, revisa qué ha hecho el Gobierno colombiano, en términos 
de políticas públicas, para promover la equidad en estos campos y evalúa las 
recomendaciones de expertos a nivel internacional que permitirían solucionar 
ciertos problemas.

Caracterización del mercado laboral colombiano 

En esta sección se presenta un panorama de los tópicos más relevantes del mer-
cado laboral en la actualidad. Se comienza dando una descripción en relación 
con la demografía colombiana: según el Censo Nacional de Población y Vivienda 
del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (Dane, 2018), el país 
cuenta con 48 millones de habitantes, de los cuales 20.7 millones hacen parte 
de la población económicamente activa2, esto es, el 43.7 % de la población total 
(figura 15). De este total, las mujeres representan el 51.2 %, y se distribuye en 
los grupos etarios que se muestran en la figura 16.

Figura 15. Estructura de la población colombiana, 2018

Fuente: Dane (2018).

2	 Conformada por las personas en edad de trabajar que ejercen o buscan ejercer una 
ocupación remunerada en la producción de bienes y servicios. Asimismo, la integran 
los ayudantes familiares que trabajan sin remuneración en una empresa familiar por lo 
menos quince horas semanales. Esta población se divide en ocupados y desocupados 
(Dane, 2018).
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Figura 16. Grupos etarios de la población colombiana, 2018

Fuente: Dane (2018).

Como se observa en las figuras 16-17, la distribución es casi idéntica para 
ambos géneros. Esto implica que hay un mayor número de mujeres en cada 
grupo etario. De otra parte, ha habido un cambio en la composición de la po-
blación en 2005-2018: la parte gruesa de la pirámide poblacional ha comenzado 
a transitar desde su base hacia la mitad. Esto quiere decir que la población ha 
envejecido, de modo que el grueso de la población pasó de ser la de 0-14 años 
en 2005 a concentrarse en el grupo de 14-28 años para ambos sexos en 2018. 
Además, el de 20-24 años es el grupo etario con mayor número de individuos, 
mientras que el grupo con menor densidad poblacional es el que está por encima 
de los 65 años, seguido por el grupo de 0-14 años. 

Lo anterior da indicios de que el país está atravesando su bono demo-
gráfico3. Esto es relevante debido a que, según la Comisión Económica para 
América Latina y el Caribe (Cepal, 2013), dicho bono tiene efectos positivos 
sobre la economía, si las condiciones del mercado laboral son las apropiadas 
(alta formalidad laboral y bajo desempleo, sobre todo juvenil). Ya conociendo 
en primera medida la distribución de la población, se analiza ahora la oferta 
laboral, desde una perspectiva amplia, a partir de los indicadores del mercado 
laboral (figura 17)4.

3	 De acuerdo con la Cepal (2013), “el bono demográfico hace referencia a una fase en la 
que el balance entre las edades de una determinada población genera una oportunidad 
para el desarrollo. Ocurre cuando cambia favorablemente la relación de dependencia 
entre la población en edad productiva (jóvenes y adultos) y aquella en edad dependien-
te (niños y personas mayores), con un mayor peso relativo de la primera en relación con 
la segunda”.

4	 El desempleo se define como la situación del grupo de personas en edad de trabajar 
que, en la actualidad, no tienen empleo aun cuando se encuentran disponibles para 
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Figura 17. Comparativo mercado laboral, 2000-2021 

Fuente: elaboración propia a partir de datos del Dane (2021).

En primer lugar, la tasa de ocupación5 y la tasa global participación6 presen-
tan cuatro microtendencias en los veinte años analizados. La primera engloba al 
periodo 2000-2004, caracterizado por una tendencia creciente, justificada por 
la recuperación económica, después de la crisis de 1999. La segunda, de 2004 
a 2008, es de tendencia decreciente, que respondió a la crisis subprime7 y otros 
fenómenos relacionados con el precio del petróleo. La tercera corresponde a 
una recuperación en el periodo 2008-2015, que es causa de un alza en el precio 
del barril de petróleo y mejores condiciones en la dinámica productiva del país. 

trabajar (no tienen limitaciones físicas o mentales para ello y han buscado trabajo 
durante un periodo determinado. Este se compone por: (a) desempleo abierto: 1. Sin 
empleo en la semana de referencia. 2. Hicieron diligencias en el último mes. 3. Disponi-
bilidad; (b) desempleo oculto: 1. Sin empleo en la semana de referencia. 2. No hicieron 
diligencias en el último mes, pero sí en los últimos 12 meses y tienen una razón válida 
de desaliento; y (c) Disponibilidad. Desempleo: razones válidas: no hay trabajo disponi-
ble en la ciudad. Está esperando que lo llamen. No sabe cómo buscar trabajo. Está can-
sado de buscar trabajo. No encuentra trabajo apropiado en su oficio o profesión. Está 
esperando la temporada alta. Carece de la experiencia necesaria. No tiene recursos 
para instalar un negocio. Los empleadores lo consideran muy joven, o bien muy viejo.

5	 Según el Dane, la tasa de ocupación engloba el porcentaje de personas que durante el 
periodo de referencia se encontraban en una de las siguientes situaciones: (1) trabajó 
por lo menos una hora remunerada en la semana de referencia, (2) los que no trabaja-
ron la semana de referencia, pero tenían un trabajo y (3) trabajadores sin remuneración 
que trabajaron en la semana de referencia por lo menos una hora.

6	 La tasa global de participación es la relación porcentual entre la población económica-
mente activa y la población en edad de trabajar. Este indicador refleja la presión de la 
población en edad de trabajar sobre el mercado laboral.

7	 Se denomina crisis subprime a la crisis financiera global que detonó en Estados Unidos 
en 2008 y que rápidamente se extendió al resto de las economías. Se conoce así 
debido a que fue producto del elevado riesgo crediticio dentro del sistema. La mayoría 
de los subyacentes hipotecarios presentaban un riesgo muy alto, pero, aun así, seguían 
siendo utilizados como base para otros derivados.
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Finalmente, hay un periodo de fuertes contracciones (2015-2020), justificado 
principalmente por la caída del precio del crudo debido a la entrada de Irán 
a la Organización de Países Exportadores de Petróleo (Opep), la pandemia de 
covid-19, las múltiples reformas tributarias y la inestabilidad política.

En términos generales, la tendencia global es creciente. Esto implica dos 
cosas: en primer lugar, que cada vez más personas se están incorporando al 
mercado laboral (bien sea que hayan conseguido un empleo o que están bus-
cándolo), esto implica que la cantidad de personas que ni estudian ni trabajan 
(ninis) ha estado cayendo progresivamente. Lo anterior se justifica por la mi-
gración y el aumento del número de jóvenes en el mercado. Lo segundo que 
puede inferirse es que cada vez más personas están consiguiendo un empleo 
(no necesariamente formal).

Si observamos ahora la tasa de desempleo y la tasa de subempleo sub-
jetivo8, vemos que, en el agregado, ambas tienen una tendencia decreciente. 
Esto significa que se espera que para los próximos años la población cuente 
con menor insatisfacción laboral, por lo menos, en lo relacionado con el sala-
rio y posicionamiento profesional. Adicionalmente, podemos establecer una 
relación causal entre ambas líneas, en general se dice que, a mayores tasas de 
desempleo, se espera que haya menor inconformidad con el trabajo. Esto se 
explica, principalmente, por la noción de escasez relativa, expuesta por Clark 
y Oswald (1996), en el que el modelo de ingresos relativos explica que, los 
trabajadores se preocupan directamente por el salario relativo, por lo que, si 
el salario relativo es bajo, dada la caída de los salarios de reserva. Entonces, la 
insatisfacción laboral caerá.

Ya se conoce qué ha pasado en términos agregados con la oferta laboral, 
esto es, que se espera que el empleo y la satisfacción laboral aumenten, veamos, 
entonces, en términos sectoriales qué ha pasado con la demanda de mano de 
obra (figura 18).

8	 Según el Dane, se refiere al simple deseo manifestado por el trabajador de mejorar sus 
ingresos, el número de horas trabajadas o tener una labor más propia de sus competencias.
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Figura 18. Demanda de mano de obra por sectores, 1991-20179

Fuente: elaboración propia a partir de datos del Dane (2021).

A partir de la figura anterior, pueden hacerse las siguientes afirmaciones: 
en primer lugar, los sectores que más mano de obra han demandado históri-
camente son aquellos que son menores en intensidad de mano de obra, lo que 
genera a su vez menor valor agregado para la economía, dado que son los que 
requieren de menos etapas de elaboración para llegar a su cliente final. De una 
parte, se encuentra el sector servicios (cuya tendencia es creciente y engloba 
alrededor del 34 % de la mano de obra, en promedio). De otra parte, está el 
sector comercio, el cual basa generalmente su modelo en intermediación, de 
modo que no genera valor.

En segundo lugar, se ve que los sectores más intensivos en mano de obra, 
industria y agricultura son los sectores que menor mano de obra están deman-
dando actualmente, e históricamente han venido cayendo. Para el caso particular 
de agricultura, a partir de 1999 (momento de apertura comercial) consolidó su 
tendencia decreciente, mientras que el sector industria siempre ha tenido menor 
demanda de mano de obra (justificado en el modelo extractivista del país) y 
su tendencia predice que, en los próximos años, dicha participación seguirá 
cayendo. Esto es negativo para el empleo, toda vez que, si estas industrias tu-
vieran mayor peso en la economía, la variable empleo se vería más favorecida 
que si uno de los otros sectores creciera.

Se revisa, entonces, cuál es la dinámica existente en el mercado laboral 
con respecto a cada una de estas dimensiones, a modo de contextualización. 
Puntualmente nos centramos en la tasa de desempleo, debido a su relevancia 
en la realidad económica del país y las implicaciones asociadas a ella. Si se 

9	 Servicios incluye las ramas de transporte, almacenamiento y comunicaciones; interme-
diación financiera; actividades inmobiliarias y servicios, comunales, sociales y persona-
les (Dane, 2021).
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parte de un análisis de las condiciones para distintos grupos poblacionales, 
tiene sentido empezar por la diferenciación por género. Para ello la figura 2010 
es ilustrativa. Allí se evidencia una clara dinámica de la brecha de desempleo 
entre la población masculina y la femenina.

A lo largo de las últimas dos décadas, la brecha ha sido persistentemente 
positiva durante todos los periodos. Cabe señalar también que es una brecha 
importante, en la medida en que la tasa de desempleo para las mujeres es, en 
promedio, cercana al 170 %11 de la tasa de desempleo de los hombres. También 
sorprende que la tasa de desempleo de las mujeres nunca ha estado por debajo 
del 10.4 %, mientras que la tasa de desempleo masculina ha estado situada por 
largos periodos por debajo de los dos dígitos. En promedio la brecha de des-
empleo se sitúa en un 6.1 % y en los últimos años no presenta indicios de algún 
tipo de reducción importante, lo que podría señalar algún tipo de problema 
estructural del mercado laboral (figura 19).

Figura 19. Brecha de desempleo por género

Fuente: elaboración propia a partir de datos del Ministerio de Trabajo (2022).

Ahora bien, la diferencia en el sexo no solo condiciona la posibilidad 
de empleabilidad, sino que exhibe ciertos patrones existentes en la dinámica 
sectorial del mercado laboral. Para ello, la figura 20 es ilustrativa: presenta la 
distribución de la mano de población empleada entre las catorce ramas de 
actividad económica, reconocidas dentro de las cuentas nacionales. Se hace 
evidente, entonces, que existe cierta concentración de la mano de obra en 

10	 La brecha a la que se hace referencia es calculada a partir de la diferencia entre la tasa 
de desempleo (total nacional) entre la población femenina y masculina. Esto quiere 
decir que una brecha positiva implica un mayor nivel de desempleo en las mujeres, en 
comparación con la población masculina (y análogamente para un resultado de brecha 
negativo, el cual implicaría que el desempleo masculino es superior al femenino).

11	 Cuando se compara el promedio de la brecha en la tasa de desempleo (6.1 %) contra el 
promedio de la tasa de desempleo de los hombres (9.1 %) el cociente resulta en 68.5 %.
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distintos sectores, dependiendo del género de la persona. Destaca, sobre todo, 
que la mano de obra masculina se concentra en labores físicamente intensivas, 
como las actividades agrícolas, la industria manufacturera y la construcción.

En el caso de las mujeres, estas actividades se establecen más en un segundo 
plano, dejando de principales actividades el comercio, la administración pública 
y defensa, educación y atención de la salud humana y las actividades artísticas, 
de entretenimiento y recreación. Adicionalmente, también puede apreciarse 
que, desde 2015, estas ramas principales de actividad se han mantenido en su 
mayor medida constantes (figura 21).

Figura 20. Distribución de la población masculina ocupada por rama de actividad

Fuente: elaboración propia con base en el informe mensual de mercado laboral del Dane (2021).

Figura 21. Distribución de la población femenina ocupada por rama de actividad

Fuente: elaboración propia a partir de datos del Dane (2021).
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Por la misma línea, las tablas 19-20 muestran la misma información, pero 
de forma comparable entre sectores a través de la media. Es de destacar que, en 
principio, tanto para mujeres como para hombres, las tres ramas de actividad 
principales concentran cerca de un 50 %, de la mano de obra en promedio 
(50.7 % hombres y 53 % mujeres).

Como se mencionó, para el caso de los hombres, las ramas de actividad 
principales corresponden a actividades que implican, tradicionalmente, mayor 
esfuerzo físico (agricultura, manufactura y construcción), mientras que no es 
el caso para las mujeres. Ahora puede verse que, de hecho, estas mismas solo 
concentran cerca de un 20 % de la fuerza laboral femenina, mientras que, para 
el caso de los hombres, concentran cerca del 45 % de la fuerza laboral. Estas 
actividades también son, en gran medida, aquellas con mayor demanda de mano 
de obra, de modo que este sesgo en la distribución de la mano de obra podría 
estar relacionado con la brecha en la tasa de desempleo expuesta.

                           Tabla 19. Distribución de la población masculina por rama de actividad

Rama de actividad
Participaciones  

(porcentaje promedio), 
2015-2022

Agricultura, ganadería, caza, silvicultura y pesca 22.5

Comercio y reparación de vehículos 17.2

Industrias manufactureras 11.1

Construcción 11.1

Transporte y almacenamiento 10.8

Administración pública y defensa, educación y 
atención de la salud humana

7.3

Actividades profesionales, científicas, técnicas y 
servicios administrativos

4.9

Actividades artísticas, entretenimiento, 
recreación y otras actividades de servicios

4.8

Alojamiento y servicios de comida 3.9

Información y comunicaciones 1.5

Actividades inmobiliarias 1.4

Explotación de minas y canteras 1.4

Suministro de electricidad gas, agua y gestión 
de desechos

1.2

Actividades financieras y de seguros 1.1

No informa 0.0

                                                                  Fuente: elaboración propia a partir de datos del Dane (2021).
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                                 Tabla 20. Distribución de la población femenina por rama de actividad

Rama de actividad Participaciones promedio 
(2015-2022)

Comercio y reparación de vehículos 21.4

Administración pública y defensa, educación y 
atención de la salud humana

17.2

Actividades artísticas, entretenimiento, 
recreación y otras actividades de servicios

14.4

Alojamiento y servicios de comida 11.8

Industrias manufactureras 11.6

Actividades profesionales, científicas, técnicas y 
servicios administrativos

8.7

Agricultura, ganadería, caza, silvicultura y pesca 6.9

Actividades financieras y de seguros 2.0

Información y comunicaciones 1.7

Transporte y almacenamiento 1.4

Construcción 1.0

Actividades inmobiliarias 0.9

Suministro de electricidad gas, agua y gestión  
de desechos

0.6

Explotación de minas y canteras 0.4

No informa 0.0

                                                                       Fuente: elaboración propia a partir de datos del Dane (2021).

Otra dimensión en la que puede ser diferenciada la población, sin dejar 
de lado la característica del sexo, es la edad. La figura 22 ilustra la dinámica de 
desempleo juvenil —la población juvenil es definida por el Dane como aquella 
entre los 15 y 28 años (total, hombres y mujeres), comparado con el desem-
pleo del total nacional. De entrada, se aprecia que este es sustancialmente más 
elevado que el desempleo de la población general, así como que la brecha de 
género existente en el desempleo del total nacional se mantiene. En términos 
de la media, puede decirse que el desempleo juvenil para el periodo 2021-2022 
fue, en promedio, 1.6 veces mayor que el desempleo de la población general, 
con un promedio de 8.6 puntos porcentuales.
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Figura 22. Tasa de desempleo juvenil: total y por sexo frente al total nacional 

Fuente: elaboración propia a partir de datos del Dane (2021).

En cuanto a la brecha de género, en el caso del desempleo juvenil, esta 
mayor que la de la población general. En promedio se situó, para este periodo, 
en 9.9 %. Entretanto, la brecha juvenil masculina tuvo un promedio de 17.9 % 
y la femenina 27.8 %. De modo que, en términos de los grupos poblacionales 
mencionados, las mujeres jóvenes son quienes cuentan con la mayor tasa de 
desempleo.

La siguiente dimensión que se analiza es la pertenencia a la comunidad  
lgbtiq+ (figura 23). Las estadísticas para este segmento son relativamente recien-
tes, de modo que solo hay información desde 2021. Si bien es una proporción 
menor de la población total, al punto que las tasas de desempleo entre la pobla-
ción no lgbtiq+ y la población total es prácticamente la misma, es igualmente 
importante considerar su situación, de cara al mercado laboral.

Lo primero a destacar es que, efectivamente, existe una brecha positiva 
importante entre la población perteneciente a la comunidad lgbtiq+ y aquellos 
que no se adscriben a ella. La brecha es, en promedio, de 3.1 puntos porcen-
tuales. En otras palabras, para el periodo considerado, la tasa de desempleo 
lgbtiq+ es cercana al 25 %12, más alta que la tasa de desempleo que no tiene este 
carácter. Más aún, se ve que, si bien, el desempleo de la población no lgbtiq+ 
viene presentando una disminución persistente desde 2021, este no es el caso 
para la tasa de desempleo lgbtiq+. La tasa de desempleo para esta población 
también muestra una tendencia decreciente para este periodo. Sin embargo, 
la disminución es menos pronunciada y no ha sido persistente en el tiempo.

12	 Teniendo en cuenta que el promedio de las tasas de desempleo lgbtiq+ y no lgbtiq+ es, 
respectivamente, 16.3 y 13.2 % en el periodo enero de 2021 a abril de 2022.
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Figura 23. Tasa de desempleo población lgbtq+ vs no lgbtq+

Fuente: elaboración propia a partir de datos del Dane (2021).

El último ámbito que se considera es el geográfico. Siguiendo la segmen-
tación en cuatro regiones del Dane13, la figura 24 muestra la comparación entre 
la tasa de desempleo regional, junto con la tasa de desempleo total nacional, 
desde enero del 2001. Puede verse que existen, efectivamente, brechas regiona-
les de importancia. Sin embargo, la tendencia general es bastante similar entre 
las distintas regiones, particularmente en escenarios de crisis que han afectado 
todos los mercados, en general, como fue la crisis del covid-19.

En cuanto a las brechas regionales, se destaca que, a lo largo del tiempo, no 
existe una constante en cuanto a su relación con la tasa de desempleo nacional.

A simple vista, si bien se identifican periodos donde una región tuvo una 
tasa de desempleo mayor o menor que las demás, este estado no se mantiene por 
todo el periodo. Esto evidencia que no existe, como tal un patrón determinado 
en la manera como las tasas de desempleo de las distintas regiones se relacionan. 
Este hecho queda en mayor evidencia en la figura 25, donde, adicionalmente, 
se aprecia que, a lo largo del tiempo, hay periodos donde estas tasas divergen, 
pero otros donde tienden a converger (por ejemplo, el segundo semestre de 
2006 y el primer semestre 2017).

13	 El Dane considera cuatro regiones, más Bogotá, dentro de las estadísticas del mercado 
laboral. Estas cuatro regiones están determinadas a partir de ciertos departamentos, 
de la siguiente manera: (1) región Caribe (Atlántico, Bolívar, Cesar, Córdoba, Sucre, 
Magdalena y Guajira), (2) región oriental (Norte de Santander, Santander, Boyacá, Cun-
dinamarca y Meta), (3) región central (Caldas, Risaralda, Quindío, Tolima, Huila, Caquetá 
y Antioquia) y (4) región pacífica (Chocó, Cauca, Nariño y Valle).
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Figura 24. Tasa de desempleo semestral por regiones

Fuente: elaboración propia a partir de datos del Dane (2021).

Figura 25. Brechas de desempleo regionales frente al total nacional (semestral)  

Fuente: elaboración a partir de datos del Dane (2021).

Aun así, para lograr una mejor comparación transversal entre regiones, 
podemos basarnos en el promedio histórico de la brecha de desempleo respec-
tiva. De mayor a menor, se ubican de la siguiente forma: región central (1.0 %), 
región Pacífica (0.6 %), Bogotá D. C. (0.5 %), región oriental (-0.6 %) y región 
Caribe (-1.7 %). De estos datos, puede concluirse que, históricamente, la región 
Caribe ha presentado la menor tasa de desempleo promedio, con un margen 
importante, mientras que la región central se ubica como la del promedio 
histórico más elevado.
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¿Hay equidad en el mercado laboral?

De momento, por las cifras exhibidas es posible hacernos una idea del colom-
biano promedio: es una mujer de Bogotá, joven —entre los 14 y 28 años—, más 
específicamente rondando los 25 años. Cárdenas (2020) termina esta caracte-
rización afirmando que esta mujer tiende a tener dos hijos; sabe leer y escribir; 
pero probablemente solo completó la primaria. Además, es probable que no 
sea cabeza de hogar, teniendo presente que cuatro de cada diez (4/10) hogares 
tiende a tener cabeza de hogar femenina; probablemente está desempleada, o 
bien hace parte de la fuerza laboral informal (Dane, 2020).

De acuerdo con la figura 26, el país concentra históricamente casi la mitad 
de su fuerza laboral en la informalidad14. Esta, si bien ha tenido una caída a lo 
largo de los últimos años, al pasar el punto del 50 %, sigue siendo alta, en com-
paración con la región (26 % Chile y 41% Brasil). Pero, si se compara con los 
miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(ocde), la comparación es alarmante, pues el segundo país con mayor informali-
dad del grupo (México, con 31.1 %) tiene una diferencia con Colombia de 21 %.

Figura 26. Informalidad en Colombia

Fuente: elaboración propia a partir de datos del Dane (2021).

En términos generales, es claro que el mercado laboral colombiano es 
informal, concentrado en actividades de baja intensidad de mano de obra; con 

14	 Según la oit, la informalidad laboral incluye todo trabajo remunerado (por ejemplo, tan-
to autoempleo como empleo asalariado que no está registrado, regulado o protegido 
por marcos legales o normativos, así como también trabajo no remunerado llevado a 
cabo en una empresa generadora de ingresos. Los trabajadores informales no cuentan 
con contratos de empleo seguros, prestaciones laborales, protección social o represen-
tación de los trabajadores.
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mayor presencia de hombres adultos. A partir de esta observación, se observa 
de manera diferenciada, qué tan equitativo es el mercado para mujeres, jóvenes, 
migrantes, y miembros de la comunidad lgtbiq+.

Género

Al analizar los resultados, expuestos en la sección anterior en relación con el 
género, se hizo visible el fenómeno que se presenta en la figura 27.

Figura 27. Descomposición de la población colombiana total 

A pesar de que hay mayor número de mujeres en la población en edad de 
trabajar, hay mayor cantidad de mujeres dedicadas a labores distintas de trabajar 
o buscar un empleo. Por ende, hay una menor cantidad de ellas en relación con 
los hombres que hacen parte de la población económicamente activa; las cuales, 
a su vez, comparativamente, pese a ser menos, tienen una mayor cantidad de des-
empleadas a comparación de los hombres. Para el porcentaje de mujeres que son 
parte de la población ocupada, su remuneración tiende a ser según estimaciones 
de la Federación Colombiana de Gestión Humana-Acrip, de hasta 36 % menos.

Al revisar los motivos que pueden justificar esta discriminación, vemos 
que la literatura encuentra dos grandes causas:

	→ Estudios relacionados con el capital humano afirman que el capital feme-
nino, inicialmente, parte de condiciones similares a las de los hombres. No 
obstante, después de ciertos eventos, tienden a caer comparativamente 

Población total (PT)
48 412*

Hombres 23 887 (49.3 %)
Mujeres 24 526 (50.7 %)

Población en edad
de trabajar (PET)

38 876
Hombres 19 011 (48.9 %)
Mujeres 19 866 (51.1 %)

Población económicamente
inactiva (PEI)

14 008
Hombres 4784 (34.2 %)
Mujeres 9224 (65.8 %)

Población económicamente
activa (PEA)

24 869
Hombres 14 227 (57.2 %)
Mujeres 10 642 (42.8 %)

Población ocupada (O)
22 551

Hombres 13 187 (58.5 %)
Mujeres 9364 (41.5 %)

Población desocupada (D)
2317

Hombres 1040 (44.9 %)
Mujeres 1277 (55.1 %)
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con el masculino, lo que las haría ver, a ojos de la demanda, como 
menos eficientes, esto en primer lugar como consecuencia de que la 
economía del hogar hace que las mujeres trunquen su vida profesional 
o la vuelvan intermitente, debido a que tienen que lidiar con la carga 
del matrimonio, esto produce que tengan menos experiencia que los 
hombres (Bertaux, 1991; Anker, 1997).

	→ Otras corrientes afirman que el factor que afecta la contratación de-
pende de un criterio subjetivo de la firma que, usualmente, depende 
de concepciones sociales y educativas. Por ello, entornos machistas o 
arcaicos son más propenso a reproducir la discriminación de las mujeres 
(Patrick y Weinstein, 2016; Salari, 2020).

¿Es acaso el mercado equitativo con las mujeres? Si se tiene en cuenta la 
primera causa, en un primer momento, falsamente podría afirmarse que sí. Pero 
ello no es así, si se tiene presente el fenómeno de techos de cristal15 y que, pese 
a tener mayores niveles educativos que los hombres, las mujeres ganan menos 
(Laboratorio de Economía de la Educación de la Universidad Javeriana —lee, s. f.).

Esto demuestra que la segunda causa es mucho más probable y que la dis-
criminación laboral no tiene una razón objetiva. Por lo tanto, el mercado laboral 
no es equitativo en cuanto al género, ya que no respeta la proporcionalidad, la 
paridad ni la prioridad. Como resultado, el mercado no es imparcial al evaluar 
comparativamente a mujeres y hombres.

Jóvenes

En Colombia el problema de desempleo juvenil, a diferencia del problema 
derivado de la brecha de género, tiene un tratamiento diferente. Esto, porque 
la discriminación del mercado a los jóvenes no se da por su condición intrín-
seca de ser jóvenes —a diferencia de lo demostrado anteriormente con las 
mujeres—, los jóvenes sufren de un fenómeno que, aparentemente, se explica 
fundamentalmente por su inexperiencia laboral que, a su vez, sufre un problema 
de retroalimentación con el mercado, por su estructura. En efecto, un joven 
solicita un empleo, pero es rechazado por no tener experiencia; y, como no le 
dan el trabajo, este no puede obtener la experiencia.

Dicho ciclo, similar a una trampa de pobreza en términos del mecanismo 
de retroalimentación, tiene efectos adversos sobre el desarrollo y el crecimien-
to de largo plazo de la economía. Esto se debe a que dichos jóvenes terminan 

15	 Según Burin (1996), el fenómeno de techo de cristal es la situación en la cual para una 
mujer existe una limitación del ascenso laboral, dentro de las organizaciones, difícil de 
traspasar, es invisible dado que no hay normas o dispositivos sociales que impongan 
dicha limitación.
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optando por empleos de la economía informal, bajos en tecnificación, por lo 
que se desaprovecha, a su vez, el bono generacional.

Con esa apreciación, cuando se revisa el histórico de desempleo juvenil 
(figura 22), se observa que la serie se parte en dos momentos. Un primer mo-
mento, en el cual hubo una tendencia decreciente que alcanzó su punto mínimo 
en 2015, cuando registró un 15.4 %; y un segundo momento caracterizado por 
una tendencia creciente, que se agravó por el fenómeno de la pandemia, cuando 
alcanzó un 21.5 %. Cabe pues preguntar: ¿cómo se puede traducir lo anterior en 
materia de equidad?, es decir, ¿cómo podemos determinar si el comportamiento 
del empleo para los jóvenes es equitativo o no?

Para responder a esta pregunta, es necesario primero entender cuáles son las 
principales determinantes del desempleo juvenil, con ello podremos entender si 
la discriminación del mercado responde a factores de índole objetivo —en cuyo 
caso basado en nuestra definición, seria equitativo—. En términos generales, las 
investigaciones sobre el tema arrojan que las causales más comunes son desde la 
oferta, esto es el individuo, las condiciones económicas, educación, experiencia 
laboral, sexo, raza, el nivel educativo de los padres, y las redes de contacto. 
Desde la demanda, se hace referencia principalmente a los ciclos económicos. 
De la Hoz, Quejada y Yánez (2011). 

Si se revisan con atención algunas de estas determinantes, se ve que están 
ancladas directamente al nivel de ingreso de los padres que, a su vez, se relaciona 
directamente con el nivel de vida con el que el joven creció. Lo anterior tiene 
implicaciones sobre variables no observables como la inteligencia del indivi-
duo; pues, según investigaciones de Banerjee y Duflo (2020), factores como 
la alimentación tienen efectos positivos sobre el desarrollo de la inteligencia 
potencial de los individuos. Por lo que mejores condiciones permiten tener 
mejor ingesta alimenticia. Una segunda variable relacionada con el ingreso de 
los padres es la variable redes de contacto: mayores ingresos pagan mejores 
escuelas, lo que se deriva en un efecto clúster, en el que personas con niveles 
similares de influencia se relacionan, para crear redes de contacto (Souza et al., 
2017). Una tercera variable se relaciona con la escolaridad, pues, como muestran 
Espejel y Jiménez (2019), mayores niveles de ingreso de los padres (asociados 
a su nivel educativo) tienen efectos positivos sobre los años de escolaridad del 
joven y su futuro nivel de ingresos.

Es de notar, entonces, que la pobreza, es en realidad la causa que deter-
mina cuatro de las siete (4/7) variables que determinan el desempleo juvenil. 
Lo que permite afirmar que, entre más bajos sean los ingresos del hogar de un 
joven en los periodos anteriores y presentes, más probable es su situación de 
desempleado en el mercado laboral en la actualidad. Para aseverar lo anterior, 
conviene tener en cuenta el perfil del hogar promedio, considerando la estruc-
tura que se mostró en la sección anterior (figuras 28-29).



94

La
 e

qu
id

ad
 e

n 
Co

lo
m

bi
a

Figura 28. Ingresos mensuales en 23 ciudades, según deciles de hogares 

Figura 29. Distribución porcentual de la población ocupada según su oficio principal 

El colombiano promedio tiene ingresos inferiores a los 2 200 000 pesos, 
dado que su oficio principal es altamente informal y no muy especializado, 
como se resalta en la línea entrecortada de la figura 29. En gran cantidad, los 
jóvenes crecen en condición de desigualdad, frente a aquellos del decil 10, lo 
que produce que pierdan oportunidades cruciales para ser más competitivos en 
el mercado laboral. Por lo anterior, dada la baja capacidad de trabajo en red, las 
malas condiciones de vida y los pocos años de escolaridad, el mercado laboral 
castiga negativamente a los jóvenes. Esto produce que, por la necesidad, bajen 
sus salarios de reserva y se integren al sector informal.

Así pues, cabe preguntar: ¿es lo anterior inequitativo?, la respuesta es que 
sí, dado que no se juzga directamente las capacidades de los jóvenes, sino su 
entorno. Todo esto hace que la elección del mercado laboral no mantenga la 
igualdad al acceso de oportunidades, lo cual afecta la paridad, la proporciona-
lidad y la prioridad.
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Políticas públicas de empleo para  
poblaciones vulnerables

Antes de iniciar con la exposición de las políticas públicas, diseñadas espe-
cialmente para las mujeres, jóvenes y migrantes, es necesario hacer algunas 
precisiones sobre políticas públicas, el Estado y su relación con la ciudadanía. 
En la amalgama conceptual, suelen presentarse confusiones, donde las políticas 
públicas son equiparadas con leyes, decretos, proyectos e indicadores, entre 
otros aspectos de lo público.

Como mencionan Torres y Santander (2013, p. 15), las políticas públicas 
son el reflejo de los anhelos y los ideales de la sociedad. Es decir, van más allá 
de un documento con actividades y asignaciones presupuestales, sino que son la 
materialización de la acción estatal y representan un puente entre la ciudadanía 
y el Gobierno. En este sentido, las políticas públicas, una vez consolidadas, 
están marcadas por el conflicto y la negociación sobre lo que está ocurriendo y 
cómo transformarlo, más allá de lo público viene lo político.

Torres y Santander (2013, p. 56) definen la política pública en los siguien-
tes términos:

Una estrategia con la cual el Gobierno coordina y articula el comportamiento 

de los actores, a través de un conjunto de sucesivas acciones intencionales, 

que representan la realización concreta de decisiones en torno a uno o varios 

objetivos colectivos, considerados necesarios o deseables en la medida en que 

hacen frente a situaciones socialmente relevantes. 

Esta definición, aparte de reconocer el origen público de la política pública, 
permite comprender que no todas las acciones gubernamentales pueden ser 
catalogadas como política pública, pues la improvisación y la reacción ante 
problemas sociales, o el marco normativo que guía la política no se ajustan a 
la definición en cuestión.

Una ley como intervención gubernamental es un componente de la política 
pública, no la política en sí. La ley, al hacer parte de un marco normativo que 
responde a la Constitución, y al ser de obligatorio acatamiento, sirve como 
instrumento que guía la coordinación de los actores. Sin embargo, la norma 
por sí sola no garantiza el cumplimiento de sus objetivos, pues se necesita el 
diseño de estrategias de gestión concretas para su adecuada implementación. 

Así las cosas, en este apartado hay un límite temporal de quince años, y la 
atención se centra en las políticas públicas de orden nacional, y en las normas 
o leyes que guían estas políticas, con el fin de no acotar el análisis. Políticas y 
leyes, por un lado, por ser acciones intencionales de los diversos gobiernos,  
y, por el otro, porque permiten entender cómo estos últimos han tramitado 
las brechas, los desafíos y las preocupaciones de mujeres, jóvenes y migrantes.
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Políticas públicas de empleo para las mujeres

Pese a contar con un horizonte temporal de quince años, todas las políticas, 
leyes y disposiciones tienen que estar en concordancia con la Constitución 
Política, ya que el Estado social de derecho debe ser garante de los derechos 
de las mujeres, con la necesidad implícita de reconocerlas en sus dimensiones, 
cambios y transformaciones para generar así mecanismos de apoyo y protección 
diferencial (Gutiérrez y Suárez, 2019, p. 14).

Es menester fijarse en el artículo constitucional 13, que prohíbe la discri-
minación de cualquier tipo, con el propósito de lograr la igualdad real y efectiva 
de las personas, y exige el establecimiento y la adopción de medidas a favor de 
todos los grupos en condición de desigualdad y exclusión. Por ello, el Estado 
colombiano debe promover en sus instituciones programas y proyectos con 
orientación a brindar iguales oportunidades para todos. La tabla 21 resume la 
legislación y jurisprudencia más relevante en materia de empleo para las mujeres 
que se ha adelantado en los últimos quince años.

Tabla 21. Legislación en materia de empleo favorable a las mujeres en Colombia

Acción estatal Descripción y características 

Ley 1257 de 2008

Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción 
de formas de violencia y discriminación contra las mujeres.

En esta ley, se reconoce la importancia de la coordinación de acciones 
entre las entidades que llevan a cabo procesos de información, 
prevención, orientación, protección, sanción, reparación y 
estabilización de los derechos de las mujeres víctimas de violencia. Es 
decir, traza una ruta para garantizar a las mujeres una vida libre de 
violencias económicas y de género.

Entre las disposiciones en el ámbito laboral, se le asignan al 
Ministerio de Protección Social las funciones de promover e 
implementar mecanismos para la igualdad salarial; desarrollar 
campañas para la erradicación de violencia y discriminación en 
el ámbito laboral y promover el ingreso de las mujeres a espacios 
productivos no tradicionales. 

Además, las administradoras de riesgos profesionales (arp), los 
empleadores y contratantes, desde su esfera de influencia, adoptarán 
mecanismos para hacer efectiva la igualdad salarial y tramitar quejas 
de acoso sexual y otras violencias basadas en género.

Ley 1413 de 2010

Por medio de la cual se regula la inclusión de la economía del 
cuidado en el sistema de cuentas nacionales, con el objeto de 
medir la contribución de la mujer al desarrollo económico y social 
del país; como herramienta fundamental para la definición y la 
implementación de políticas públicas.

Esta ley reconoce que la economía del cuidado, como trabajo 
no remunerado realizado dentro del hogar, es de fundamental 
importancia económica para la sociedad, y su inclusión en el Sistema 
de Cuentas Nacionales, a través de una Cuenta Satélite. Es crucial no 
solo para medir el aporte de las mujeres al desarrollo socioeconómico 
del país, sino también para generar políticas públicas que equiparen 
las cargas laborales entre hombres y mujeres.
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Acción estatal Descripción y características

Conpes 161. 
Equidad de género 
para las mujeres, 
2017

En septiembre de 2012, el Gobierno nacional lanzó los lineamientos 
de la política pública nacional de equidad de género para las mujeres 
y del plan integral para garantizar una vida libre de violencias, 
referentes para el diseño y ejecución de acción para la superación 
de brechas de género. A partir de estos lineamientos, el Conpes 161 
presenta la Política Pública Nacional de Equidad de Género y precisa 
el plan de acción indicativo para el período 2013-2016, el cual 
incluye el Plan integral para garantizar una vida libre de violencias.

Dentro del Plan de Acción Indicativo 2013-2016, el eje de autonomía 
económica y acceso a activos busca que la autonomía económica 
no solo posibilite la inserción de las mujeres a las actividades 
productivas y al mercado laboral, sino que también, esa misma 
autonomía repercuta en la libertad de actuar de las mujeres. Dentro 
de este eje, las acciones indicativas son:

1.	 Ampliar y cualificar la participación de las mujeres en el 
mercado laboral con igualdad de oportunidades, incorporando 
el enfoque de género.

2.	 Adoptar medidas tendientes a alcanzar la conciliación de la vida 
familiar y la vida laboral.

3.	 Fomentar mecanismos de acceso a servicios, recursos 
financieros y a la propiedad de activos, por parte de las mujeres.

4.	 Incrementar el acceso a oportunidades para las mujeres 
rurales a los factores productivos como la tierra, la vivienda, 
la financiación de la producción, la asistencia técnica y la 
capacitación.

Este es un documento clave en cuánto a políticas públicas, ya que 
considera que la equidad de género para las mujeres es un asunto 
en el que se requiere participación y cooperación intersectorial, es 
decir, ejes como el de Participación en escenarios de poder y toma de 
decisiones, enfoque de género en la Educación o el Plan para garantizar 
una vida libre de violencias se conectan con la equidad de la mujer en 
el ámbito laboral.

Ley 1788 de 2016

Por medio de la cual se garantiza el acceso en condiciones de 
universalidad al derecho prestacional de pago de prima de servicios 
para las y los trabajadores domésticos.

Con el papel preponderante que juega la mujer en los trabajos de 
domésticos, esta ley resulta imprescindible para garantizar la equidad 
laboral. A través de la modificación del artículo 306 del Código 
Sustantivo del Trabajo, el empleador está obligado a pagar a su 
empleado o empleados la prestación social denominada “prima de 
servicios”, incluidos los y las trabajadoras del servicio doméstico.

Fuente: elaboración propia, a partir de las leyes, decretos y documentos oficiales respectivos.

Además de la legislación presentada, hay otros lineamientos importantes en 
materia de equidad laboral, no solo a nivel nacional, sino también departamen-
tal y municipal. Sin embargo, las leyes y el Conpes presentados han tenido un 
impacto significativo en otras acciones gubernamentales que buscan subsanar 
las brechas de género en el mercado laboral.

En cuanto a las disposiciones legales presentadas, surge la necesidad de 
analizar su impacto en la disminución de brechas de género. Es decir, en lograr la 
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equidad laboral entre hombres y mujeres. Con la Ley 1257 de 2008, catalogada 
a nivel internacional como una de las mejores y más completas regulaciones en 
contra de las violencias basadas en género, si bien ha habido avances hacia la 
igualdad y los derechos de las mujeres, estos han sido lentos.

En el ámbito laboral, esta ley ha permitido la promulgación de otras senten-
cias y decretos. Entre estas resoluciones, se han otorgado medidas de atención 
a las mujeres en el Sistema General de Seguridad Social en Salud (sgsss); se ha 
reconocido el acoso sexual como una forma de violencia y se estableció que 
las mujeres son sujetos de especial protección constitucional en el trabajo. Sin 
embargo, entidades como el Ministerio de Educación (men) o el Ministerio de 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (MinTIC) no han cumplido 
a cabalidad las disposiciones de la ley, algo que afecta las relaciones laborales, si 
se parte de la integralidad de esta norma. Además, se encontraron vacíos frente 
a la suficiencia y cobertura de problemáticas relacionadas con la división del 
trabajo, el ingreso laboral y la participación de las mujeres en sectores con altas 
tasas de informalidad (Mesa por la Ley 1257, 2018).

En cuanto a la economía del cuidado, aparte de la Ley 1413 de 2010, hay 
otras normas vigentes relacionadas con el tema del cuidado. Este marco legal 
gira en torno a licencias maternales, paternales y de cuidado de dependientes; 
así como el establecimiento y las facilidades de acceso a servicios de cuidados 
extra hogar o leyes antidiscriminatorias en el empleo para madres y padres. 
Pero, en palabras simples, hay muchas leyes y poca aplicación, situación urgente 
tras la pandemia, donde muchas mujeres pasaron a dedicarse al cuidado de 
familiares (Redacción el Nuevo Siglo, 2021). En general, ese ha sido el panorama 
de la reglamentación en favor de la equidad laboral entre hombres y mujeres, 
un marco normativo amplio que no se cumple a cabalidad.

Son muchas las recomendaciones que deben hacerse al Estado colombiano, 
y varios los aspectos que deben tenerse en cuenta en la promulgación y el diseño 
de acciones gubernamentales de empleo para las mujeres. Algunas de ellas son:

1.	 Continuar la ampliación de derechos de las mujeres en el ámbito 
laboral, pues este es un contexto que permite la dignificación de la 
mujer, su independencia, la creación de riqueza, su autonomía y su 
empoderamiento (Gutiérrez y Suárez, 2019, p. 39).

2.	 Reconocer la heterogeneidad de las mujeres y, asimismo, diseñar más 
políticas y proyectos que reconozcan la diversidad de las mujeres y sus 
problemáticas. Es distinto como el mercado laboral trata, por ejemplo, 
a la mujer cabeza de familia, la mujer rural y la mujer afro.

3.	 No basta con reconocer la economía del cuidado. El Estado debe pro-
mover acciones que permitan repensar las tareas del hogar, de manera 
que reduzcan y redistribuyan el trabajo doméstico y de cuidado no 
remunerado, uno de los mayores obstáculos para la inserción de la 
mujer al mercado de trabajo (Dane et al., 2020).
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4.	 La equidad en el mercado de trabajo entre mujeres y hombres es un 
proceso largo, que requiere de programas desde la infancia y adoles-
cencia. Entre ellos, es crucial generar políticas públicas que incentiven 
la formación académica en niños y niñas por igual. Esto pasa por 
reconocer las brechas del mercado laboral como un proceso donde 
múltiples realidades económicas, sociales y culturales se ven reflejadas. 
Es decir, el tratamiento de este problema debe ser intersectorial.

5.	 Adoptar estándares y procesos laborales bajo el principio de igualdad 
sustantiva y no discriminación, para crear ambientes inclusivos, sin 
discriminación y libres de violencia contra las mujeres, incluido el 
acoso laboral, así como el acoso y el hostigamiento de carácter sexual 
(Dane et al., 2020).

6.	 Fomentar mayor participación femenina en los puestos de decisión, 
en el sector público y privado, pues estas pueden ser un agente de 
cambio y transformación dentro de las organizaciones.

7.	 Promover espacios de negociación colectiva, de forma que las trabaja-
doras tengan mayor y más efectiva participación, es decir, que tengan 
voz en las organizaciones sindicales y en los espacios de concertación 
de políticas laborales, a fin de marcar un empoderamiento no solo 
económico, sino también político.

Políticas públicas de empleo para los y las jóvenes

Dentro de la amalgama de acciones gubernamentales para los y las jóvenes, se 
encuentran dos grandes grupos: (1) la legislación laboral y (2) los programas 
específicos para la promoción del empleo. La tabla 22 recoge las leyes y docu-
mentos Conpes de mayor impacto en los últimos años en materia de equidad 
laboral juvenil.

Tabla 22. Legislación en materia de empleo a favor de las y los jóvenes en Colombia

Legislación Descripción y características 

Ley 1429 de 2010

Tiene por objeto la formalización y la generación de empleo, con el 
fin de generar incentivos a la formalización en las etapas iniciales de 
la creación de empresas. De manera que aumenten los beneficios 
y disminuyan los costos de formalizarse, por un periodo de cinco 
años. Estos incentivos en cuanto a juventud se refieren, por un lado, 
a beneficios tributarios para las empresas que contrataran jóvenes de 
entre 18 y 28 años, y, por el otro, a jóvenes que decidieran emprender, 
pues, de manera progresiva, gozarían de los mismos beneficios. Entre 
los principales beneficios, se encuentra el descuento en el impuesto 
sobre la renta y complementarios de los aportes parafiscales y otras 
contribuciones de nómina (beneficios derogados en 2016) y tarifas 
progresivas para la matrícula mercantil y su renovación.
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Legislación Descripción y características

Conpes 173 de 2014

Con lineamientos para la generación de oportunidades para los 
jóvenes, tiene como objetivo principal implementar estrategias que 
garanticen el tránsito de los jóvenes al mundo laboral y productivo 
en condiciones de calidad, estabilidad y protección especial en los 
aspectos que se requieran.

La transición de los jóvenes al mundo laboral requiere de estrategias 
que amplíen sus capacidades y fortalezcan su capital social, a fin de 
mejorar su desarrollo humano. Para ello contempla cinco estrategias 
dentro de su plan de acción:

1.	 Estrategias para la generación de capital social y recuperación de 
la confianza como factor para la minimización de condiciones 
de vulnerabilidad.

2.	 Estrategias para la ampliación de capacidades y competencias 
de los adolescentes y jóvenes, principalmente a través de la 
calidad educativa, el monitoreo a la deserción y el tránsito a la 
educación terciaria.

3.	 Estrategias para mejorar la transición de los jóvenes al mundo 
laboral en condiciones dignas y decentes, con la promoción de 
vinculación por contratación.

4.	 Estrategias para incrementar el acceso a los programas de 
emprendimiento, innovación, I + D, tecnología e investigación 
aplicada con fines productivos para los jóvenes urbanos y 
rurales del país.

5.	 Brindar oportunidades a los jóvenes rurales que permitan el 
relevo generacional de esta población en el campo.

En pocas palabras, este documento se centra en el tránsito de 
la educación terciaria al mercado laboral y en la promoción de 
emprendimiento, innovación e investigación por parte de los jóvenes.

Ley 1780 de 2016

Por medio de esta se promueve el empleo y el emprendimiento 
juvenil, se generan medidas para superar barreras de acceso al 
mercado de trabajo y se dictan otras disposiciones.

En primer lugar, esta ley se plantea generar incentivos para la 
contratación de jóvenes y su vinculación al sector productivo, a través 
de la figura de pequeña empresa joven (con menos de 50 trabajadores, 
cuyos activos totales no superen los 5000 smmlv y con participación de 
uno o varios jóvenes menos de 35 años). Es decir, los beneficios como 
la exención del pago en la matrícula mercantil y su renovación, los 
obtienen empresas en las que haya vinculación juvenil.

En segundo lugar, busca la promoción del empleo juvenil en el sector 
público. En las empresas del Estado con el desarrollo de programas 
de jóvenes talentos y la promoción de vinculación laboral de jóvenes 
sin experiencia. Y, en las entidades públicas, con la promoción de 
prácticas profesionales como primera experiencia laboral.

Finalmente, la ley busca que la tarjeta militar no sea un impedimento 
para conseguir trabajo.

Fuente: elaboración propia a partir de las leyes, decretos y documentos referenciados.

A juicio del Observatorio del Mercado de Trabajo y la Seguridad Social 
(2011), la Ley 1429 de 2010 se limitó a unas medidas que intentaban aumen-
tar los beneficios de la formalidad y los programas de desarrollo, pero careció 
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de integralidad ante la compleja problemática de informalidad en Colombia. 
Además, las dificultades para evaluar los beneficios o efectos de esta ley son 
grandes, ya que se requieren encuestas especializadas no contempladas. Pese 
a esto, el observatorio concluyó que 1584 empresas habían pagado a través de 
la planilla integrada de liquidación de aportes (Pila), unas contribuciones para-
fiscales descontadas. Es decir, habían generado puestos de trabajo atribuibles, 
aunque no de forma exclusiva, a los incentivos de la ley. Es decir, pese a su 
marginalidad, en materia de equidad laboral juvenil, esta ley contribuyó con la 
generación de algunos puestos de trabajo16.

Además de la legislación presentada en la tabla 22, hay algunos programas 
desarrollados por diferentes gobiernos, como Talentos para el empleo, TransFór-
mate, 40 mil Primeros Empleos y Estado Joven (Ley 1780 de 2016). Los prime-
ros dos, enfocados en la educación a través del entrenamiento y la capacitación 
laboral, y los últimos en la disminución de costos y beneficios tributarios para 
las empresas que contraten jóvenes. Sin embargo, estos programas tienden a ser 
integrales y mezclan elementos de entrenamiento, subsidio al empleo privado, 
empleo temporal en el sector público y privado; y asistencia en la búsqueda de 
empleo (Piñeros, 2018, pp. 26-27).

Las políticas de empleabilidad juvenil en Colombia focalizan los deter-
minantes de educación, experiencia y condiciones económicas. Se enfocan en 
educación en el sentido que pretenden mejorar los conocimientos y habilidades 
de los jóvenes, en experiencia con el subsidio al primer empleo en el sector 
público y privado, clave a la hora de insertarse al mercado laboral. Además, 
algunos de los programas y políticas mencionadas, como el Conpes 173 y Trans-
Fórmate, han buscado apoyar a la población joven que provienen de hogares 
en condiciones económicas desfavorables (Piñeros, 2018, p. 27).

Dentro de las propuestas de política en favor de la equidad laboral juvenil, 
debe procurarse por otras alternativas, ya que la situación de empleo de los 
jóvenes, durante los últimos años no ha tenido una mejora significativa pese a 
las políticas descritas. Por ello, es importante tener en cuenta:

1.	 El fomento del proceso de formación dual, es decir, la escuela y em-
presas como formadores profesionales, para que los estudiantes de 
educación terciaria adquieran experiencia de forma constante en todo 
su proceso de formación y no sólo al final (Piñeros, 2018). Para esto, 
se requiere de un análisis pertinente sobre la implementación de este 
nuevo modelo formativo en Colombia.

2.	 Diseño de políticas de acuerdo con la estructura y exigencias del mer-
cado laboral, de forma que aumenten las posibilidades de empleo para 

16	 En cuanto a la Ley 1780 de 2016 y el Conpes 173, su impacto en equidad laboral 
juvenil es difícil de evaluar, ya que requiere la realización de análisis de impacto propios, 
pues no se encontraron análisis específicos de dichas políticas.
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los jóvenes. Asimismo, este diseño e implementación debe ir de la 
mano de estudios que brinden información del mercado de trabajo y 
de grupos de control para el seguimiento y la evaluación de iniciativas.

3.	 Paquetes integrales de servicios laborales, que combinen (a) elementos 
de la demanda de trabajo, como los beneficios fiscales o la iniciativa 
empresarial y (b) elementos de la oferta, como formación, orientación 
profesional y asistencia en la búsqueda, pueden ser más eficaces que 
disposiciones individuales (Organización Internacional del Trabajo 
—oit, s. f.).

4.	 Generación de mecanismos de inserción laboral juvenil con enfoque 
de paz territorial, de manera que haya directrices y orientaciones en el 
plano nacional, pero con mecanismos propios de cada municipio en 
los que se tengan en cuenta la particularidad de los actores, conflictos, 
necesidades y aspiraciones (Cabezas y Hoyos, s. f.).

Políticas de empleo para la población migrante

En materia de migración, las políticas públicas y otras acciones gubernamentales 
han avanzado con lentitud. El país, en principio, no tenía una percepción clara 
sobre la migración, hasta la llegada masiva de migrantes venezolanos. Por ello, 
a partir del 2013, con el inicio de la crisis en Venezuela, se hizo imprescindible 
hacer regulaciones en materia de migración.

Uno de los mayores retos para Colombia sobre la migración ha sido con-
seguir información. De manera frecuente, la migración se hace de forma ilegal, 
por lo que obtener datos sociodemográficos oficiales resulta complejo, lo que, 
de entrada, es una barrera para realizar acciones gubernamentales a favor de 
los migrantes. Sin embargo, estimaciones del Dane y la Agencia de las Naciones 
Unidas para los Refugiados (Acnur), para 2019 y 2020 respectivamente, situaban 
a la población venezolana en Colombia en poco más de un millón ochocientas 
mil personas. De ellas, más de la mitad se encontraba en condición de irre-
gularidad, una de las barreras más importantes a la hora de conseguir empleo 
formal para esta población. Por ello, el Estado colombiano tuvo que legislar 
y actuar en materia de regulación migratoria. En la tabla 23 se sintetizan las 
principales medidas adelantadas por las autoridades migratorias y de empleo, 
en lo referente a migración.
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Tabla 23. Legislación en materia de empleo a favor de los y las migrantes en Colombia

Ley / Conpes Descripción y características 

Decreto 4108 de 2011

Por el cual se modifican los objetivos y la estructura del Ministerio 
del Trabajo y se integra el Sector Administrativo del Trabajo.

En 2011, con el reordenamiento del Ministerio de Protección Social 
se crea nuevamente un Ministerio del Trabajo, con este decreto se 
modifican sus objetivos y estructura. En cuanto a migración,  
se asigna la formulación, implementación y evaluación, en 
coordinación con las entidades correspondientes, de la política en 
materia de migraciones laborales.

Decreto 1072 de 2015

Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del 
Sector Trabajo.

En el capítulo sobre Migración Laboral, presenta la guía para 
adoptar el Instrumento Andino de Migración Laboral (Decisión 
545 de la Comunidad Andina), que establece las normas que 
permitan de manera progresiva, la libre circulación y permanencia 
de nacionales en la subregión con fines laborales, bajo relación 
de dependencia. Entre las disposiciones de este instrumento, se 
encuentran el reconocimiento del principio de igualdad de trato 
y de oportunidades a todos los trabajadores migrantes andinos; el 
derecho a la sindicalización y negociación colectiva; la protección 
de la familia del trabajador migrante y el mantenimiento de los 
derechos laborales independiente de la situación migratoria o la 
posible repatriación.

Decreto 1288 de 2018

Por el cual se adoptan medidas para garantizar el acceso de las 
personas inscritas en el Registro Administrativo de Migrantes 
Venezolanos a la oferta institucional y se dictan otras medidas sobre 
el retorno de colombianos.

A través de la Resolución 5797 de 2017 se creó el Permiso 
Especial de Permanencia (pep) como instrumento de facilitación 
migratoria para los nacionales venezolanos, y, al tiempo, evitar 
la explotación laboral de estas personas. Sin embargo, muchos 
migrantes venezolanos no cumplieron con la fecha límite, por lo 
que no pudieron solicitar el pep. A través del Decreto 1288 de 2018, 
el Gobierno Nacional modifica los requisitos y plazos del pep. Este 
permiso, funciona como documento de identificación válido para 
los venezolanos en Colombia, lo que permite de manera temporal, 
la regularización migratoria y el acceso a la oferta institucional en 
salud, educación y trabajo.

Decreto 117 de 2020

Con el Decreto 117 de 2020, se adiciona al Decreto 1072 de 2015 
una sección sobre el Permiso Especial de Permanencia para el 
Fomento de la Formalización (pepff), mecanismo transitorio que 
busca facilitar la regularidad migratoria de venezolanos en territorio 
colombiano, por medio de contratos laborales y contratos de 
prestación de servicios.

Fuente: elaboración propia a partir de las leyes, decretos y documentos oficiales referenciados.

En línea con lo mencionado, la mitad de las políticas presentadas en la 
tabla 23 gira en torno a la regularización migratoria de nacionales venezolanos. 
Esto, claramente, como respuesta a su llegada masiva al territorio colombiano. 
Además, el aumento de legislación en torno a migración en los últimos años 
responde a las dinámicas y contexto presentadas.
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Llama especialmente la atención el Decreto 1072 de 2015, cuyo apartado 
de Migración Laboral se enmarca en el estrechamiento de lazos con países de 
la región. Es decir, este decreto va encaminado a mejorar las relaciones con los 
países andinos vecinos. Además, pese a que la Decisión 545 de la Comunidad 
Andina salió en 2003, su marco de adopción en Colombia se dio hasta 2015. 
Así, surge la pregunta sobre qué se esperaba con esta decisión, por qué se adoptó 
doce años después, si su objetivo era mejorar las condiciones de los trabajadores 
migrantes y estrechar lazos con los países de la región.

De manera general, estas leyes y decretos han servido para la equidad labo-
ral migrante, pues la regularización es una condición necesaria para incrementar 
la integración en el país; también para el acceso a derechos por parte de los 
migrantes. Sin embargo, ello no es suficiente, pues el Estado debe ir más allá, 
para que los derechos —laborales o de cualquier tipo— de los y las migrantes 
sean respetados. En este sentido, algunas recomendaciones que las diferentes 
autoridades deben tener en cuenta son:

1.	 El Estado debe alinearse con todos los actores que permitan la em-
pleabilidad de los migrantes, como organismos internacionales, ong 
y organizaciones con o sin ánimo de lucro, para canalizar esfuerzos 
que permitan el diseño de una línea de empleabilidad clara, a fin de 
articular más fácilmente acciones territoriales.

2.	 Diseñar un protocolo que contribuya a la mitigación de barreras de 
inclusión laboral de los migrantes venezolanos.

3.	 Sensibilizar de todas las formas posibles al empresariado, principal-
mente en temas de normativa, derechos migratorios y beneficios, entre 
otros. Transversal a esto, se requiere de un sistema de seguimiento para 
garantizar la comprensión de la información y las acciones de posibles 
vinculaciones de personal venezolano.

4.	 Promover, en la academia, la generación de estudios y evidencia cientí-
fica que permitan la comprensión del fenómeno migratorio. De manera 
que pueda identificarse el efecto desplazamiento o complementarie-
dad; y que puedan diseñarse e implementarse políticas de cierre de 
brechas de capital humano y de distribución territorial de mano de 
obra calificada.

5.	 El acceso al trabajo laboral formal por parte de migrantes está atravesa-
do por múltiples pensamientos xenofóbicos y de prejuicios, por lo que 
es imperativo avanzar en la construcción de un plan de sensibilización 
a la sociedad colombiana, que involucre a la mayor cantidad de orga-
nismos gubernamentales, de forma que se garantice su integralidad.
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¿Cuáles son los objetivos de la educación?

La educación a través de los últimos siglos se ha visto como un medio 
para alcanzar objetivos políticos. Este punto de vista era compartido 
por los padres fundadores de Estados Unidos. Por ejemplo, Benjamin 

Franklin consideraba que, a través de un sistema educativo público, debía 
enseñarse historia, pues de ahí iban a surgir preguntas sobre el bien y el mal o 
sobre la justicia y la injusticia. George Washington consideraba que debía en-
señarse a valorar los derechos de cada persona y a distinguir entre la opresión y 
el ejercicio legítimo del Estado. Así también, Thomas Jefferson iba un paso más 
allá de Washington, pues consideraba que debía enseñarse también a pensar 
críticamente, para elegir sabiamente a los políticos que iban a representar a los 
votantes (Rothstein y Jacobsen, 2008).

En el contexto local, Simón Bolívar, que en su momento había liderado 
algunas de las campañas militares que condujeron a la independencia de varios 
países sudamericanos, tenía este mismo punto de vista. Él pensaba que un pue-
blo ignorante era un instrumento de su propia destrucción, debido a que, sin 
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conocimientos políticos, económicos y civiles, algunos deseos de las personas, 
como la ambición, iban a sobreponerse al bien común. Mientras tanto, Fran-
cisco de Paula Santander planteaba que cada persona debía conocer tanto sus 
derechos como sus deberes. De la misma forma, los liberales radicales pensaban 
que la educación debía formar a las personas en las virtudes necesarias para 
preservar la organización republicana del gobierno, sobre la cual debía asentarse 
una sociedad libre. Con este fin, los liberales buscaban ampliar la educación 
pública y gratuita (Jaramillo, 1989).

¿La educación, en efecto, promueve estos objetivos políticos? Sí, tanto  
en las democracias consolidadas como en las democracias en consolidación. En 
las primeras se ha estimado que completar el bachillerato aumenta entre 1.1 
y 1.9 desviaciones estándar1 la probabilidad de votar en unas elecciones. Los 
mecanismos que explican esto son los tres siguientes. En primer lugar, la edu-
cación crea habilidades útiles para ejercer el derecho al voto. En segundo lugar, 
además de habilidades, la educación da conocimientos sobre las instituciones 
democráticas y el funcionamiento de la política, lo que puede generar interés 
en estos temas y mayor participación. En tercer lugar, los entornos educativos 
favorecen la creación de redes sociales, y pertenecer a estas redes está asociado 
con ingresar en el futuro en grupos comunitarios que participan en política 
electoral (Sondheimer y Green, 2010). Por su parte, en las democracias en 
consolidación, se ha estimado que garantizar el acceso universal y gratuito a 
la primaria aumenta la participación en 3.0 %; la participación en reuniones 
comunitarias en 4.0 %; y la participación frecuente en discusiones políticas en 
3.0 % (Larreguy y Marshall, 2017).

Desde la teoría económica, la educación tiene otras funciones, además de 
las políticas. A nivel empírico, diferentes medidas como el nivel educativo o las 
habilidades cognitivas y no cognitivas están relacionadas con mayores salarios en 
el nivel individual y de la sociedad en general; y mayor innovación y crecimiento 
económico en el largo plazo (Becker, 1964; Mincer, 1974; Psacharopoulos y 
Patrinos, 2018; Winters, 2018; Bianchi y Giorcelli, 2020; Lucas, 1988; Mankiw 
et al., 1992; Hanushek y Woessmann, 2012; Heckman et al., 2006; Balart et al., 
2018). Asimismo, las disparidades educativas explican una parte importante 
de las desigualdades salariales dentro de los países y entre ellos (Hoffmann  
et al., 2020; Hendricks et al., 2021). La educación también se asocia con más 
años de vida (Lleras-Muney et al., 2022; Fletcher y Noghanibehambari, 2021). 

1	 Una vez una variable es normalizada (se le resta la media y se divide por la desviación 
estándar), se maneja una misma unidad, de manera que pueden establecerse compa-
raciones entre diferentes políticas. La desviación estándar muestra qué tan efectiva 
o inefectiva es una política en comparación con la media. Si la desviación estándar 
aumenta, será efectiva, pero si disminuye será inefectiva. Asimismo, si el resultado de 
una política A es una mayor desviación estándar que de una política B, la política A será 
más efectiva.
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Todo esto trae a la discusión la importancia de la educación como medio, por 
una parte, para promover la participación política y, por otra, para aumentar 
los salarios, la innovación y el crecimiento económico, a fin de reducir la des-
igualdad y tener más años de vida.

Economía política de la educación

¿Qué intereses están detrás de la educación? La provisión de educación como 
parte de la provisión de bienes públicos es un problema político. Por tanto, 
depende de que los grupos que se benefician de esta provisión estén repre-
sentados en el sistema político y de que haya amplios acuerdos entre quienes 
se benefician y quienes la financian. De ahí que la democratización, que le da 
voz y voto a grupos amplios, aumente las inversiones en educación (Acemoglu  
et al., 2019). Asimismo, la variación en la representación de estos grupos da 
lugar a variaciones en las inversiones que se hagan.

En el siglo xix, hubo mayor inversión educativa en Estados Unidos y Ca-
nadá y menor inversión en los países latinoamericanos, aunque al desagregarlo 
Argentina, Uruguay y, más adelante, Chile tuvieron resultados moderadamente 
mejores. Mientras que Estados Unidos y Canadá superaban el 80.0 % de al-
fabetización durante la segunda mitad del siglo xix, la mayoría de los países 
sudamericanos no superaba el 30.0 % de alfabetización hasta después de 1925.

¿Qué explicaciones posibles hay para estos resultados divergentes entre 
Estados Unidos y Canadá y los países de Latinoamérica? En primer lugar, está 
la disponibilidad de recursos. En segundo, está la religión, pues, al menos para 
los grupos más pobres, los protestantes valoraban la educación más que los 
católicos. En tercer lugar, está la etnicidad, pues la población de ascendencia 
inglesa valoraba más la educación que la población de ascendencia española. 
En cuarto lugar, están las diferencias en el alcance geográfico de los servicios 
estatales, pues los países latinoamericanos estaban tan centralizados que tuvieron 
pocas posibilidades de expandir la educación a grupos amplios que estaban 
en regiones apartadas. En quinto lugar, está la desigualdad, pues había una 
incidencia diferente entre quienes se beneficiaban de la educación y quienes la 
financiaban. Tras examinar los datos de esa época, se encuentra que la distri-
bución del poder político (la medida de esto fue el sufragio) estaba relacionada 
con las inversiones en educación: los países con distribuciones más igualitarias 
(con mayor extensión del sufragio) adelantaban mayores inversiones.

Para el siglo xix, la anterior explicación parece posible. Pero, una vez se 
extiende el poder político —al menos el poder político formal— a grupos más 
amplios y, aun así, persisten diferencias en los niveles de escolaridad, hay que 
complementar la anterior explicación sobre las causas de esta subprovisión de 
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educación en los países latinoamericanos. Esto puede verse tanto desde el lado 
de la oferta (los políticos) como desde el lado de la demanda (los votantes) de 
bienes públicos. Desde la oferta, los políticos clientelistas prefieren la subpro-
visión de bienes públicos, debido a que estos bienes no pueden entregarse de 
la misma forma en que se entrega una transferencia o un trabajo; no pueden 
negarse a los oponentes y, por último, crean beneficios que no pueden remo-
verse, por lo que se les dificulta mantener las relaciones particularistas con los 
votantes. Desde la demanda, los votantes de menores ingresos pueden preferir 
transferencias en el corto plazo, sobre bienes públicos de los que solo obtendrán 
los beneficios en el largo plazo, debido a que prefieren, en mayor medida, el 
presente al futuro (por ejemplo, porque los problemas del presente, como comer 
hoy o no, ocupan todos sus esfuerzos). Sumado a esto, la relación entre políticos 
y votantes puede estar mediada por la coacción. Entonces, estos hechos, en 
conjunto, harán que los niveles de escolaridad permanezcan persistentemente 
bajos (Fergusson et al., 2022; Bursztyn, 2016; Acemoglu et al., 2013).

En contraste con esto, debido a la complementariedad entre capital físico 
y capital humano (las máquinas son complementarias a los trabajadores con 
mayores habilidades), los mayores niveles de escolaridad se hicieron cada vez 
más importantes para la producción en los países industrializados en el siglo xix. 
Como consecuencia, hubo un alineamiento entre los intereses de los capitalistas 
y de los trabajadores para aumentar la provisión de educación pública, a pesar de 
que los primeros tuvieron que financiarla. Esto se prueba con datos de la Ley de 
Educación de 1902 en Inglaterra y Gales, que establecía autoridades educativas 
locales y permitía que todos los colegios se financiaran con impuestos locales. 
Lo que se encuentra es que en los condados donde había una mayor relación 
de empleo en el sector intensivo en habilidades hubo mayor votación hacia la 
educación pública. Sin mayor progreso tecnológico en los países latinoameri-
canos en el siglo xix, esto también podría explicar los resultados divergentes 
entre estos grupos de países (Galor y Moav, 2006; Bértola y Ocampo, 2010).

Función de producción educativa

Una función de producción describe la relación entre ciertos insumos y un 
producto, manteniendo constante el nivel tecnológico. Aplicado al ámbito edu-
cativo, la función de producción educativa establece una relación entre diversos 
insumos y un producto, como los resultados educativos, dentro de un contexto 
tecnológico específico. Pero ¿cuáles son los insumos de esta función de produc-
ción educativa? Se ha estudiado que los modelos que explican la formación de 
habilidades a lo largo del tiempo comienzan con un conjunto de capacidades que 
incluyen las habilidades cognitivas, las habilidades no cognitivas y los niveles 
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de salud de cada individuo, los cuales constituyen al producto. La función de 
producción que da lugar a este conjunto de capacidades está influenciada por las 
habilidades de los padres, la inversión —que puede dividirse en inversión en los 
hogares e inversión en los colegios—, las habilidades del propio individuo, un 
conjunto de características individuales que permanecen constantes a lo largo 
del tiempo y las características del vencindario, que constituyen los insumos.

Mayores habilidades de los padres pueden crear mejores entornos para la 
enseñanza; complementar las habilidades del individuo; y complementar las in-
versiones, ya sea de los hogares o de los colegios. Sumado a ello, las inversiones 
pueden mejorar el entorno en el hogar o en el colegio con mayor acompaña-
miento o mejores herramientas. Estos dos tipos de inversiones se complementan 
mutuamente. En tercer lugar, está que un individuo con mayores habilidades 
en el presente va a tener mayores habilidades en el futuro (autoproductividad)  
y que un individuo con mayores habilidades en el presente va a obtener mayores 
rendimientos de las inversiones que haga en el futuro (complementariedades 
dinámicas). Estas son las dos características más importantes de la formación 
de habilidades a través del tiempo, pues establecen que la primera infancia es 
una etapa crítica para el proceso de formación y que, desde ahí, empiezan las 
desigualdades educativas. En cuarto lugar, los vecindarios con mayor pobreza 
tienen unas problemáticas que pueden reducir la formación de habilidades 

(Cunha y Heckman, 2009; Elango et al., 2015; Chyn y Katz, 2021).
Entender la función de producción educativa (los insumos, los productos 

y las relaciones entre estos) es un paso clave para establecer cómo mejorar las 
habilidades de un individuo. En específico, por medio de esta función, pueden 
responderse las siguientes preguntas: si aumenta un insumo, condicionado a 
otras cantidades de los otros insumos, ¿cuánto van a aumentar las habilidades 
de un individuo? Entre varios insumos, ¿cuál lleva a un mayor aumento de 
las habilidades de un individuo? Y ¿los insumos existentes pueden usarse de 
mejor manera o es necesario aumentarlos? (Rice y Schwartz, 2012). Una vez 
se responden estas preguntas, podrán plantearse estrategias para mejorar las 
habilidades de los individuos, sostenidamente a través del tiempo.

Estas tres secciones sobre objetivos de la educación, economía política de 
la educación y función de producción educativa establecen unos planteamientos 
generales para entrar a estudiar qué nos ha traído hasta acá (la educación en 
los siglos xix-xx), cómo estamos (cobertura, resultados y años de escolaridad 
actualmente) y qué debemos hacer para mejorar el sistema educativo (políticas).
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Cobertura en educación preescolar

Uno de los objetivos de un sistema educativo es garantizar una cobertura ade-
cuada para todas las personas en cada etapa, incluyendo preescolar, primaria y 
secundaria2. A continuación, se presenta la cobertura neta en educación prees-
colar para los cinco departamentos con mayor cobertura y para los cinco con 
menor cobertura en 2011 y 2019.

En 2011, los cinco departamentos con mayor cobertura fueron Casanare, 
Antioquia, Huila, Santander y Norte de Santander. La cobertura neta promedio 
para estos departamentos fue de 70.0 %. Mientras tanto, los cinco departamentos 
con menor cobertura fueron Vaupés, Vichada, Guaviare, Guajira y Nariño. La 
cobertura neta promedio para estos departamentos fue de 35.2 %. Así pues, 
la brecha entre los cinco departamentos con mayor cobertura y los cinco con 
menor cobertura fue de 34.8 puntos porcentuales (pp). Es más, la brecha en-
tre el departamento con mayor cobertura (Casanare) y el de menor cobertura 
(Vaupés) fue de 52.1 pp. Esto apunta a una alta heterogeneidad en la cobertura 
de los departamentos colombianos. De igual manera, la cobertura fue de 61.8 % 
para Colombia en conjunto (figura 30).

Figura 30. Cobertura neta en educación preescolar en 2011 (%) 

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de Mineducación (2022).

¿Cómo cambia esto a través del tiempo? En 2019, los cinco departamen-
tos con mayor cobertura fueron San Andrés y Providencia, Tolima, La Guajira, 
Risaralda y Quindío. La cobertura neta promedio entre estos departamentos 
fue de 71.4 pp. Esto es 1.4 pp más alto que para los cinco departamentos con 
mayor cobertura en 2011. Ninguno de estos cinco departamentos estaba en 
el listado de 2011. Entretanto, los cinco departamentos con menor cobertura 

2	 La cobertura neta, la medida de cobertura usada en cobertura preescolar, primaria y 
secundaria, es el porcentaje de niños matriculados, sin contar a los niños extra edad.
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fueron Vaupés, Vichada, Guaviare, Putumayo y Guainía. La cobertura neta 
promedio entre estos departamentos fue de 39.6 pp. Esto es 4.4 pp más alto 
que para los cinco departamentos con menor cobertura en 2011. Tres de estos 
departamentos estaban en el listado de 2011 (Vaupés, Vichada y Guaviare) y 
los otros dos no (Putumayo y Guainía). Sorprendentemente, Guajira pasó de 
ser uno de los departamentos de menor cobertura en 2011 a ser uno de los de 
mayor cobertura en 2019. 

Así pues, los departamentos de mayor cobertura aumentaron su desempeño 
y los de menor cobertura también, pero en mayor medida que los primeros. 
Debido a esto, la brecha fue de 31.8 pp —con lo que se redujo 3.0 pp entre 
2011 y 2019—. Aun así, la brecha entre el departamento de mayor cobertura 
(San Andrés y Providencia) y el de menor cobertura (Vaupés) fue de 50.5 pp 
—con lo que se redujo 1.6 pp entre 2011 y 2019—. De nuevo, esto apunta a 
una alta heterogeneidad en la cobertura de los departamentos colombianos. De 
igual forma, la cobertura fue de 63.7 % para Colombia en conjunto —con lo 
que hubo un aumento de 1.9 pp entre 2011 y 2019 (figura 31).

Figura 31. Cobertura neta en educación preescolar en 2019 (%) 

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de Mineducación (2022).

Como la primera infancia es una etapa crítica para la formación de habili-
dades (ver sección de la función de producción educativa), es necesario reducir 
las brechas en cobertura en educación preescolar entre departamentos, como 
punto de partida para reducir las desigualdades educativas que tiene el país.

Cobertura en educación primaria

A continuación, se presentan datos de la cobertura neta en educación prima-
ria, la cobertura neta en educación primaria para hombres y para mujeres, y 
la brecha en la cobertura neta en educación primaria entre hombres y mujeres 
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para Colombia y como grupo de comparación, para Brasil (bra), Chile (chl), 
México (mex), Perú (per) y América Latina y el Caribe (lcn) entre 2011 y 20153.

En cobertura neta en educación primaria en 2011, México tenía la mayor 
cobertura, con un registro de 98.0 %. Le seguían Perú, con 96.5 %; Brasil, 
con 95.0 %; Chile y América Latina y el Caribe, con 94.8 %; y Colombia, con 
91.8 %. De forma que Colombia se ubicó en el sexto lugar de este grupo de 
comparación. En 2015, México continuaba con la mayor cobertura, con un 
registro de 96.1 %. Seguido de Brasil, con 94.7 %; Chile y América Latina y 
el Caribe con un 93.4 %; Perú, con 92.7 %; y Colombia con 91.9 %. Así pues, 
México tuvo un retroceso de 1.9 pp; Brasil, de 0.3; Chile y América Latina y el 
Caribe, de 1.4; y Perú de 3.8 pp. Por el contrario, Colombia tuvo un aumento 
de 0.1 pp. Con estos movimientos, Colombia seguía en el sexto lugar de este 
grupo de comparación. A la par de estos cambios, la brecha en cobertura que 
tenía Colombia con México se redujo en 2.0 pp entre 2011 y 2015; y era de 
4.1 en 2015; con Brasil, se redujo en 0.4 y era de 2.8 pp; con Chile y América 
Latina y el Caribe se redujo en 1.5 y era de 1.5 pp; y con Perú se redujo en 3.9 
y era de 0.8 pp (figura 32).

Figura 32. Cobertura neta en educación primaria (%)

 Fuente: elaboración propia a partir de los datos del World Bank (wb, 2022).

Lo que sigue es desagregar la cobertura neta en educación primaria tanto 
por hombres como por mujeres. En cobertura neta en educación primaria para 
hombres en 2011, Perú contaba con la cobertura más alta con un registro de 
96.2 %, seguido de Brasil con un 95.4 %, Chile y América Latina y el Caribe con 

3	 Las comparaciones se hacen entre estos países al ser las principales economías de 
América Latina y el Caribe.
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un 94.8 % y, en último lugar, Colombia con un 92.1 %. En 2015, Brasil pasaba 
a tener la cobertura más alta, con un registro de 94.8 %; seguido de Chile con 
un 93.4 %, América Latina y el Caribe con un 93.2 %, Perú con un 92.4 % y, 
en último lugar, Colombia con un 91.8 %. 

Así pues, Brasil tuvo un retroceso de 0.6 pp, Chile de 1.4 pp, América Lati-
na y el Caribe de 1.6 pp, Perú de 3.7 pp y Colombia de 0.3 pp. Colombia seguía 
en el quinto lugar de este grupo de comparación. A la par de estos cambios, la 
brecha de Colombia con Brasil se redujo en 0.3 pp entre 2011 y 2015 era de 
2.9 pp en 2015, con Chile se redujo en 1.1 pp y era de 1.6 pp, con América 
Latina y el Caribe se redujo en 1.2 pp y era de 1.4 pp y con Perú se redujo en 
3.4 pp y era de 0.6 pp (figura 33).

Figura 33. Cobertura neta en educación primaria para hombres (%) 

Fuente: elaboración propia a partir de los datos del wb (2022).

En cobertura neta en educación primaria para mujeres en 2011, Perú contaba 
con la mayor cobertura, con un registro de 96.9 %; seguido de América Latina y 
el Caribe con un 94.8 %, Chile con un 94.7 %, Brasil con un 94.6 % y, en último 
lugar, Colombia con un 91.5 %. En 2015, Brasil pasó a tener la cobertura más alta 
con un registro de 94.7 %, seguido de América Latina y el Caribe con un 93.6 %, 
Chile con un 93.5 %, Perú con un 93.1 % y, en último lugar, Colombia con un 
92.0 %. Así pues, Brasil tuvo un aumento de 0.1 pp, América Latina y el Caribe un 
retroceso de 1.2 pp, Chile un retroceso de 1.3, Perú un retroceso de 3.8 y Colombia 
un aumento de 0.6 pp. Nuevamente, Colombia seguía en el quinto lugar de este 
grupo. A la par de estos cambios, la brecha de Colombia con Brasil se redujo en 
0.5 entre 2011 y 2015 y era de 2.6 pp en 2015; con Chile, se redujo en 1.9 y era 
de 1.4 pp; con América Latina y el Caribe se redujo en 1.8 y era de 1.6 pp; y con 
Perú, se redujo en 4.4 y era de 1.0 pp (figura 34).
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Figura 34. Cobertura neta en educación primaria para mujeres (%) 

Fuente: elaboración propia a partir de los datos del wb (2022).

Ahora, la brecha en la cobertura neta en educación primaria entre hombres 
y mujeres (cobertura neta en educación primaria para hombres y cobertura neta 
en educación primaria para mujeres)4, en 2011, fue de 0.8 pp para Brasil, 0.7 pp 
para Colombia, 0.1 pp para Chile, 0.0 pp para América Latina y el Caribe y -0.7 
pp para Perú. En 2015, fue de 0.1 pp para Brasil, 0.0 pp para Chile, -0.2 pp para 
Colombia, -0.4 pp para América Latina y el Caribe y -0.6 pp para Perú. Así pues, la 
brecha entre hombres y mujeres varió 0.7 pp en Brasil entre 2011 y 2015, 0.1 pp en 
Chile, 0.9 pp en Colombia, 0.4 pp en América Latina y el Caribe, y 0.1 pp en Perú. 
De igual manera, la mayor variación en esta brecha se dio en Colombia (figura 35).

A partir de esto, el panorama en educación primaria es de una cobertura 
por encima de 90.2 % en el agregado; 90.3 % en hombres y 89.9 % en mujeres. 
Ello significa que ha cerrado brechas, pero aún se encuentra por debajo del 
grupo de comparación. Asimismo, a través de este periodo en cobertura en 
educación primaria, en hombres se da un retroceso de 0.3 pp, mientras que en 
mujeres se da un aumento de 0.6 pp; y la brecha entre hombres y mujeres pasa 
de 0.7 pp (en favor de los hombres) a -0.2 pp (en favor de las mujeres). De tal 
forma, a final del periodo la cobertura en educación primaria para las mujeres 
se ubica por encima de la cobertura para los hombres5.

4	 Un valor positivo es una brecha en favor de los hombres; un valor de cero indica que 
no hay brecha entre hombres y mujeres; y un valor negativo es una brecha en favor de 
las mujeres.

5	 Los datos de cobertura en educación primaria por hombres y por mujeres no se tienen 
para México. Por lo que el grupo de comparación en esta parte fue Brasil, Chile, Méxi-
co, Perú y América Latina y el Caribe.
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Figura 35. Brecha en la cobertura neta en educación primaria entre hombres y mujeres (pp) 

Fuente: elaboración propia a partir de los datos del wb (2022).

Cobertura en educación secundaria

A continuación, se dan a conocer datos sobre la cobertura neta en educación 
secundaria, la cobertura neta en educación secundaria para hombres y para 
mujeres, y la brecha en la cobertura neta en educación secundaria entre ambos 
para Colombia y como grupo de comparación para Brasil (bra), Chile (chl), 
México (mex), Perú (per) y América Latina y el Caribe (lcn), entre 2011 y 2017.

En cobertura neta en educación secundaria en 2011, Chile tuvo la cober-
tura más alta, con un registro de 85.2 %. Le seguían Perú con un 78.9 %, Brasil 
con un 78.0 %, Colombia con un 77.3 %, América Latina y el Caribe con un 
73.0 % y México con un 70.7 %. De forma que Colombia se ubicaba en el cuarto 
lugar de este grupo. En 2017, Chile continuaba con la cobertura más alta, con 
un registro de 88.7 %; y le seguían Perú con un 85.6 %, Brasil con un 81.7 %, 
México con un 81.2 %, América Latina y el Caribe con un 77.4 % y Colombia 
con un 76.6 %. Así pues, Chile tuvo un aumento de 3.4 pp, Perú de 6.7 pp, 
Brasil de 3.8 pp, México de 10.5 pp y América Latina y el Caribe de 4.4 pp. 
Por el contrario, Colombia tuvo un retroceso de 0.7 pp. 

Con estos movimientos, Colombia cayó dos posiciones, para ubicarse en el 
sexto lugar de este grupo de comparación. A la par de estos cambios, la brecha en 
cobertura que tenía Colombia con Chile tuvo un aumento de 4.1 pp entre 2011 
y 2017 y era de 12.1 pp en 2017, con Perú tuvo un aumento de 7.4 pp y era de 
9.0 pp, con Brasil tuvo un aumento de 4.5 pp y era de 5.2 pp, con México tuvo 
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un aumento de 11.2 pp y era de 4.6 pp y con América Latina y el Caribe tuvo un 
aumento de 5.1 pp y era de 0.8 pp (figura 36).

Figura 36. Cobertura neta en educación secundaria (%) 

Fuente: elaboración propia a partir de los datos del wb (2022).

Lo que sigue es desagregar la cobertura neta en educación primaria para 
hombres y mujeres. En cobertura neta en educación secundaria para hombres 
en 2011, Chile tuvo la cobertura más alta, con un registro de 83.6 %, seguido 
de Perú con un 77.8 %, Brasil con un 74.7 %, Colombia con un 74.5 %, Amé-
rica Latina y el Caribe con un 70.6 % y México con un 69.3 %. De manera que 
Colombia se ubicaba en el cuarto lugar de este grupo de comparación. En 2017, 
Chile continuaba con la cobertura más alta con un registro de 87.5 % seguido 
de Perú con un 86.4 %, Brasil con un 80.3 %, México con un 79.8 %, América 
Latina y el Caribe con un 75.8 % y Colombia con un 73.9 %. Así pues, Chile 
tuvo un aumento de 3.9 pp, Perú de 8.7 pp, Brasil de 5.7 pp, México de 10.6 
pp y América Latina y el Caribe de 5.3 pp. Por el contrario, Colombia tuvo un 
retroceso de 0.5 pp.

Con estos movimientos, Colombia cayó dos posiciones y se ubicaba en el 
sexto lugar de este grupo de comparación. A la par de estos cambios, la brecha 
en cobertura que tenía Colombia con Chile tuvo un aumento de 4.4 pp entre 
2011 y 2017 y era de 13.5 pp en 2017, con Perú tuvo un aumento de 9.2 pp 
y era de 12.5 pp, con Brasil tuvo un aumento de 6.2 pp y era de 6.4 pp, con 
México tuvo un aumento de 11.1 pp y era de 5.9 pp y con América Latina y el 
Caribe tuvo un aumento de 5.8 pp y era de 1.9 pp (figura 37).
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Figura 37. Cobertura neta en educación secundaria para hombres (%) 

Fuente: elaboración propia a partir de los datos del WB (2022).

En cobertura neta en educación secundaria para mujeres en 2011, Chile 
tuvo la cobertura más alta con un registro de 87.0 %, seguido de Brasil con un 
81.4 %, Colombia y Perú con un 80.2 %, América Latina y el Caribe con un 
75.5 % y México con un 72.1 %. De tal forma, Colombia, junto con Perú, se 
ubicaba en el tercer lugar de este grupo de comparación. En 2017, Chile con-
tinuaba con la cobertura más alta con un registro de 89.9 %, seguido de Perú 
con un 84.7 %, Brasil con un 83.2 %, México con un 82.5 %, Colombia con un 
79.3 % y América Latina y el Caribe con un 78.9 %. Así pues, Chile tuvo un 
aumento de 3.9 pp, Perú de 4.6 pp, Brasil de 1.8 pp, México de 10.4 pp y Amé-
rica Latina y el Caribe de 3.5 pp. Por el contrario, Colombia tuvo un retroceso 
de 0.9 pp. Con estos movimientos, Colombia caía dos posiciones y se ubicaba 
en el quinto lugar de este grupo de comparación. A la par de estos cambios, la 
brecha en cobertura que tenía Colombia con Chile tuvo un aumento de 3.8 pp 
entre 2011 y 2017 y era de 10.6 pp en 2017, con Perú tuvo un aumento de 5.4 
pp y era de 5.4 pp, con Brasil tuvo un aumento de 2.7 pp y era de 3.9 pp, con 
México tuvo un aumento de 11.3 pp y era de 3.2 pp y con América Latina y el 
Caribe tuvo un aumento de 4.3 pp y era de -0.4 pp (figura 38).

Finalmente, la brecha en la cobertura neta en educación secundaria entre 
hombres y mujeres en 2011 fue de -2.4 pp para Perú, -2.8 pp para México, -3.4 
pp para Chile, -4.9 pp para América Latina y el Caribe, -5.7 pp para Colombia y 
-6,7 pp para Brasil. En 2017, fue de 1.7 pp para Perú, -2.4 pp para Chile, -2.7 
pp para México, -2.8 pp para Brasil, -3.1 pp para América Latina y el Caribe 
y -5.4 pp para Colombia. Así pues, la brecha entre hombres y mujeres varió  
4.1 pp en Perú entre 2011 y 2017, 0.9 pp en Chile, 0.1 pp en México, 3.8 pp 
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en Brasil, 1.8 pp en América Latina y el Caribe y 0.3 pp en Colombia. La menor 
variación en esta brecha se dio en México (figura 39).

Figura 38. Cobertura neta en educación secundaria para mujeres (%) 

Fuente: elaboración propia a partir de los datos del wb (2022).

Figura 39. Brecha en cobertura neta en educación secundaria (pp) 

Fuente: elaboración propia a partir de los datos del wb (2022).

A partir de esto, el panorama a través de este periodo es de una cobertu-
ra en educación secundaria por encima de 75.6 % en el agregado, 72.7 % en 
hombres y 78.5 % en mujeres, que ha incrementado brechas y que se encuentra 
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por debajo del grupo de comparación en cada uno de estos. Asimismo, a lo 
largo de este periodo, se dio un retroceso de 0.5 pp en cobertura secundaria en 
hombres y en mujeres de 0.9 pp. Esto llevó la brecha entre hombres y mujeres 
de un -5.7 pp a un -5.4 pp. Aunque retrocede, a final del periodo la cobertura en 
educación primaria para las mujeres se ubica aún por encima de la cobertura 
para los hombres.

En general, estos resultados apuntan a que Colombia, por una parte, tiene 
una alta heterogeneidad en cobertura preescolar y, por otra, se encuentra por 
detrás de Brasil, Chile, México, Perú y América Latina y el Caribe tanto en co-
bertura neta en primaria y en secundaria como en cobertura neta en primaria y 
en secundaria para hombres y para mujeres. Por tanto, la cobertura es un área 
en la que deben llevarse a cabo diagnósticos e intervenciones.

Calidad educativa

Sumado a la cobertura, otro de los objetivos que debe tener un sistema educa-
tivo es ofrecer una buena calidad para todas las personas. En las pruebas Pisa 
de 2018, Colombia obtuvo puntajes de 412 en lectura, 391 en matemáticas, y 
413 en ciencias; también ocupó el puesto 58 en lectura, 69 en matemáticas y 
62 en ciencias de un total de 78 países. Beijing, Shanghai, Jiangsu y Zhejiang 
(bsjz), China, líderes globales, obtuvieron un puntaje de 555 en lectura, 591 en 
matemáticas y 590 en ciencias. Chile, líder regional, obtuvo un puntaje de 452 
en lectura; Uruguay y Chile, líderes regionales, obtuvieron unos puntajes de 
418 y 417 cada uno en matemáticas; y de nuevo Chile, líder regional, obtuvo 
un puntaje de 444 en ciencias. Con estos puntajes, la brecha era de 143 puntos 
con bsjz, China y de 40 con Chile en lectura, de 200 con bsjz, China y de 27 
con Uruguay y 26 con Chile en matemáticas, y de 177 con bsjz, China y de 31 
con Chile en ciencias.

Al desagregar por áreas, se obtiene lo siguiente. En lectura, Brasil obtuvo 
un puntaje de 413, México de 420 y Perú de 401, de manera que el puntaje 
de Colombia (412) fue más bajo que el de Brasil y México y más alto que el de 
Perú. En matemáticas, Brasil obtuvo un puntaje de 384, México de 409, y Perú 
de 400. Con esto, el puntaje de Colombia (391) fue más bajo que el de México 
y Perú y más alto que el de Brasil. En ciencias, Brasil obtuvo un puntaje de 404, 
México de 419 y Perú de 404, de manera que el puntaje de Colombia (413) fue 
menor que el de México y mayor que el de Brasil y Perú. Así, Colombia solo se 
ubicó por debajo de México en todas las áreas. A pesar de esto, los puntajes de 
Colombia no fueron estadísticamente diferentes de los de México y Brasil en 
lectura ni estadísticamente diferentes de los de México en ciencias. En suma, 
este grupo de países tiene unos resultados similares.
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¿Cómo han cambiado estos resultados a través del tiempo? Al obtener 412 
en lectura en 2018, en Colombia hubo una caída, en comparación con 2015, 
cuando obtuvo 425; al obtener 391 en matemáticas, hubo un aumento de 1 
punto, en comparación con 2015, cuando obtuvo 390; y al obtener 413 en 
ciencias, hubo un aumento de 3 puntos, en comparación con 2015, cuando 
obtuvo 416. Los puntajes en matemáticas y en ciencias en 2018 no fueron 
estadísticamente diferentes de los de 2015. En comparación con 2006, año en 
el que el país participó por primera vez en estas pruebas, hubo un aumento de 
27 puntos en lectura, de 21 puntos en matemáticas, y de 25 puntos en ciencias, 
con lo que se encuentra que el desempeño va en aumento en estas áreas.

Por hombres y mujeres, en Colombia las mujeres obtuvieron en promedio 
10 puntos más que los hombres en lectura, pero los hombres obtuvieron 20 
puntos más en matemáticas y 12 puntos más en ciencias. El puntaje promedio 
de las mujeres fue 5 puntos más bajo que en 2015 en lectura. Asimismo, el 
puntaje promedio de los hombres fue 9 puntos más alto que en 2015 en mate-
máticas y es 1 punto más alto en ciencias. Mientras que, en Brasil, las mujeres 
obtuvieron en promedio 26 puntos más que los hombres en lectura, en Chile 
20 puntos más, en México y en Perú 11 puntos más. Pero en Brasil los hombres 
obtuvieron 9 puntos más que las mujeres en matemáticas y 2 puntos más en 
ciencias, en Chile 7 y 3 puntos más, en México 12 y 9 puntos más, y en Perú 
16 y 13 puntos más.

El mayor desempeño de los hombres en comparación con el de las mujeres 
en matemáticas y ciencias se explica por los estereotipos de género que existen 
y mantienen los colegios y los profesores (Lavy y Sand, 2015). Estos estereoti-
pos afectan las ocupaciones que eligen tanto hombres como mujeres en etapas 
siguientes de su formación y, por tanto, tienen consecuencias negativas en el 
mercado laboral para las mujeres, por lo que reducir estos sesgos debe ser un 
objetivo de la política educativa.

Por nivel socioeconómico, en Colombia los estudiantes favorecidos ob-
tuvieron, en promedio, 86 puntos más que los estudiantes desfavorecidos en 
lectura. Esta cifra se encuentra por debajo del valor que toma para Perú, 110 
puntos, por debajo del valor que toma para Brasil, 97 puntos, por debajo del 
valor que toma para Chile, 87 puntos, y por encima del valor que toma para 
México, 81 puntos. Entonces, esta brecha se encuentra 24 puntos por debajo 
de México, 11 puntos por debajo de Brasil, un punto por debajo de Chile y 7 
puntos por encima de México. Por otra parte, en Colombia esta brecha se ha 
reducido en 4 puntos entre 2009 y 2018.

Ahora, por tipo de establecimiento, en Colombia los colegios privados 
obtuvieron un puntaje de 479 en lectura, los colegios públicos urbanos obtu-
vieron 411 y los colegios públicos rurales obtuvieron 383. Esto es igual a un 
aumento de 7 puntos entre 2015 y 2018 en privados, una caída de 22 puntos en 
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públicos urbanos y una caída de 19 puntos en públicos rurales, de manera que 
estas brechas van en aumento. La brecha se ubica en 68 puntos entre privados y 
públicos urbanos y en 96 puntos entre privados y públicos rurales. Esta brecha 
entre privados y públicos urbanos es más baja que por nivel socioeconómico, pero 
entre privados y públicos rurales es más alta que por nivel socioeconómico 

(ocde, 2019a-f; Icfes, 2020).
Entonces, en Colombia, hay amplias brechas tanto con los líderes globales 

como con los regionales, entre hombres y mujeres en matemáticas y ciencias, 
por nivel socioeconómico, y por tipo de establecimiento (privado-público y 
urbano-rural). Por tanto, la calidad es otra área en la que se deben llevar a cabo 
diagnósticos y políticas. Asimismo, las políticas públicas deben buscar al mismo 
tiempo los objetivos de cobertura y calidad.

Años de escolaridad

Ante este escenario en cobertura y calidad, ¿cuántos años de escolaridad pro-
medio y cuántos años de escolaridad promedio ajustados por aprendizaje ob-
tiene Colombia en el agregado, por hombres y por mujeres? A la vez, ¿cómo se 
compara esto con los que obtiene Brasil, Chile, México y Perú?

En años de escolaridad promedio, el país con el registro más alto es Chile. 
Después van Perú, México, Colombia y Brasil. Colombia cuenta con 8.5 años 
de escolaridad promedio, mientras que Brasil cuenta con 8.0, Chile con 10.6, 
México con 8.8, y Perú con 9.7. Entonces, Brasil cuenta con 0.5 años de escola-
ridad promedio menos que Colombia, Chile cuenta con 2.1 años de escolaridad 
promedio más, México con 0.3 más y Perú con 1.2 más (figura 40). En años 
de escolaridad promedio ajustados por aprendizaje, el país con el registro más 
alto es, de nuevo, Chile. Le sigue México, Colombia y Perú, y Brasil. Colombia 
cuenta con 8.6 años de escolaridad ajustados por aprendizaje, Brasil con 7.9, 
Chile con 9.4, México con 8.8 y Perú con 8.6. 

Entonces, Brasil cuenta con 0.7 años de escolaridad promedio ajustados por 
aprendizaje menos; mientras que Chile cuenta con 0.8 años de escolaridad pro-
medio más, México con 0.2 más; y Perú tiene los mismos años de escolaridad 
promedio, ajustados por aprendizaje. Si se ajustan por aprendizaje, Colombia 
aumenta los años de escolaridad, Brasil los disminuye, Chile los disminuye, 
México se encuentra igual y Perú los disminuye (figura 41). Esto mantiene a 
Chile en primer lugar, mueve a Perú del segundo al cuarto lugar, a México del 
tercer al segundo lugar, a Colombia del cuarto al tercer lugar, pero mantiene a 
Brasil en quinto lugar.
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Figura 40. Años de escolaridad promedio en 2019 

Fuente: elaboración propia a partir de los datos del undp (2022).

Figura 41. Años de escolaridad promedio, ajustados por aprendizaje en 2020 

Fuente: elaboración propia a partir de los datos del wb (2022).

¿Por hombres y por mujeres cómo está este asunto? En Colombia, las 
mujeres alcanzan 8.6 años de escolaridad promedio y los hombres, 8.3. En 
Brasil, las mujeres alcanzan 7.7 años de escolaridad promedio y los hombres, 
8.2; en Chile las mujeres alcanzan 10.5 y los hombres, 10.7; en México las 
mujeres alcanzan 8.6 y los hombres, 8.9; y en Perú las mujeres alcanzan 9.1 
y los hombres, 10.3. Así pues, en Colombia hay una brecha en favor de las 
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mujeres, mientras que en Brasil, Chile, México y Perú hay una brecha en favor 
de los hombres (figura 42).

Figura 42. Años de escolaridad promedio de los hombres y las mujeres en 2019 

Fuente: elaboración propia a partir de los datos del undp (2022).

En Colombia, tanto los hombres como las mujeres alcanzan 8.6 años de 
escolaridad promedio, ajustados por aprendizaje, de manera que no hay brecha 
entre hombres y mujeres. Entretanto, en Chile las mujeres alcanzan 9.5 años 
de escolaridad promedio ajustados por aprendizaje y los hombres, 9.3 con lo 
hay una brecha de 0.2 años de escolaridad en favor de las mujeres. En México, 
las mujeres alcanzan 8.9 y los hombres 8.8 con lo que hay una brecha de 0.1 
años de escolaridad en favor de las mujeres; y en Perú los hombres alcanzan 
8.8 y las mujeres 8.5, con lo que hay una brecha de 0.3 años de escolaridad en 
favor de los hombres (figura 43)6.

Nuestro país todavía se encuentra por debajo de Chile, México y Perú en 
años de escolaridad ajustados por aprendizaje, tanto en hombres como en muje-
res, por lo que deben reducirse estas brechas entre estos países. Un objetivo más 
ambicioso sería alcanzar más años de escolaridad, ajustados por aprendizaje, 
que los que presentan estos países.

6	 Los datos de años de escolaridad promedio ajustados por aprendizaje por hombres y 
por mujeres no se tienen para Brasil, por lo que el grupo de comparación en esta parte 
estuvo constituido por Chile, México y Perú.
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Figura 43. Años de escolaridad promedio ajustados por aprendizaje  
por hombres y por mujeres en 2020 

Fuente: elaboración propia a partir de los datos del wb (2022).

Políticas educativas

¿Cuáles son las lecciones de las evaluaciones de impacto de intervenciones 
educativas en los países en vías de desarrollo? La siguiente revisión de litera-
tura solo usa estudios que llevan a cabo experimentos (asignación aleatoria al 
tratamiento) o cuasiexperimentos (asignación cuasialeatoria al tratamiento). La 
clasificación se hace según el tipo de intervención: ya sea de demanda (como 
disminuir los costos de asistir a los colegios) o de oferta (como aumentar la 
cantidad y calidad de los recursos escolares) (Murnane y Ganimian, 2014). 
Junto con esta revisión, se van presentando algunos hallazgos más recientes 
para Colombia y otros países en desarrollo.

Por el lado de la demanda, reducir los costos de asistir a los colegios au-
menta la matrícula, pero puede reducir el desempeño de algunos estudiantes y 
hacer que los padres (aquellos que tienen mayores ingresos) prefieran cambiar 
a sus hijos a colegios privados. Por otra parte, la construcción de colegios ha 
aumentado la matrícula y los años de escolaridad y mejorado los resultados 
en pruebas específicas, como los resultados en matemáticas y en lenguaje. La 
construcción de colegios aumenta la probabilidad de ser trabajador formal en la 
edad adulta, de no trabajar en la agricultura y de emigrar. Los beneficios también 
se extienden a las futuras generaciones (Akresh et al., 2018). Por último, dar 
acceso a un medio de transporte (al igual que las dos anteriores intervenciones) 
ha aumentado la matrícula.
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Otras intervenciones, como cubrir los costos de uniformes, aumentan la 
asistencia al colegio y tienen un impacto positivo sobre los resultados escola-
res. Asimismo, han sido más efectivas a medida que los costos de obtenerlos 
se reducen. Para los programas de alimentación escolar, los efectos son mixtos, 
esto es, hay intervenciones que muestran resultados positivos sobre matrícula y 
asistencia (Collante-Zárate et al., 2022) y otras que no muestran resultados. De 
igual manera, proporcionar medicamentos o medicamentos y micronutrientes 
puede aumentar la matrícula y la asistencia, pero tiene efectos mixtos sobre los 
resultados escolares. Las intervenciones en educación temprana pueden aumentar 
los resultados educativos y las habilidades cognitivas (Bernal y Ramírez, 2019). 
Asimismo, pueden mejorar los resultados en el mercado laboral —por ejemplo, 
mejores salarios y mayores ganancias (Gertler et al., 2021)—. Estos efectos son 
mayores cuanto menores sean los niños al momento de aplicar el tratamiento.

Las transferencias monetarias condicionadas (tmc), que exigen unos ob-
jetivos mínimos en educación a los hogares que las reciben, han aumentado 
la matrícula tanto en el corto plazo (en colegios) como en el largo plazo —en 
universidades (Attanasio et al., 2021). Los efectos de las tmc han sido mayores 
cuando se han complementado con intervenciones conductuales (Datta et al., 
2021). El tamaño del efecto ha sido superior cuanto mayor es la duración de 
las intervenciones. Asimismo, este tamaño depende de las condiciones sobre 
estas transferencias. Por ejemplo, que la condición sea matricular a los niños 
en el siguiente grado puede tener mayores efectos que solo condicionar la asis-
tencia. Se ha encontrado que estas transferencias tienen mejores efectos que las 
transferencias monetarias no condicionadas (tmnc) —otro tipo de transferencias 
que no exige ningún comportamiento de los que las reciben—. Sobre el efecto 
de otro tipo de condiciones, las becas por pobreza y por mérito han mejorado 
los resultados de inscripción y asistencia, pero solo las becas por mérito han 
mejorado los resultados cognitivos y laborales (Barrera-Osorio y Filmer, 2016; 
Barrera-Osorio et al., 2018).

Si los padres subestiman los beneficios de educar a sus hijos, informarlos 
puede aumentar los años de escolaridad (Hastings et al., 2015). A su vez, la 
forma de informar importa. Si los profesores le informan de estos beneficios a 
los padres y los niños, aumenta la asistencia y los resultados escolares. Pero si 
se elige una persona que es un modelo para otras por algunas de sus caracte-
rísticas (por ejemplo, su éxito en un área), los resultados dependerán de que 
esta persona posea un origen similar al de los niños. Los efectos también van a 
depender de qué otra información se presente. En algunos casos, puede tener 
efectos negativos, si es información que desalienta a los estudiantes.

En las intervenciones que han entregado incentivos directamente a los 
estudiantes por aprobar un examen general no se han encontrado efectos. No 
obstante, por resultados promedio entre varias áreas sí se han encontrado efectos 
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positivos. El diseño va a ser importante en estas intervenciones, debido a que 
este tipo de incentivos puede crear nuevos problemas, como llevar a que los 
estudiantes hagan trampa.

La información que se dé sobre las escuelas a los padres y los niños puede 
mejorar la elección de escuela y estimular la competencia entre escuelas y, por 
medio de estos canales, mejorar los resultados educativos. Esto ocurre, princi-
palmente, con los niños que obtienen bajos resultados (Abdulkadiroglu et al., 
2020; Ainsworth et al., 2020). Los vales escolares que les dan a los padres la 
libertad de elegir el colegio de sus hijos han aumentado los resultados educativos 

(Angrist et al., 2002; Angrist et al., 2006; Murnane et al., 2017). Este hallazgo 
puede cambiar según la temporalidad del seguimiento: los resultados pueden 
ser mayores a medida que pasan los años. Los colegios en concesión, que son 
colegios públicos administrados por privados, han mejorado los resultados 
educativos (Instituto de Estudios Urbanos, 2015). Dar subsidios a los colegios 
privados por atender a niños de bajos ingresos puede aumentar la matrícula y 
también los resultados educativos.

Por el lado de la oferta, se encuentra lo siguiente. Incrementar los insumos 
(como computadores) en los colegios y en las casas sin acompañamiento no ha 
mejorado los resultados educativos. Ampliar la jornada escolar ha tenido resul-
tados positivos pequeños. Con el fin de mejorar la instrucción, la reducción del 
tamaño de las clases ha tenido resultados positivos, pero dar retroalimentación 
de los resultados educativos de los niños no los ha tenido. El apoyo por medio de 
tutores y el aprendizaje asistido por computadora (en mayor medida si la com-
putadora es complemento y no sustituto) han tenido resultados positivos. Por 
otra parte, el uso de elementos de juegos para mejorar el aprendizaje por medio 
de nuevas tecnologías ha tenido resultados positivos (Araya et al., 2019).

En los casos en que las comunidades tienen una función de supervisión 
de los colegios y se les informa sobre esto, no aumenta la participación de los 
padres y tampoco mejora la asistencia de niños y profesores. Por su parte, las 
subvenciones y la planificación en simultáneo sí han aumentado los resultados 
educativos, pero tan solo en algunas áreas.

Los profesores importan: las habilidades cognitivas de los profesores están 
relacionadas con mejores resultados educativos (Hanushek et al., 2019). Los 
incentivos a los profesores, como mayores salarios, no han mejorado los resul-
tados (De Ree et al., 2018). En algunos casos, estos incentivos sí han mejorado 
los resultados, pero solo al atraer a mejores profesores (Bobba et al., 2021). 
Esto mismo ocurre en los casos en que los incentivos van a los directores o 
a los padres. Entre alternativas, como incentivos individuales o grupales, los 
primeros lo han hecho mejor que los segundos. La contratación de profesores 
adicionales puede tener efectos positivos (mejores resultados en pruebas de 
conocimientos) y efectos negativos también (como desalentar a los profesores 
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ya establecidos). La formación para los profesores tiene resultados mixtos. Las 
instrucciones para impartir clases sí han tenido efectos positivos, pero pueden 
tener efectos diferentes según el rendimiento de los estudiantes. El aprendizaje 
entre pares también tiene efectos positivos.

Aunque estas intervenciones ofrecen opciones políticas, el uso de expe-
rimentos y cuasiexperimentos ha sido criticado, especialmente por su validez 
externa, esto es, su capacidad para implementarse en contextos distintos. Aun-
que la aleatorización garantiza resultados válidos dentro de un contexto, estos 
pueden no ser replicables en otros debido a diferencias en las poblaciones y 
circunstancias. De hecho, se ha demostrado que algunos métodos más simples 
pueden tener una mayor validez externa (Pritchett, 2021). Además, lo que fun-
ciona en un lugar o momento podría no ser efectivo en otro; por ejemplo, una 
intervención exitosa en un entorno urbano podría no funcionar en una zona 
rural con barreras geográficas. Por lo tanto, es crucial realizar un diagnóstico 
para entender el contexto antes de aplicar estas lecciones (Rodrik, 2010).

¿Qué cambió con el covid-19?

Poder adquirir un conjunto amplio de habilidades a través del tiempo depen-
de de tener unas competencias mínimas en lectura, desde edades tempranas. 
Aprender a leer es aprender a aprender. La pobreza de aprendizaje es el porcen-
taje de niños y niñas que no puede leer y comprender un texto a la edad de 10 
años, junto con los niños y niñas que no acceden al sistema educativo. Antes de 
la pandemia de covid-19, el 52.7 % de los niños y las niñas en países de ingresos 
bajos y medianos se encontraba en pobreza de aprendizaje. A partir del cierre 
de colegios en más de 180 países y el paso (con las dificultades que hubo) a la 
enseñanza virtual por el covid-19, se esperaba que esta cifra aumentara aún más.

Las primeras simulaciones apuntaban a que la pobreza de aprendizaje en 
los países de ingresos bajos y medianos iba a aumentar 3.6 pp en un escenario 
optimista y 10.5 pp en un escenario pesimista, con lo que registraría un 56.3 % 
en el primer caso y 63.2 % en el segundo. Por regiones, Asia Oriental y el Pacífico 
pasaría de 21.2 % a 23.3 % en el primer caso y 28.8 % en el segundo; Europa 
y Asia Central de 13.3 % a 14.8 % en el primer caso y 18.1 % en el segundo; 
América Latina y el Caribe de 50.8 % a 53.9 % en el primer caso y 62.3 % en 
el segundo; Oriente Medio y África del Norte de 63.3 % a 65.2 % en el primer 
caso y 69.8 % en el segundo; Asia del Sur de 58.3 % a 64.7 % en el primer caso 
y 74.8 % en el segundo, y África subsahariana de 86.7 % a 88.4 % en el primer 
caso y 91.3 % en el segundo.

En el escenario pesimista, África subsahariana iba a presentar la mayor 
pobreza de aprendizaje con registro de 91.3 %. A lo que le seguía Asia del Sur 
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con un 74.8 % y África del Norte con un 69.8 %. En el mismo escenario, Asia 
del Sur presentaría el mayor aumento en pobreza de aprendizaje, que era de 
16.5 pp, América Latina y el Caribe, el segundo mayor aumento, que era de 
11.5 pp, y Europa y Asia Central el tercer mayor aumento, que era de 7.6 pp. 
Por otra parte, se calculaba que los estudiantes iban a perder alrededor de 10 
billones de dólares de ingresos a lo largo de su vida laboral, debido al cierre de 
colegios (Azevedo, 2020).

Las últimas simulaciones apuntan a que la pobreza de aprendizaje en los 
países de ingresos bajos y medianos pasaría a 68.2 % en un escenario optimista 
y 71.2 % en un escenario pesimista. De nuevo, por regiones, Asia Oriental y el 
Pacífico pasaría a un 43.0 % en el primer caso y 45.6 % en el segundo; Europa 
y Asia Central a un 13.3 % en el primer caso y 14.5 % en el segundo; Améri-
ca Latina y el Caribe a un 74.9 % en el primer caso y 81.1 % en el segundo; 
Oriente Medio y África del Norte a un 65.2 % en el primer caso y 69.8 % en el 
segundo; Asia del Sur a un 69.1 % en el primer caso y 70.5 % en el segundo, 
y África subsahariana a un 89.0 % en el primer caso y 89.7 % en el segundo 
caso. Al comparar entre estas simulaciones, en general hay un empeoramiento 
en las pérdidas de pobreza de aprendizaje. Además, ahora se calcula que los 
estudiantes van a perder alrededor de 21 billones de dólares de ingresos a lo 
largo de su vida laboral, debido al cierre de colegios (Unicef, 2022).

Esto será desfavorable para la desigualdad, debido a que los cierres de 
colegios se concentraron en los lugares de menores ingresos y a que, condi-
cionadas a los cierres, las mayores pérdidas de aprendizaje (como no aprender 
suficiente o incluso caer por debajo del punto de partida) se dieron entre los 
hogares con menor nivel educativo. Detrás de esto, se encuentran los siguientes 
tres mecanismos. En primer lugar, los medios de los colegios para llevar a cabo 
el aprendizaje desde las clases virtuales. En segundo lugar, el esfuerzo de los 
padres para apoyar el aprendizaje desde el hogar. En tercer lugar, el esfuerzo 
de los niños, que tienen menores capacidades de estudiar por sí solos. Estos 
tres mecanismos interactúan entre sí y fortalecen o debilitan el aprendizaje 
(Blanden et al., 2022).

El cierre de colegios también tuvo efectos sobre los resultados laborales de 
los padres. Aunque el cierre no afectó el margen extensivo (el número de perso-
nas que trabajan), sí afectó el margen intensivo (el número de horas trabajadas). 
Así, los padres —tanto mujeres como hombres— redujeron la cantidad de horas 
que trabajaban (alrededor de 1.5 horas por semana). Como porcentaje de las horas 
trabajadas, la caída fue mayor para las mujeres (6.5 %) que para los hombres 
(4.3 %). Esta caída en la cantidad de horas que trabajaban fue mayor para los 
padres con menor nivel educativo (García y Cowan, 2022). Ahora, la reapertura 
de colegios afectó el margen extensivo e intensivo de las mujeres casadas con 
hijos en edad escolar. Así, estas mujeres aumentaron tanto el empleo como las 
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horas trabajadas. Los efectos fueron mayores para las mujeres casadas con hijos 
entre 12 y 17 años (Hansen et al., 2022). Con todo, la reapertura, al reducir la 
carga del cuidado que recae principalmente en las mujeres, ayuda a cerrar las 
brechas entre hombres y mujeres.

En Colombia, algunas medidas para hacer frente a la crisis educativa fueron 
el ajuste de los programas de alimentación escolar para recibirlos en el hogar, el 
establecimiento de convenios con emisoras radiales y canales de televisión para 
facilitar la educación en casa —como también hicieron otros países latinoame-
ricanos (Arias-Ortiz et al., 2020)—, las inversiones en materiales y el entrena-
miento de los docentes para facilitar el tránsito hacia la modalidad virtual, y las 
líneas de crédito con el fin de evitar la deserción.

A partir de estadísticas descriptivas de 2020, se obtiene lo siguiente en 
algunos indicadores educativos. En primer lugar, el traslado de 266 657 estu-
diantes —el 71.0 % de colegios privados hacia colegios públicos y el 21.0 % de 
colegios públicos hacia colegios privados—. En segundo lugar, la deserción de 
243 801 estudiantes —un 2.7 % de un año a otro—. En tercer lugar, la repitencia 
con cifras de 6.2 % en primaria y 11.3 % en secundaria. Y, en cuarto lugar, el 
aumento de las brechas existentes en resultados educativos por características 
socioeconómicas.

Finalmente, se encontró que el plan piloto de alternancia en los colegios 
públicos (el retorno de colegios con condiciones mínimas de bioseguridad) 
entre septiembre y diciembre de 2020 tuvo impacto positivo a nivel individual 
en los resultados de las Pruebas Saber 11. Por puntaje global, hubo un aumento 
de 7.14 %. Por áreas, hubo un aumento de 6.88 % en matemáticas, 7.15 % en 
lectura y 6.10 % en ciencias. Estos resultados se mantienen luego de controlar 
por características socioeconómicas. El plan piloto de alternancia en los colegios 
públicos también tuvo impacto positivo a nivel de colegio en los resultados 
de las Pruebas Saber 11 (Melo-Becerra et al., 2021). Estos resultados van en la 
misma línea que los encontrados para Brasil (Lichand et al., 2021).

Políticas educativas para evitar la deserción y 
recuperar las pérdidas de aprendizaje por el covid-19

Ante este escenario, ¿qué deben hacer los Gobiernos para evitar la deserción, 
por un lado y recuperar las pérdidas de aprendizaje, por otro lado? Para evitar 
la deserción, las transferencias —condicionadas a matricular a los niños en el 
siguiente grado— deben ser el pilar de esta estrategia. Para recuperar las pérdi-
das de aprendizaje, se obtiene lo siguiente. En primer lugar, debe tenerse una 
hoja de ruta para esta recuperación. Con este objetivo, se necesita saber, por 
cursos y por grados, qué contenidos se cubrieron mientras los colegios estaban 
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cerrados y se necesita tener un sistema de evaluación para saber dónde están las 
debilidades y, por tanto, hacia dónde se deben enfocar las políticas. 

En segundo lugar, el aprendizaje debe ser adaptativo a las necesidades de 
los estudiantes. Con este objetivo, los profesores deben recurrentemente evaluar 
a los estudiantes y agruparlos según sus necesidades. En tercer lugar, la amplia-
ción de la jornada o del calendario escolar puede compensar el tiempo que los 
colegios estuvieron cerrados. En cuarto lugar, el apoyo a los estudiantes que lo 
necesitan debe extenderse. Por ejemplo, por medio de programas de fines de 
semana y de vacaciones o por medio de tutorías (Abizanda et al., 2022).

En un metaanálisis de 96 ensayos controlados aleatorios, que únicamente 
comparan el efecto de recibir una tutoría respecto a no recibirla, se encontró 
un aumento de 0.37 desviaciones estándar en los puntajes de pruebas estanda-
rizadas. Este aumento, por encima de 0.30 desviaciones estándar, se considera 
alto si se compara con otras intervenciones educativas. Asimismo, algunas ca-
racterísticas deseables que deben cumplir las tutorías para ser efectivas son las 
siguientes. Primero, es preferible que las tutorías estén a cargo de profesores o 
estudiantes universitarios. Los profesores son la mejor opción para construir 
habilidades, debido a su capacitación y familiaridad con el proceso formativo  
de los estudiantes. Pero la opción que mejor pondera los costos y los beneficios 
son los estudiantes universitarios. Segundo, deben apuntar a la educación pri-
maria. Asimismo, las tutorías en primaria deben enfocarse en lectura, mientras 
que las tutorías para secundaria deben enfocarse en matemáticas.

Tercero, deben llevarse a cabo durante el tiempo escolar (Nickow et al., 
2020). En Italia, durante la pandemia por covid-19, fue implementado un 
programa de tutorías virtuales por parte de estudiantes universitarios, que dio 
lugar a un aumento de 0.26 desviaciones estándar en los puntajes de pruebas 
estandarizadas. También hubo aumentos en el bienestar psicológico, las aspi-
raciones, y las habilidades socioemocionales (Carlana y La Ferrara, 2021). Así 
pues, esta es una de las mejores herramientas con las que cuentan los hacedores 
de política para construir un plan de choque para recuperar las pérdidas de 
aprendizaje.

Educación y etnia

Una etnia es una comunidad que comparte una identidad racial, un conjunto de 
valores, costumbres y creencias y, muchas veces, también una lengua. En Colom-
bia la población que pertenece a algún grupo étnico —como los indígenas, los 
afrocolombianos y los rrom— se caracteriza por menores niveles de educación 
y de ingresos y mayores niveles de pobreza. Esto pone una serie de restricciones 
al buen rendimiento académico de los estudiantes étnicos, quienes obtienen 
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puntajes más bajos que los estudiantes sin adscripción a etnia en matemáticas y 
en lectura en las Pruebas Saber 11. En particular, las madres de los estudiantes 
étnicos tienen un menor nivel educativo que las madres de los estudiantes sin 
adscripción a una etnia; alrededor del 50.0 % de los hogares con estudiantes 
étnicos obtiene menos de un salario mínimo como ingresos, mientras que esta 
cifra es de alrededor de 30.0 % para los hogares de estudiantes sin etnia, y los 
estudiantes étnicos se encuentran principalmente en áreas rurales en las que 
hay mayores niveles de pobreza.

Una vez llevada a cabo una descomposición de la brecha académica en 
matemáticas, 5.75 pp pueden explicarse por factores observados (como menores 
niveles de educación e ingresos) y 3.74 pp por factores no observados (como 
autoestima), para una brecha total de 9.59 %. En lectura, 2.58 pp se explican 
por factores observados y 1.71 pp por factores no observados, para una brecha 
total de 4.74 %. Así pues, los factores observados explican la mayor parte de 
la brecha entre estudiantes étnicos y no étnicos: 2.01 pp más en matemáticas 
y 0.87 en lectura. Estas brechas cambian de tamaño según el departamento. 
En matemáticas, varía entre un 2.0 % y un 14.0 % y la brecha es más alta en 
Amazonas, Vaupés y Vichada. Asimismo, en lectura varía entre un 1.5 % y un 
6.0 % y la brecha es más alta es en Nariño, Cauca y Antioquia. Las brechas 
también son mayores en los departamentos con mayor porcentaje de población 
que pertenece a algún grupo étnico. En esos departamentos cambia el patrón 
nacional y los factores no observados explican una mayor parte de la brecha 
entre estudiantes étnicos y no étnicos (Sánchez-Jabba, 2011). Esto contrasta 
con las brechas en salud, que desaparecen una vez se controla por los factores 
observados (Bernal y Cárdenas, 2005).

De tal manera, hay que fortalecer los programas que buscan cerrar estas 
brechas. La etnoeducación, basada en las cosmovisiones y las prácticas de estos 
mismos grupos étnicos, es una política que va en esa dirección. Las instituciones 
educativas que han implementado este modelo han tenido mejores puntajes 
promedio en las Pruebas Saber 11 y su impacto es mayor que el de políticas 
alternativas. A pesar de esto, también queda espacio para fortalecer los currículos 
y los criterios de evaluación para fortalecer esta política (Palacios-Quejada  
et al., 2015). También es importante estudiar los mecanismos que explican la 
mejoría de los resultados con la etnoeducación, para poder aprovecharlos en 
otras intervenciones.

Educación y migración

A 2019, había 1 488 373 migrantes venezolanos en Colombia. El 50.45 % de 
estos estaban en situación regular y el otro 49.55 %, en situación irregular. 
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Asimismo, el 14.0 % eran niños, niñas, adolescentes y jóvenes menores de die-
ciocho años. El número de niños y niñas matriculados en el sistema educativo 
era de 207 259 y el 92.0 % correspondía a colegios públicos, 4.0 % a colegios 
privados financiados con recursos públicos y 4.0 % a colegios privados. Por nivel 
educativo, 15.0 % cursaba educación preescolar, 5.6 % educación primaria y 
23.4 % educación secundaria. Las tres ciudades con mayor número de niños y 
niñas matriculados era Bogotá con 30 784 (14.9 %), Medellín con 13 759 (7.1 %) 
y Cúcuta con 8544 (5.0 %). Ante esto, el Gobierno colombiano ha tenido que 
responder con políticas orientadas a garantizar los derechos de los migrantes 
venezolanos. Entre estos, el derecho a la educación.

Para garantizarlos, se ha flexibilizado la política migratoria por medio del 
Permiso Especial de Permanencia (pep) para que los migrantes venezolanos 
puedan acceder a los servicios que ofrece el Estado. Y así pasó, pues los migran-
tes que recibieron el pep tuvieron mayor acceso a la seguridad social que aquellos 
que no (Ibánez et al., 2021). También se han eliminado obstáculos para que 
los niños y niñas que están en situación irregular puedan acceder al sistema 
educativo. Además, el Ministerio de Educación ha buscado dar soluciones en 
tres áreas: (1) cobertura, debido a que se necesitan recursos para aumentar la 
infraestructura y mejorar la infraestructura existente, aumentar el número de 
profesores y flexibilizar los modelos educativos; (2) permanencia, por medio 
de programas alimentación y transporte escolar; y (3) bienestar, que habilita 
rutas de atención psicosocial, de convivencia y de vida saludable.

Aunque estos han sido pasos en la dirección correcta, quedan algunas 
recomendaciones. Entre estas se encuentra el aumento de los recursos, el cum-
plimiento de la normatividad, la ampliación de la situación regular de los mi-
grantes, la protección de los niños y niñas contra los riesgos que enfrentan (por 
ejemplo, la trata de personas y el reclutamiento forzado), la validación de los 
estudios hechos en su país de origen y un pep educativo para que los estudiantes 
en situación irregular puedan obtener título de bachiller (Montoya et al., 2020). 
Por fortuna, el Conpes 4100 va en esta dirección (Departamento Nacional de 
Planeación, 2022). A pesar de que a corto plazo hacer esto pone presiones sobre 
las finanzas públicas, se espera que los ingresos del Estado (11.5 billones de 
pesos) sean mayores que los costos (6.0 billones de pesos) a 2030 (Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público, 2021).
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Introducción

El sistema de salud colombiano ha tenido una evolución considerable a 
lo largo de su historia. A través de sus reformas, en cuestión de veinte 
años pasó de cubrir el 50 % de la población a atender al 95.8 %. El 

43.6 % de los atendidos corresponde al régimen contributivo, el 47.8 % al 
régimen subsidiado y el 4.4 % al régimen especial.

Según la revista especializada International Living (GestarSalud, 2017), para 
2017, más de la mitad de los 43 mejores hospitales de América Latina estaba 
en Colombia (22 en total), los cuales se ubican, principalmente, en Bogotá, 
Medellín y Bucaramanga; hospitales que, a su vez, cuentan con la acreditación 
de la Joint Commission International1. Para la Organización Mundial de la Salud 

1	 La Joint Commission International (jci) es una de las principales organizaciones de 
seguridad del paciente sin ánimo de lucro del mundo. La jci busca un mundo en el que 
cada paciente reciba una atención de la mejor calidad posible. La forma más visible de 
perseguir este objetivo es a través de un programa de acreditación. Para ello, la jci pu-
blica regularmente un exigente conjunto de normas que representan las ideas más ac-
tuales en materia de seguridad del paciente y mejoría de la calidad. Las organizaciones 
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(oms), el sistema colombiano es el número 22 entre 190 países, mientras que 
para el índice compuesto de resultados en salud (icrs)2, el país es el 44 entre 99.

¿Lo anterior quiere decir que Colombia cuenta con un buen sistema de 
salud? Colombia exhibe cifras aceptables, en comparación con los países refe-
rentes en el mundo (Japón, Suecia, Noruega o Holanda, países que, según la 
Asociación Colombiana de Hospitales y Clínicas (achc, 2021 párr. 5-6),

se caracterizan por gastar en salud en promedio entre 10.07 % y 9.85 % de 

su pib; su gasto de bolsillo es bajo, oscila entre el 12.13 % y 17.13 %; tienen 

un bajo nivel de riesgo de gastos catastróficos para la atención quirúrgica y 

está entre 2.29 % y 7.29 %. Respecto a la infraestructura tienen entre 3.46 y 

3.44 médicos por cada 1000 habitantes, además, son países con alto índice 

de desarrollo humano y bajos niveles de corrupción. Colombia en las varia-

bles de infraestructura y financiación tiene aproximadamente dos médicos 

y 1.5 camas hospitalarias por cada 1000 habitantes; el gasto en salud como 

porcentaje del pib es de 7.20 % y el gasto de bolsillo corresponde al 15.35 % 

del gasto total en salud.

Como se dijo, las cifras para Colombia son aceptables, pero es necesario 
para el país seguir trabajando para obtener mejores resultados en materia de 
inversión, calidad y eficiencia. Por lo que, si analizamos una primera posible 
respuesta a la pregunta que hicimos, podría afirmarse que para las condiciones 
de la coyuntura actual tenemos un sistema de salud aceptable. Sin embargo, 
el objetivo de este capítulo no es dar una respuesta corta, sino proveer los ele-
mentos para que las personas puedan responder esta pregunta por sí mismas 
de manera apropiada.

Este capítulo se divide en tres partes, que se distribuirán de la siguiente 
forma: la primera aborda el contexto general del sistema de salud colombiano. 
En él se hace una descripción del sistema antes y después de la Ley 100 de 1993 
(que reformó el sistema de manera estructural), y en el que también se hace un 
barrido de sus subsecuentes reformas. En esta parte se hace énfasis en qué se 
buscaba resolver con las reformas y en cuál fue su resultado. La segunda parte 

sanitarias que pueden cumplir estos estándares deben someterse a una exhaustiva 
encuesta in situ realizada por la jci para conseguir la acreditación. Una vez acreditadas, 
las organizaciones deben seguir cumpliendo los estándares y son evaluadas regular-
mente. La jci es independiente de las organizaciones que acredita. También trabaja para 
mejorar la calidad de la atención en todos los hospitales, no solo en los que cumplen 
con los estándares de acreditación.

2	 El índice compuesto de resultados en salud (icrs) es un índice creado por la Asociación 
Colombiana de Hospitales y Clínicas (achc), el cual toma 99 países, países de los que 
se puede obtener información suficiente, y tiene en cuenta variables de resultados en 
salud, de infraestructura, de financiación, de gobernanza y de estructura de cada uno de 
sistemas de salud evaluados, además, realiza una correlación con los resultados del índice 
de desarrollo humano e índice de percepción de corrupción de los 99 países evaluados.
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presenta un análisis sobre la equidad del sistema de salud; se hace un análisis 
sobre los principales por mayores y por menores del sistema, ahondando en 
las críticas que se hacen al sistema; y se analiza si es equitativo o no. La tercera 
y última parte se detiene en los temas relacionados con barreras de acceso al 
servicio de salud, revisando los temas de diferencias territoriales, barreras so-
cioeconómicas, barreras demográficas y geográficas.

Con esto, se espera ofrecer un contexto relativamente amplio que facilite 
hacer un análisis y comprender las limitaciones, a fin de determinar si el sistema 
de salud colombiano es bueno o no y en qué debería mejorar.

El sistema de salud colombiano en cuestión

Debido a la centralidad de la Ley 100 de 1993 para el sistema de salud en Co-
lombia, esta sección se subdivide en tres partes: antes de la promulgación de 
esa ley, después de ella y las reformas que el sistema ha tenido.

Antes de la Ley 100 de 1993: un sistema sin garantías

El sistema de salud ha presentado varias transformaciones a lo largo de su his-
toria, Orozco (2021) explica que, después del modelo colonial, los primeros 
avances en la consolidación y la implementación de un sistema de salud se die-
ron en la Constitución de 1886. Dicho sistema se caracterizaba por limitarse a 
atender aspectos de índole sanitaria, por lo que dejaba que la atención preventiva 
y curativa fuese costeada por los usuarios o, en su defecto, la beneficencia, por 
lo que este tipo de modelo era conocido como modelo higienista3.

La Ley 90 de 1946 creó la Caja Nacional de Previsión y el Instituto Co-
lombiano de Seguro Social, con el cual se esperaba mitigar los riesgos de en-
fermedades no profesionales y maternidad, invalidez y vejez, accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales o muerte. Para financiar dicho fin, se usó 
el sistema de triple contribución forzosa, en el cual empleadores, asegurados 
y Estado tenían el deber de contribuir, lo que significó la cobertura de los em-
pleados formales del sector privado (Quevedo et al., 1990). Dicho modelo se 
mantuvo hasta terminada la década de 1970, cuando hubo una ruptura en el 
enfoque de higiene, debido a los cambios en las tendencias mundiales de salud, 
principalmente por la influencia que el modelo estadounidense sobre el país.

3	 El modelo higienista en la conceptualización de salud-enfermedad se define como el 
tratamiento de la enfermedad, como una consecuencia de la exposición a condiciones 
ambientales inadecuadas que pueden ser corregidas por medidas higiénicas (Quevedo 
et al., 1990).
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Para esa década, se planteó una reforma al Instituto Colombiano de Seguro 
Social, a través de los Decretos 1650, 1651, 1652 y 1653 de 1977. Con ella se 
planteó un modelo de subsidios a la oferta, en el que, de acuerdo con Morales 
(1997, p. 11), ahora el Seguro Social contaría con

descentralización administrativa. Reorganización interna a nivel nacional, sec-

cional y local. Nueva planta de personal. Los funcionarios se diferenciarán en 

empleados públicos, funcionarios de seguridad social y trabajadores oficiales. 

Nuevo régimen laboral, se adoptaría la carrera administrativa del funcionario 

de la seguridad social. Modificación en los sistemas de atención en salud y 

prestaciones económicas. Reorganización financiera: se estableció la separación 

de los riesgos económicos y de salud. 

Para llevar a cabo estos nuevos propósitos, el sistema de salud tuvo una 
reorganización, con la cual aparecieron tres ramificaciones (Morales, 1997):

1. El subsistema de seguridad social de los trabajadores formales del sector 

público y privado. 2. El subsistema público de atención dirigido a los no ase-

gurados. 3. Un subsector privado dirigido a aquellos que tuviesen la capacidad 

adquisitiva de pagar aseguradores y prestadores de servicios del cual diríamos, 

en términos coloquiales, que sería el subsector de hospitales privados y de una 

naciente medicina prepagada. 

El problema en sí mismo es que los tres sistemas funcionaban de manera 
independiente, sin nada que los articulara. Ello terminó produciendo inefi-
ciencias en la gestión de recursos, por vía de la corrupción, la duplicación de 
acciones y la superposición.

En términos generales, los resultados del sistema no fueron favorables, 
pues contaba con una parte privilegiada (usualmente los estratos más altos), 
que tenían los medios para pagar servicios de medicina prepagada, mientras que 
el estrato medio accedía a la salud mediante el seguro social, dejando a la 
población de estratos bajos (la parte más pobre de la sociedad) a merced de 
los hospitales públicos. El sistema totalmente inequitativo, su funcionamiento 
era de mala calidad en la prestación del servicio para los estratos más bajos y 
generaba apenas una cobertura del 30 % para 1990, del cual 78 % pertenecía 
al seguro social.

El sistema con la Ley 100 de 1993: un árbol delgado  
con bastante sombra

Con la Constitución de 1991, aparecieron varios cambios, entre los cuales 
estuvo la incorporación para todos los colombianos del derecho a la atención 
a la salud, como un servicio público bajo la dirección, coordinación y control 
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del Estado. Este fue el inicio de la apuesta por un sistema más equitativo, que 
buscara mejorar las condiciones de cobertura de atención en salud y promoviera 
una prestación de servicio de calidad. Con dichos mandatos, en 1993 se decidió 
hacer una reforma estructural al sistema de salud, por medio de la creación del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud (sgsss), a partir de la Ley 100, 
con la cual se creó un sistema de competencia regulada, sustentado en el apoyo 
de los sectores públicos y privados.

El sistema contaría con dos regímenes: uno contributivo, financiado a partir 
de las cotizaciones de empleados y empleadores, y otro subsidiado, financiado 
por los impuestos y recursos fiscales de la nación (figura 44). No obstante, para 
evitar caer en errores pasados, en los cuales había absoluta independencia entre 
los subsistemas, se creó el Fondo de Solidaridad y Garantía (Fosyga), el cual, 
asignaría el pago según el número de afiliados, y el valor de Unidad de Pago 
por Capitación (upc)4; a las empresas promotoras de salud (eps), para garantizar 
una apropiada cohesión a la hora de gestionar los recursos. Estas sociedades 
operarían como aseguradoras y administradoras de los recursos de la salud 
que, a su vez, serían las encargadas de proveer la prestación de servicios a los 
usuarios, de acuerdo con lo definido en el plan obligatorio de salud (pos), a 
través de las instituciones prestadoras de servicios —ips (Agudelo et al., 2011). 
El pos, según el Ministerio de Salud (2022a, párr. 1), es “el paquete de servicios 
básicos en las áreas de recuperación de la salud, prevención de la enfermedad 
y cubrimiento de ingresos de manera transitoria […] cuando se presenta inca-
pacidad de trabajar por enfermedad, accidentes o por maternidad”. 

La Ley 100 de 1993 tenía como objetivo mejorar la calidad en los servicios 
y aumentar la cobertura, para lo cual buscaba una cobertura universal, una 
verdadera garantía sobre la equidad en los servicios y, finalmente, una mejora 
sobre la calidad del servicio. Como se verá más adelante, de estos tres objetivos 
la ley logró a cabalidad uno, mientras que, en los otros, más que soluciones 
introdujo nuevos inconvenientes.

4	 Según el Ministerio de Salud, la unidad de pago por capitación (upc) es el valor anual 
que se reconoce por cada uno de los afiliados al sistema general de seguridad social 
en salud (sgsss) para cubrir las prestaciones del plan obligatorio de salud (pos), en los 
regímenes contributivo y subsidiado. En 2022, el valor asignado fue de 964 807.20.
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Figura 44. Esquema de aseguramiento del sistema de salud en Colombia

Fuente: adaptado de Guerrero et al. (2011).

Reformas

La Ley 100 logró la universalización del servicio de salud, pasando de una co-
bertura del 30 % en 1990, a más del 98 % de la población para 2020 (Minsalud, 
2022a). En ese sentido gracias al enfoque dinámico del sgsss, que se potencializa 
con la creación del Sisben I en 1995. Se logró llegar de una manera más efectiva 
a las poblaciones más vulnerables del país, al permitirles tener acceso a servicios 
de salud y medicinas, lo cual tendría un claro efecto sobre la vida medía del 
país, que pasó de 69 años en 1990 a 77 años para 2020.

A pesar de lo anterior, el sistema presentó un problema que requirió una 
reforma en 2007 por la forma como fue ideado. El problema era que la Cons-
titución y la reforma de la Ley 100 tenían serias contradicciones a la hora de 
clasificar un gasto pos y uno no pos, lo que producía incentivos perversos para 
las eps, las cuales estaban obligadas a asegurar los gastos pos y, para los usua-
rios, los cuales a partir de demandas de tutela podían conseguir que les fueran 
financiados tratamientos de alto costo, lo que llegó a representar 3.82 billones 
para 2011 (a precios de 2020). El dilema del asunto era que si, por ejemplo, 
un usuario deseaba realizarse un cambio de sexo, este podría apelar que debía 
hacerlo, porque su salud mental estaba en peligro. Esto, según la Constitución, 
se anclaba directamente al derecho a la salud, vinculado a su vez con el dere-
cho a la vida, por lo cual para el estado podría entrar como un gasto pos. Sin 
embargo, para las eps, dicho procedimiento no hacía parte de los gastos pos, 
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de manera que no era asegurable, por tanto el Estado terminaba pagando ese 
procedimiento y, per se, los colombianos a través de sus impuestos.

La Ley 1122 de 2007 se introdujo para delimitar estas líneas grises, mejorar 
el sistema de prestación del servicio de salud y mitigar las inconformidades con 
el sistema. Su artículo 1 consagra que el objetivo de la Ley es

realizar ajustes al Sistema General de Seguridad Social en Salud, teniendo como 

prioridad el mejoramiento en la prestación de los servicios a los usuarios. Con 

este fin, se hacen reformas en los aspectos de dirección, universalización, finan-

ciación, equilibrio entre los actores del sistema, racionalización, y mejoramiento 

en la prestación de servicios de salud, fortalecimiento en los programas de salud 

pública y de las funciones de, inspección, vigilancia y control y la organización 

y funcionamiento de redes para la prestación de servicios de salud.

Para conseguirlo, aumentó la cobertura del sistema a los niveles i y ii de 
Sisben; creó el Centro de Regulación en Salud (cres), cuya función definir y 
modificar los planes de salud del régimen subsidiado y contributivo, así como 
hacer una veeduría a los medicamentos que hacen parte del pos. También definió 
los roles del consejo de salud, el cual estaba encargado de la clasificación del pos, 
y estableció que el Gobierno ahora definiría el plan nacional de salud pública 
cada cuatro años. La cuestión es pues si los cambios de esta reforma fueron 
fructíferos o no. Lo cierto es que la reforma no cambió aspectos claves sobre la 
calidad del servicio, tampoco sobre la equidad. Más bien, sus modificaciones 
potenciaron el aumento sobre la cobertura y la vigilancia sobre el manejo de 
los recursos de la salud.

Asimismo, gracias al proceso de litigio estratégico que se desató en la 
Sentencia T-760 de 2008, se dio una movilización institucional sin precedentes 
que derivó en importantes reformas estructurales al sistema. Dentro de estas, se 
encontró la mejora en la regulación de los planes de beneficios, la unificación de 
los planes de beneficios para los niños y niñas de los dos subsistemas, la expe-
dición de la Ley 1438 de 2011 que fortaleció al sistema de salud con medidas 
como la implementación de la atención primaria en salud, y la actualización 
bianual del pos y la expedición de la Ley 1751 de 2015 estatutaria de salud, que 
buscó materializar el acceso a la salud como derecho fundamental y cambió el 
antiguo pos por el actual plan de beneficios en salud (pbs).

¿El sistema de salud colombiano es equitativo?

Un sistema de salud ideal, en cualquier parte del mundo, busca cumplir con 
ciertas características en términos de equidad, en tanto este existe con la inten-
ción de proveer un derecho fundamental. Básicamente, equidad en términos 
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de financiación y equidad en términos de prestación de servicios de salud. La 
reforma de 1993 al sistema de salud colombiano pretendía atacar ambos puntos 
en términos de equidad (Agudelo et al., 2011).

Equidad en términos de financiamiento

Ahora bien, es importante definir, puntualmente, ambos enfoques de equidad 
para responder la interrogante en torno a la equidad del sistema de salud co-
lombiano. Siguiendo a Castaño et al. (2001), la equidad en el financiamiento 
está relacionada con la forma como contribuyen los hogares a la financiación 
del sistema, es decir, a la forma como el sistema se capitaliza para corresponder 
a los gastos de salud del país. Se dice equitativo financieramente si los aportes a 
la financiación del sistema se hacen de acuerdo con la capacidad de pago de los 
hogares, sin importar su estatus de salud o sus riesgos, no elegidos libremente

Esta faceta de la equidad puede evaluarse en términos de la progresivi-
dad-regresividad5 de los instrumentos asociados a la recolección de recursos. 
La financiación del sistema de salud se logra a través de cuatro mecanismos 
principalmente: impuestos generales, impuestos a la nómina (aportes a la se-
guridad social), seguros privados y gasto de bolsillo.

La estructura tributaria de la economía asociada al financiamiento del 
sistema de salud determinará, entonces, la equidad en el financiamiento del 
sistema en el caso de los tributos. De existir una estructura progresiva en el 
recaudo de impuestos generales, especialmente en los impuestos directos, la 
financiación del sistema de salud se considera progresiva, en la medida en que 
el recaudo recae especialmente sobre los individuos con mayor capacidad de 
pago, independientemente de sus características particulares de salud y los 
riesgos personales no elegidos. Más aún, un sistema progresivo de tributación 
para la financiación del sistema de salud corrige los efectos negativos sobre 
el estado de salud percibido por la población que genera la desigualdad en el 
ingreso (Rodríguez-Acosta, 2016). Teniendo esto en cuenta, a la hora de revisar 
la progresividad del sistema tributario colombiano es evidente que falla en tér-
minos de eficiencia, equidad y simplicidad (Quirós-Lizarazo, 2021). Esta falla 
queda en evidencia cuando se analiza comparativamente la diferencia del Gini 
antes y después de impuestos.

Con un Gini antes de impuestos cercano al 48 % (datos a 2019), puede obser-

varse que el sistema tributario colombiano apenas logra reducir la desigualdad 

en un estrecho margen cercano a los dos puntos. Mientras tanto, el conjunto 

de países de la ocde, teniendo un indicador Gini alrededor de 42 %, logra 

5	 Para el desarrollo de estos conceptos a profundidad, remitirse al capítulo 1.
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reducir la desigualdad mediante los sistemas tributarios en alrededor de 10 

puntos, quedando en niveles cercanos al 32 %. (Quirós-Lizarazo, 2021, p. 6)

El financiamiento con impuestos sobre la nómina merece, sin embargo, una 
consideración adicional. Estos pueden tener carácter regresivo si son fijados en 
proporciones constantes del ingreso, debido a que el mismo presenta utilidad 
marginal decreciente (Castaño et al., 2001). Con esto, se hace referencia a que 
tributar un porcentaje fijo del ingreso (4 % en el caso colombiano) no afecta de 
la misma forma el bienestar de un individuo con ingreso bajo, en comparación 
con el efecto que este recaudo tiene sobre el bienestar de un individuo de in-
greso alto. Esto se debe a que, en términos de la satisfacción de necesidades, el 
individuo con ingresos bajos requiere tener a su disposición mayor porción de 
su ingreso que la porción que requiere el individuo con ingresos altos. En este 
sentido, este componente de la financiación del sistema tampoco juega en pro 
de la equidad del sistema para el caso colombiano, en tanto que, precisamente, 
de esta forma es como se establece la contribución tributaria sobre la nómina. 
En concreto, el artículo 204 de la Ley 100 establece que el aporte es de una 
tarifa de 12.5 % del salario base de cotización, independientemente del nivel 
de dicho salario.

Ahora bien, las últimas dos fuentes de financiación del sistema son las 
correspondientes a los seguros privados y el gasto de bolsillo. Ambas correspon-
den a las dos fuentes de financiamiento que implican mayor inequidad, pues 
son altamente regresivos. Los seguros privados, por su parte, ajustan el valor 
de la prima al nivel de riesgo del individuo, de modo que aquellos individuos 
más susceptibles a enfermedades (que, en general, perciben menores ingresos) 
requieren primas más costosas y, para el caso de la mayoría de los hogares de 
escasos recursos, ni siquiera podrían adquirir pólizas con coberturas integrales 
por dicho costo elevado.

En el caso colombiano, tras la reforma de 1993, el sistema de salud se 
basa, principalmente, en un amplio sector de seguridad social, financiado con 
recursos públicos y un decreciente sector privado (Guerrero et al., 2011), de 
modo que el factor de los seguros privados no incide de forma tan intensa en 
la desigualdad del sistema.

Finalmente, en cuanto al gasto de bolsillo —la fuente de financiamiento 
más regresiva de todas, pues solo recae sobre las personas que utilizan el ser-
vicio de salud— para el caso Colombiano el Ministerio de Salud y Protección 
Social (2022a) estima que el promedio per cápita del gasto de bolsillo es 6305 
pesos mensuales, pero este promedio es altamente influenciado por el gasto 
mensual promedio del quintil de ingresos superior. Es este grupo el único que 
alcanza y excede el promedio per cápita nacional, adicionalmente el gasto de 
bolsillo de los cuatro quintiles inferiores es muy similar (oscila entre los 4051 
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y los 5470 pesos) y hay una mayor brecha entre el gasto entre el quintil 4 y 5 
que entre los quintiles 4 y 1.

Equidad en términos de prestación de servicios de salud

La siguiente consideración en torno a la equidad del sistema es definida por 
Castaño et al. (2001) como sigue: “un sistema de salud se considera equitativo 
en la prestación de servicios, cuando los individuos reciben atención en salud 
de acuerdo con su necesidad, sin importar su capacidad de pago”. Debido a 
que el eje central de esta dimensión de la equidad depende de la noción de 
necesidad que se tenga, en la literatura se presentan distintos tratamientos para 
esta, toda vez que es un concepto abierto a interpretaciones.

En principio, la percepción de necesidad de atención médica no es un 
concepto generalizable a todos los individuos de una sociedad. Dependien-
do del individuo, de su fisiología y del contexto en el que se desarrolle, esta 
puede ocurrir bajo distintas circunstancias de salud. En este sentido, se delega 
al individuo el reconocer cuando se encuentra en situación de necesidad de 
atención médica; y va de la mano de la libertad de él mismo solicitarla cuando 
lo considere. El sistema, en ese sentido, debe reconocer esta condición de ne-
cesidad autodeterminada y debe estar en capacidad de responder ante ella con 
una correspondiente accesibilidad y disponibilidad de los servicios de salud.

La literatura plantea que una buena forma de aproximarse a lo que se lla-
maría equidad en el acceso a los servicios de salud se refiere a la igualdad del 
acceso. Esto es que “dado que un individuo tenga una necesidad en materia 
de salud, tenga la oportunidad de ser atendido por un proveedor calificado” 
(Castaño et al., 2001). Hay otras definiciones relacionadas con la igualdad en el 
gasto per-cápita en servicios de salud, pero esto es una simplificación excesiva 
del concepto de equidad, en tanto que igualdad no implica equidad. Pueden 
existir diferencias geográficas en la morbilidad, culturales a la hora de entender 
el concepto de salud y sus alcances y en las preferencias de los individuos, lo 
que implica necesariamente una distribución desigual del gasto, pero que en 
realidad no son diferencias inequitativas.

Nos quedaremos, entonces, en la definición de equidad relacionada con el 
acceso a los servicios de salud. Como se mencionó, la reforma que implicó en 
el sistema la expedición de la Ley 100 aumentó de forma importante el acceso 
y el aseguramiento al servicio de salud. Según las cifras del Boletín del Asegura-
miento en Salud, “la cobertura ha crecido desde el 29.2 % en 1995 hasta el 99.0 % 
registrado al cierre del 2021” (Ministerio de Salud y Protección Social, 2022b). 
Esta mejora en la cobertura, infortunadamente, no está ligada directamente 
con un aumento en el mismo nivel al acceso efectivo a los servicios de salud. 
Tal como señala Restrepo-Zea (2018), ha habido un incremento considerable 
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en el número de tutelas ante fallas en la prestación de los servicios incluidos en 
el pbs. De modo que, si bien la cobertura es cercana a universal, el acceso aún 
presenta un rezago importante, por lo que la equidad en la prestación de los 
servicios de salud tampoco es completa.

En conclusión, definir la equidad de un sistema público de salud no es 
una tarea sencilla limitada a ciertas variables, determinadas previamente, como 
es usual cuando se trata el tema de la equidad. La equidad dentro del sistema 
obedece a muchos factores, la estructura tributaria, la dinámica de los gastos de 
las familias y el acceso a los servicios de salud son temas que deben considerarse 
cuando se busca contestar la pregunta por si el sistema de salud colombiano 
es equitativo. Colombia tiene elementos que deben destacarse, como el factor 
cobertura; también elementos como fallas en el acceso y estructura tributaria, 
con fallas desde el aspecto progresivo, siguen siendo importantes cuando se 
quiere considerar la equidad del sistema en su conjunto.

Barreras de acceso a la salud en Colombia

La Organización Panamericana de la Salud (ops, s. f.) describe la equidad en 
salud como un componente clave de la justicia social de un país, pues indica 
una lucha contra las diferencias evitables, injustas o remediables entre distintos 
grupos de personas, a raíz de condiciones sociales, económicas o geográficas. 
En este sentido, los países deben luchar contra estas diferencias innecesarias y 
evitables, pues resultan de procesos sociales y económicos que crean y perpetúan 
disparidades en el acceso a la salud.

Las condiciones sociales, económicas o geográficas que dificultan la eli-
minación o el cierre de brechas en la dimensión salud pueden ser entendidas 
como barreras de acceso al sistema de salud. Estas condiciones, que pueden ser 
de tipo estructural, coartan la decisión de las personas no solo en la búsqueda 
de atención médica, sino también en darle continuidad a las consultas y trata-
mientos en caso de ser necesario. Las condiciones y barreras socioeconómicas 
o geográficas son importantes para entender a qué se enfrentan las personas 
en los distintos momentos de la prestación de servicios de salud y para buscar 
soluciones gubernamentales en favor de la equidad en salud.

Antes de precisar la definición de barrera de acceso, es necesario aclarar dos 
términos importantes: acceso y accesibilidad. El término acceso, ha sido relacio-
nado con la utilización de servicios, sin embargo, no hay una definición única, 
y suele equipararse a accesibilidad, cobertura, afiliación e incluso proximidad 
geográfica (Roca, 2019). Esto, debido a la gran cantidad de interpretaciones que 
merece el concepto y a la ambigüedad en ámbitos como la justicia y la igualdad, 
que se relacionan de forma directa con el acceso a los servicios de salud.
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Las definiciones planteadas en los modelos teórico-conceptuales son variadas, 
entre ellas encontramos el acceso como (1) cobertura efectiva, es decir, un servicio 
satisfactorio que logre resultados (Tanahashi, 1978); (2) proceso multicausal para 
el uso de los servicios de salud, que garantice que la persona que necesite atención 
se encuentre en el sistema (Aday, 1974); o bien (3) la prestación efectiva de los 
servicios de salud en un marco institucionalizado y organizacional, que responda 
a la salud como derecho (Braveman y Gruskin, 2003).

Estos modelos responden a diferentes lógicas en las que insertan a la salud 
y a la equidad, lógicas de mercado, mínimos decentes, factores multicausales, 
necesidades o justicia social (Arrivillaga y Borrero, 2016). No obstante, de 
forma general, coinciden en el acceso como la capacidad de los usuarios de 
utilizar los servicios de salud en el lugar y el momento necesarios, de manera 
tal que se suplen las necesidades de mejoramiento de la salud o tratamiento 
de la enfermedad.

Por otro lado, la accesibilidad es un aspecto complementario del acceso. 
De manera general, la accesibilidad es definida como la facilidad con la que 
población puede acceder a los servicios de salud, es decir, la capacidad de que 
esa atención sanitaria pueda o no ser utilizada, es el grado de ajuste dado por 
las características de la población y los recursos del sistema (Bedoya et al., 2016, 
en Roca, 2019). En este sentido, la accesibilidad es una dimensión del acceso, 
las características del recurso que facilitan u obstaculizan su utilización.

Las barreras de acceso son obstáculos, dificultades y resistencias presentes 
en la utilización de un determinado recurso sanitario, las cuales pueden ser de 
dos tipos: internas o del usuario y externas o del sistema. Las barreras de acceso 
interno deben ser entendidas como barreras sociopsicológicas y culturales, entre 
las cuales se encuentra la creencia en la medicina, la resistencia al dolor o la 
percepción de calidad del sistema de salud. En cambio, las barreras externas 
son propias de la estructura del sistema sanitario, como la carga burocrática o 
los tiempos de espera. Ambos tipos de barreras dificultan la accesibilidad y el 
uso de un recurso sanitario específico.

Esta sección, en primera instancia, se centra en las barreras externas del 
sistema de salud colombiano, pues estas dan luces de cómo se ha pensado la 
atención en salud en el país, es decir, desde el centro y lo urbano, y en menor 
medida en las barreras internas que se traslapan en el análisis. Esto no signi-
fica que el Estado no tenga capacidad de acción en la eliminación de barreras 
internas, sin embargo, son de difícil medición y la lógica detrás es describir los 
obstáculos estructurales a los que se enfrenta la población en el momento de 
buscar atención en salud y de la resistencia o continuidad dentro del sistema.

El Ministerio de Salud y Protección Social (2013) reconoce que, pese a la 
alta cobertura en salud, aún persisten barreras de acceso geográficas, financieras 
y administrativas. Las geográficas se refieren a las limitaciones espaciales y de 
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distribución de la población y, por tanto, a la disponibilidad de recursos sanita-
rios en las diferentes zonas del país. Las financieras están presentes en distintos 
niveles del sistema, como las condiciones ineficientes de competencia entre eps 
e ips, donde prestador y asegurador cuentan con poder de mercado, o en la frag-
mentación de la prestación de servicios a través de un gran número de ips para 
disminuir costos en cada actividad. Finalmente, en las barreras administrativas se 
consideran aspectos estructurales de la organización de los servicios sanitarios, 
como los procesos administrativos, la ineficiencia de la gestión, la infraestruc-
tura o las características propias de la oferta de los servicios (Virguez, 2016).

Barreras geográficas de acceso a la salud

La distancia y el tiempo que deben recorrer los usuarios potenciales para recibir 
atención médica de cualquier tipo resulta ser un determinante de acceso, pues 
compromete la accesibilidad al sistema. Se entiende que el espacio condiciona el 
movimiento y más en un país como Colombia, donde la distribución poblacional 
es asimétrica, ya que la mayoría de la población se asienta en la Región Andina 
o la Costa Atlántica, lo que se traduce en una mayor presencia institucional y de 
servicios prestados, en comparación a regiones como la Orinoquia o la Amazonia 
donde la mayoría de sus departamentos no superan los 200 000 habitantes.

A nivel territorial, se observan diferencias marcadas en acceso y calidad 
de la salud. Muestra de ello son las disparidades regionales en cuanto a mor-
bilidad evitable, mortalidad infantil, esperanza de vida o nutrición, pues en 
regiones como la Amazonia y el Pacífico el estado de salud es mucho menor 
en contraste con regiones como Bogotá (Acosta, 2014). Esto muestra una gran 
heterogeneidad no solo en el acceso y la calidad de la salud en el país, también 
en las barreras que se encuentran en cada territorio y en las formas en las que 
las personas han tramitado o sobrepasado esas barreras. De esta manera, hay 
barreras geográficas que se repiten a lo largo y ancho del país.

Entre las principales barreras geográficas se encuentran: la ubicación de la 
infraestructura, que corresponde a los principales centros poblados; la preca-
riedad en las vías de comunicación y los altos costos del transporte y tiempos 
de viaje. La ubicación de la infraestructura sanitaria viene dada por una lógica 
organizacional, ya que suele funcionar a partir de dos modelos de ubicación de 
las empresas, el minisum y el minimax (Martínez-Martín, 2013). Por un lado, 
el minisum busca reducir los costos de las instalaciones al minimizar el costo 
total, de manera que la mayor cantidad de población recorra trayectos cortos 
para acceder a los servicios. Esta aparente eficiencia induce a la desigualdad, 
en el sentido de que una minoría tendrá que recorrer largas distancias. Por 
otro lado, el minimax busca minimizar la distancia, ponderada o no, entre 
potenciales pacientes y centros de atención en salud, lo que pone en primer 
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plano la igualdad sobre la eficiencia. Debido a la imposibilidad de encontrar 
puntos comunes entre ambos modelos, se han generado distintas discusiones 
y alternativas, como el modelo gravitacional. Sin embargo, en el país, la lógica 
ha girado un poco más en torno a la eficiencia. 

Además, en el sistema de seguridad social en salud se fomentó la creación 
de redes a partir de la interacción de operadores públicos y privados, donde los 
primeros se orientaron a la provisión de servicios para el régimen subsidiado, 
y los segundos en el régimen contributivo y servicios médicos especializados 
con alta tecnología. Esta configuración, fomentada desde la Ley 100, donde 
los servicios médicos especializados quedan en manos de operadores privados, 
representa un obstáculo para los pacientes de zonas remotas con poca población 
ya que, para estos operadores, no resulta rentable ni costo-eficiente llevar este 
tipo de servicios en la mayoría de las ocasiones. Ello deviene en la movilización 
y/o migración de pacientes en regiones apartadas a centros urbanos, donde 
puedan recibir la atención médica de mediana y alta complejidad que necesitan.

En este sentido, los servicios médicos de alta y mediana complejidad se 
han ubicado en las áreas urbanas o con más población, en primer lugar, por la 
lógica de la eficiencia que permea a las eps e ips al funcionar como organizaciones; 
y, en segundo lugar, por la dinámica regulatoria promovida desde el Estado. 
Hablar de equidad en salud resulta complicado en las regiones más apartadas y 
despobladas, como la Amazonia o la Orinoquia, zonas de gran extensión pero 
que, en muchos casos, no cuentan ni con los servicios sanitarios básicos en los 
centros de atención de primer nivel, ni mucho menos con servicios más espe-
cializados. En este escenario, muchas eps e ips obtienen beneficios económicos 
del sistema cuando la población afiliada no usa los servicios que estas poseen 
(Ministerio de Salud y Protección Social, 2013).

Por otro lado, la calidad de las vías de comunicación se traslapa con la 
densidad poblacional y se suma como barrera a la ubicación de la infraestructura 
sanitaria. Las vías de comunicación pueden crear una macrobarrera para los 
usuarios que deben desplazarse para recibir atención médica. Esto responde, 
en gran medida, a la lógica centro-periferia. No es lo mismo que una persona 
tenga que desplazarse de un municipio, conectado de manera decente con 
un gran centro poblado, por ejemplo, de Choachí a Bogotá, a una persona 
de un poblado o vereda donde ni por vía terrestre se puede acceder, o resulta 
demasiado complicado por la calidad de las vías, como puede ser el caso de 
Mapiripán en Meta, con Villavicencio la capital. En ambos casos hay barreras 
geográficas importantes; pero, en el segundo, las vías de comunicación tienen 
un papel trascendentalmente negativo para el acceso. Y no es necesario ir tan 
lejos, salir de una vereda al centro poblado más cercano representa una vicisi-
tud para las personas, pues de los 142 284 kilómetros de vías que, para 2019, 
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hacían parte de la red terciaria, el 96 % se encontraba en malas condiciones 
(Rodríguez-Salcedo, 2019). 

La inquietud es la misma, para hablar de equidad en salud en Colombia 
hay que contemplar múltiples aristas, pues no solo los servicios se concentran 
en las zonas urbanas, dejando descubierta a la población rural, sino que también 
las personas, al movilizarse para acceder a los servicios de salud, se encuentran 
con dificultades físicas en las vías de comunicación, así como económicas y 
culturales a nivel personal. Es decir, el Estado colombiano —al no garantizar 
que los usuarios puedan transportarse a los centros de atención— limita su 
derecho a la salud. De esta manera, debe revisarse el diseño y la financiación 
del sistema, pues el acceso no puede tener tantos determinantes estructurales 
e individuales sin contemplar.

El punto neurálgico de las discusiones sobre las barreras geográficas de 
acceso se encuentra en los costos y la duración de los trayectos. Es aquí donde la 
diferenciación entre barreras internas y externas se difumina, ya que el costo del 
transporte, definido por la distancia entre la residencia y el lugar de atención, se 
presenta como una barrera fundamental para las personas más vulnerables, por 
el dinero y el tiempo con que deben contar. Ello, puesto que, además del tiempo 
de viaje y atención, las autorizaciones de exámenes, medicamentos, remisiones, 
entre otros, aumentan la estadía y los recursos gastados por los usuarios. Por 
otro lado, en los traslados se dejan múltiples situaciones invisibilizadas, como 
detener el trabajo por uno o varios días, lo que se traduce en la no percepción 
de ingresos; el desconocimiento y la ubicación en las zonas urbanas donde se 
busca atención, o bien el cuidado de menores o personas que necesitan atención 
especial. Este problema afecta principalmente a las mujeres, en las que recae la 
mayoría de las actividades de cuidado.

La ubicación de la infraestructura, la calidad de las vías de comunicación 
y el costo y la duración de los trayectos se traslapan, de forma que resulta im-
posible separarlos. De igual manera, crean situaciones complejas para el acceso 
a la salud, no solo a nivel territorial, sino también dentro de los municipios y 
ciudades. Restrepo et al. (2014), en su análisis de barreras y determinantes de 
acceso para Medellín, identifican la cercanía geográfica de los prestadores de 
servicios como uno de los principales determinantes de acceso en la ciudad, 
que actúa dependiendo del régimen al cual está afiliado el usuario, pues varían 
los servicios a los que se puede acceder localmente o aquellos para los que es 
necesario desplazarse. Además, en las grandes áreas urbanas, el desconocimien-
to de cómo desenvolverse en algunas partes de la ciudad, o las denominadas 
barreras invisibles limitan la movilidad de los usuarios.
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Barreras financieras de acceso a la salud

Las barreras financieras, quizás las menos estudiadas como barreras de acceso 
a la salud, suelen usarse de manera indistinta con las barreras económicas de 
los usuarios. La diferencia radica en los niveles del sistema en que se presentan. 
Pero dichos obstáculos tienen relación directa en el sentido de que excluyen a 
los más pobres de los servicios, por los costos que pueden acarrear.

La estructuración del sistema durante los más de 25 años de la Ley 100 
condujo a una serie de ineficiencias. Existen evidencias de la consolidación de 
configuraciones de competencia ineficientes entre aseguradoras y prestadoras 
del servicio de salud, la principal, es la generación de monopolios bilaterales 
entre eps e ips que, en el caso de las segundas aumenta a medida que crece el 
nivel de complejidad de los servicios prestados (Ministerio de Salud y Protección 
Social, 2013). Es decir que, al monopolizar ciertos servicios de salud, su costo 
aumenta, lo que se traduce en mayores trabas para las poblaciones vulnerables 
a nivel socioeconómico.

Por otra parte, bajo el esquema de pago por servicios que predomina en el 
sistema, ante el aumento de la demanda de servicios, se ocasionaron demoras 
en los pagos a las ips. Es decir, las deudas de clínicas y hospitales crecieron de 
forma alarmante, situación que se intensifica en las ips públicas, donde el 40 % 
está en riesgo fiscal y financiero medio o alto (Ministerio de Salud y Protección 
Social, 2013). Este crecimiento de la deuda afecta la calidad de atención recibida, 
puesto que los prestadores no tienen los recursos para el pago a proveedores 
o porque, en sí, la calidad es usada como mecanismo de presión para el pago 
de servicios.

La fragmentación en la prestación de servicios, bajo el principio de com-
petencia donde un número elevado de ips conduce al menor precio en cada 
actividad, también es una manifestación de barrera financiera (Virguez, 2016). 
La partición de los servicios representa la movilidad de las personas para su 
uso, así como trámites particulares y tiempos de espera en cada institución.

Barreras administrativas de acceso a la salud

Finalmente, en cuanto a barreras administrativas, estas se dan en dos niveles 
diferentes, uno interno de la eps y demás organismos del sistema y otro que 
surge del contacto directo con el usuario. En el nivel interno, se encuentra la 
correspondencia entre el Fosyga y las eps, el funcionamiento del pos y otras 
cargas burocráticas que dependen exclusivamente de las aseguradoras. Y a nivel 
relacional, sucede en la articulación entre los prestadores (ips), las aseguradoras 
(eps) y los usuarios (Ministerio de Salud y Protección Social, 2013).
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En el primer nivel, existen trámites entre el Fosyga y las eps que pueden 
perjudicar de lleno a los usuarios. El Fosyga es un organismo de la adminis-
tración pública concebido como pilar del Sistema de Seguridad Social y de la 
Salud pública. Debido a que esta entidad se encarga de administrar los recursos 
de las contribuciones del régimen contributivo, y orientarlos de forma tal que 
se logre la atención sanitaria primaria, tiene relación directa con las eps. Por 
ejemplo, en trámites como un cambio de régimen, debido a que la persona se 
quedó sin empleo y pasa al régimen subsidiado, la eps no libera a la persona 
hasta que haya recibido la última compensación, por lo cual, en el intermedio 
de este proceso, la persona y su familia quedan desprotegidas.

El pbs también es uno de los ejes del sgsss. Funciona como un paquete 
amplio y comprehensivo de beneficios a los que tienen derecho los usuarios, en 
donde se incluyen medicamentos, procedimientos y demás servicios a los que 
se puede acceder, y funciona bajo las dos modalidades de afiliación, es decir, 
pbs para el régimen subsidiado y para el régimen contributivo, que tienen los 
mismos beneficios sin ser afectado por la capacidad de pago (Ministerio de Salud 
y Protección Social, s. f.). Sin embargo, pese a la buena estructuración de este 
paquete, no se actualiza al mismo ritmo que entran al país nuevos insumos, 
medicamentos, procedimientos e intervenciones, debido a que la actualización 
del pbs debe realizarse de manera íntegra cada dos años, de acuerdo con los 
cambios epidemiológicos y a la carga de enfermedad de la población (Ley 1438 
de 2011). Por ello, al necesitar de algún servicio o insumo no-pos, las personas 
deben acudir a las quejas en la superintendencia de salud o a la acción de tutela 
como garantía de acceso al derecho a la salud.

Por otro lado, existen cargas burocráticas dentro de las eps que se alzan como 
barreras para los usuarios, las que, principalmente, tienen que ver con el tiempo 
para que una formalidad se haga efectiva, cuya duración se aúna como limitante 
a las barreras administrativas propias del nivel relacional. Como se mencionó, las 
barreras en el nivel relacional surgen en el contacto de los usuarios con las ips y eps 
y son impedimentos estructurales que surgen de la organización de los servicios, 
las políticas de las instituciones, los procesos administrativos, la ineficiencia de 
la gestión y la infraestructura de las organizaciones (Virgüez, 2016).

Algunas barreras administrativas de los servicios de salud son la demora en 
la asignación de citas médicas u odontológicas, la tramitología para solicitar cita 
con especialista o exámenes de diagnóstico, las autorizaciones para acceder a 
ciertos medicamentos, los largos tiempos en las salas de espera y la corta dura-
ción de la cita médica. En el funcionamiento cotidiano del sistema de salud, los 
usuarios se encuentran con todas estas barreras, que se acrecientan por la falta 
de información de los canales de comunicación de las entidades, en muchos 
casos ineficientes, o el direccionamiento dentro del sistema.
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Introducción

El acceso a la justicia es la entrada a la garantía de los derechos funda-
mentales de un Estado social y democrático de derecho. Por ello es 
esencial que exista equidad en su ejecución. En Colombia, se han ob-

servado fenómenos de congestión judicial que disminuyen la confianza de la 
ciudadanía en la justicia y provoca que las personas tomen la justicia por mano 
propia (Guevara, 2017). Sin embargo, no es el único fenómeno existente para 
socavar el acceso al sistema dentro del país. En realidad, esta situación, casi 
histórica, responde a variadas causas que mutan con el paso del tiempo, no 
solo por su incidencia en las cifras que analizan el desarrollo de la justicia, sino 
por los efectos sociales, económicos y políticos que ha provocado.

César Rodríguez (2001) planteaba la importancia de analizar las condi-
ciones en las cuales se encuentra este pilar del Estado social y democrático de 
derecho. Por lo que desarrolló un estudio sobre el funcionamiento de la justicia 
civil y de familia, a través del periodo temporal de 1938 a 1995. Dentro de los 
resultados, encontró que la justicia atendía, en su mayor parte, a las necesidades 
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de grandes agentes económicos y que, durante todo el periodo, el nivel de res-
puesta de la oferta de justicia ha sido insuficiente, lo que genera una persistente 
situación de morosidad y congestión.

Por lo anterior, en la presente investigación se busca analizar si las estra-
tegias y políticas implementadas frente al examen de la situación de las áreas 
civil y de familia en el periodo mencionado han tenido un avance luego de la 
expedición del Código General del Proceso (cgp). Para ello, se estudian tres 
marcos complementarios, que ponen de relieve los conflictos identificados por 
Rodríguez (2001): (1) las garantías del acceso a la justicia, (2) el grado de efi-
ciencia de la justicia civil y de familia y (3) los costos de la justicia. 

Lo anterior permite visibilizar los cambios desarrollados en el periodo 
2015-2020, con respecto al análisis de Rodríguez (2001). La metodología se-
guida por el capítulo consiste, principalmente, en un análisis cualitativo, traído 
a la actualidad a partir de una revisión bibliográfica del trabajo de Rodríguez 
(2001) y Galanter (1974), en de Sousa y García-Villegas (2001); cruzado con 
los aportes de Ceballos y García-Villegas (2019), en cuanto a la demanda y 
participación de sujetos en los litigios. En la segunda sección, el texto se desa-
rrolla mediante un análisis cualitativo mixto de la justicia civil y de familia, a 
partir de la legislación procesal vigente y bibliografía, acerca de la congestión 
judicial y la administración de justicia desde un punto de vista, valga reiterar, 
administrativo, de las personas detrás de la rama judicial y de la infraestructura 
con la cual prestan sus servicios. El componente cuantitativo de este apartado, 
principalmente consistente en cifras, se presenta como complemento del aná-
lisis en cuanto al estado actual de la administración de justicia en términos de 
infraestructura, eficiencia y personal.

Equidad en el acceso a la justicia

En Colombia, la administración y el acceso a la justicia tienen el carácter de 
derecho fundamental (artículo constitucional 229). En esa medida, cada una de 
las personas tiene derecho a que, en los casos que acudan a la autoridad judi-
cial, se le administre justicia en condiciones de igualdad, de la forma planteada 
por la Corte Constitucional en la Sentencia T-283 de 2013. Esta prerrogativa 
se entiende como la garantía de que las personas puedan acceder ante el juez 
con la competencia para decidir sobre los derechos o intereses sobre los que 
haya disputa. Así las cosas, cabe aclarar que, en este caso, y con el propósito 
de analizar cómo se ha comportado la administración de justicia en Colombia, 
se entenderá la equidad en la justicia en clave de igualdad, en términos del 
acceso y el trato brindado por el sistema de justicia a sus actores, en varias de 
las diferentes ramas en las cuales se desenvuelve.
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El análisis de equidad, en este caso en clave de igualdad, de la administra-
ción de justicia como derecho tiene una importancia medular en una sociedad 
como la colombiana. En primer lugar, porque, teniendo en cuenta el conteni-
do y alcance del propio derecho a la administración de justicia y, además, el 
principio de igualdad, a todas las personas debería dárseles lo que merecen y 
garantizarles que, mediante un litigio que, a su vez, observe las garantías del 
debido proceso puedan ventilar o canalizar sus controversias y conflictos. En 
segundo lugar, porque la cultura jurídica colombiana presenta un fenómeno de 
profunda judicialización y propensión al litigio. La cultura jurídica se concibe 
como el conjunto de valores que forman una posición ante el sistema jurídico 
y las autoridades que lo aplican.

Esta cultura, sumada a la propensión al litigio, implica rechazo, desconfian-
za y desconocimiento de los métodos alternativos de resolución de conflictos, 
lo que desemboca en que la cultura jurídica en Colombia se vea mayoritaria-
mente limitada a la cima de la pirámide del litigio. Esto es, dentro de las múl-
tiples opciones para finalizar conflictos descritas por de Sousa Santos (2001), 
—a saber, negociación exitosa, reclamo, resignación producto del rechazo del 
reclamo, desistimiento de acciones judiciales, o conciliación—, la gente sigue 
prefiriendo llevar sus litigios ante los jueces y esperar su sentencia. Esto, por 
supuesto, también tiene implicaciones en materia de equidad en el acceso a la 
administración de justicia como veremos más adelante.

Ahora bien, pese a la consagración de un derecho a la administración de 
justicia y de todas sus garantías conexas, lo cierto es que, en Colombia, puede 
sostenerse que el trato brindado a las personas por el sistema de justicia y el 
acceso al mismo no son equitativos. En la realidad, existe un sesgo que impide 
a cierto grupo de personas acceder a la justicia en condiciones de igualdad con 
respecto a otros. Esto genera asimetrías considerables en el tipo de servicios 
legales a los que pueden acceder las personas, lo que favorece de forma particular 
a ciertos grupos en la conformación de las autoridades judiciales.

Acceso al sistema de justicia

Luego de las consideraciones del apartado anterior, surge la interrogante de si, 
en Colombia, efectivamente, se materializa el derecho fundamental a la adminis-
tración de justicia y se garantiza también el acceso al sistema en condiciones de 
equidad e igualdad. Una de las muestras representativas en las que vale la pena 
centrar el análisis para responder la pregunta es la justicia civil y de familia1. 

1	 En Colombia, la justicia se organiza por jurisdicciones como ordinaria, contencioso 
administrativo y constitucional. En la jurisdicción ordinaria se encuentran las especiali-
dades civil, familia y agraria, laboral o penal.
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Teniendo en cuenta lo mencionado acerca de la proclividad de las personas a 
resolver sus conflictos por la vía judicial, la justicia ordinaria civil y de familia 
es de las jurisdicciones adonde más acuden personas naturales y las jurídicas. 
Sin embargo, en la actividad judicial de este ramo, se encuentra que no es del 
todo cierto que, en el país, diversos actores puedan acudir a la justicia en con-
diciones de igualdad. Este tema es ampliamente estudiado por Marc Galanter 
(1974), centrado principalmente en el caso de la justicia estadounidense. En 
esa medida, su trabajo puede resultar de gran utilidad como marco conceptual, 
para entender el caso colombiano.

Galanter (1974) realizó una aproximación al funcionamiento de la admi-
nistración de justicia en Estados Unidos, un país con una fuerte cultura del 
litigio. Como herramienta de análisis, propone las categorías de demandante 
frecuente y demandante ocasional. Cada grupo se desenvuelve de forma distinta 
en el aparato judicial, pues en función de su tamaño y de la disponibilidad de 
recursos que tenga cada grupo, la capacidad de acceder a la administración de 
justicia. Son demandantes ocasionales quienes acuden de forma esporádica a 
la administración de justicia, mientras que los demandantes frecuentes tienen 
como actividad recurrente, y prácticamente permanente, la presentación a la 
justicia de muchos conflictos similares de forma reiterada y sostenida. Por 
supuesto, cada grupo tiene rasgos y características particulares que permiten 
distinguirlo. Aunque, en principio, puede que se entiendan los demandantes 
frecuentes como personas o grupo de personas que reúnen un considerable 
poder económico o político, debe tenerse en cuenta que, pese a que gran parte 
del conjunto de los demandantes frecuentes se agota en el grupo de personas 
que ostentan grandes capitales, pueden presentarse excepciones.

Así las cosas, vale la pena profundizar en los atributos propios de cada espe-
cie de partes procesales o de demandantes. En primer lugar, pueden distinguirse 
los demandantes frecuentes de los ocasionales por la magnitud de derechos que 
ponen en juego en cada litigio. En consecuencia, los demandantes ocasionales 
acuden a la justicia cuando derechos de gran impacto en su propia calidad de 
vida se encuentran en juego. Sin embargo, estos derechos o su representación 
económica pueden parecer pequeños en la mayoría de los casos, si se compara 
con las cantidades disputadas por los demandantes frecuentes. Sin embargo, la 
diferencia es que, mientras un demandante frecuente tiene grandes cantidades 
en contienda en cada litigio, esta suma no es muy grande si se le compara con 
todo de su patrimonio y de las otras demandas que lleve en curso. 

En contraste, los demandantes ocasionales solo tienen en curso una disputa 
a la vez y de forma esporádica, al tiempo que, independiente de la valoración 
económica de su derecho, siempre representa un riesgo de pérdida u opor-
tunidad de ganancia considerable para ellos, lo suficiente como para decidir 
ventilar el conflicto en sede judicial. Lo anterior permite pasar a la otra cara 
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de este rasgo y es, justamente, que el valor tan reducido de las pretensiones de 
los demandantes ocasionales puede ser percibido como insignificante por la 
administración de justicia y, en consecuencia, no recibir la atención requerida. 
De igual forma, la relación costo-beneficio en estos casos hace poco aconsejable 
incurrir en un litigio.

De la descripción anterior, Galanter (1974) extrae una serie de ventajas 
que favorecen ampliamente al demandante frecuente. Entre ellas, resultan par-
ticularmente relevantes: (1) el profundo entendimiento de los demandantes 
frecuentes del funcionamiento del aparato judicial, debido a su experiencia y 
a la recurrencia de sus litigios; (2) justamente, por su tamaño y acceso a recur-
sos, pueden acceder con igual facilidad a especialistas y no les resulta costoso 
someter sus conflictos al criterio de un juez; (3) gracias a la habitualidad del 
litigio, no solo conocen el funcionamiento del aparato judicial, sino que también 
se abren paso dentro de él mediante relaciones informales con funcionarios; 
(4) volviendo sobre la ya mencionada relación costo-beneficio que disuadiría 
a los demandantes ocasionales, se tiene también que la posibilidad de pérdida 
máxima es un aliciente para ellos de abstenerse de litigar, problema del que no 
se preocupan los demandantes frecuentes; y (5) de igual forma, los demandantes 
frecuentes pueden no solo moverse con sagacidad dentro del sistema judicial, 
sino también condicionar el sistema mismo desde su formación mediante el 
lobby legislativo.

Una vez entendidos estos atributos de las partes, el litigio puede adoptar 
diferentes configuraciones en función de su composición. Los escenarios más 
equitativos son aquellos en los que se enfrentan partes de la misma naturaleza, 
esto es, demandantes frecuentes contra demandantes frecuentes y demandan-
tes ocasionales contra demandantes ocasionales. Las asimetrías, por su parte, 
se hacen patentes en casos de demandantes frecuentes contra demandantes 
ocasionales o de demandantes ocasionales contra demandantes frecuentes. En 
el primer escenario, los demandantes frecuentes afrontan de forma masiva con-
flictos de características similares, de forma casi estereotipada. En tales casos 
la conciliación se presenta como una alternativa en la que es posible obtener 
resultados muy cercanos a los de un litigio, pero sin riesgo, costo ni demora. 
Así, el demandante frecuente, debido a su experiencia, práctica y meticulosi-
dad, tiene mayor probabilidad de éxito a la hora de buscar aplicar normas que 
lo favorezcan. En contraste, pese a que esta configuración del litigio guarda 
amplias similitudes con la anterior, este nuevamente se torna desventajoso 
para el demandante ocasional, pues debe buscar cómo nivelar las asimetrías 
preexistentes entre él y su contraparte, ya no para defenderse, sino para hacer 
efectivo el derecho que alega.

Otro factor para tener en cuenta y que, justamente, se relaciona con las 
configuraciones anteriores, es el papel de los abogados. Claramente, el acceso 
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que los demandantes de uno u otro grupo puedan tener a los servicios de un 
abogado está estrechamente ligado, por no decir condicionado, al poder eco-
nómico o el acceso a recursos. En esa medida, por supuesto, los demandantes 
frecuentes aventajan a los ocasionales, en la medida en que contar con el apoyo 
de personas con el capital intelectual suficiente para afrontar los litigios y desen-
volverse en el medio es, muchas veces, decisivo para el éxito del demandante. 
Sobre este asunto, Galanter (1974) es enfático en destacar que los abogados 
son, desde luego, a su vez, demandantes frecuentes. No obstante, una cosa es 
poder acceder a los servicios de un abogado y otra muy distinta las calidades 
profesionales del abogado contratado. Esto, desde luego también está condi-
cionado por la posición socioeconómica tanto de la parte demandante como 
del abogado que se busque contratar.

De igual forma, cuanto mejor es la posición socioeconómica del deman-
dante, mejores son las credenciales profesionales, éticas y morales del abogado a 
cuyos servicios se accede. Esto, en la medida en que los demandantes frecuentes 
suelen ser actores de mayor tamaño que requieren y acceden a la administración 
de justicia con mayor frecuencia, prácticamente al por mayor. De ahí que, en 
muchos casos, cuenten con convenios establecidos con firmas de abogados y 
dependencias jurídicas dedicadas de forma exclusiva a la gestión de sus asuntos 
litigiosos. En consecuencia, los demandantes frecuentes establecen vínculos más 
sólidos con grupos de abogados experimentados en el área del derecho en la 
cual se inscriben sus intereses. Los abogados de demandantes frecuentes tienen 
una clientela concreta frente a la cual construyen un vínculo de lealtad, mientras 
que el único actor frecuente para los demandantes ocasionales es el juez de la 
especialidad acerca de la cual litigan. Por supuesto, esta última ventaja también 
hace parte de los demandantes frecuentes y sus abogados, pues, justamente 
debido a ese vínculo de lealtad, emplean de forma recurrente los vínculos infor-
males establecidos con los jueces y los funcionarios del despacho, frontera ética 
atravesada pocas veces y con mayor dificultad por los demandantes ocasionales.

Ahora bien, también se presenta el fenómeno de cómo la condición so-
cioeconómica de los estudiantes en la educación jurídica, eventualmente, afecta 
su ejercicio profesional, pues los abogados que atienden casos de demandantes 
frecuentes, como vimos, no son los mismos de los demandantes ocasionales, 
ni reciben la misma formación. Galanter (1974) confirma que la posición so-
cioeconómica de los estudiantes de derecho puede tener alta incidencia en la 
especialidad que ejercerán, el prestigio que van a alcanzar y en las escuelas 
de derecho de donde egresarán. En facultades de derecho más prestigiosas y 
sofisticadas, el criterio u orientación de la enseñanza no es la especialidad del 
abogado en sí, sino el tipo de características particulares de su grupo de clientes 
objetivo. En pocas palabras, para completar el escenario de desigualdad, se tiene 
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que, para demandantes pequeños habrá abogados pequeños; y para deman-
dantes grandes, habrá abogados grandes, poderosos y entrenados a la medida.

La elaboración teórica precedente se justifica, en tanto estas apreciaciones 
son aplicables al contexto colombiano. Para aterrizar estas descripciones a nues-
tro caso, resultan de gran utilidad los trabajos de Sousa Santos y García-Villegas 
(2001); y María Adelaida Ceballos, también con García-Villegas (2019), quienes 
han descrito con gran precisión el estado de la profesión jurídica en Colombia. 
Los autores plantean que la génesis de la problemática es la liberalización de 
la educación en Colombia y, principalmente, la forma en la que tuvo lugar. 
Como sostienen Ceballos y García-Villegas, la forma como se permitió que 
los particulares, mayoritariamente, pudieran ofrecer servicios de educación 
superior de forma libre y sometida a las reglas del mercado tuvo dos efectos: 
uno benéfico y otro adverso. Como efecto benéfico, se produjo una explosión 
la oferta de programas de pregrado por parte de universidades privadas, lo 
que es particularmente cierto al hablar de la carrera de derecho, pues es de los 
programas más ofertados por las universidades en el país. En contraste, el efecto 
adverso radica, en la abundancia y variedad de esa oferta, que se ha gestado 
con deficientes controles estatales.

Como afirman Ceballos y García-Villegas (2019), la apertura de la educa-
ción superior al mercado se prestó para la generación de un círculo virtuoso, 
en beneficio solo de un segmento social, y uno vicioso para otro. El hecho 
de que la educación superior, en este caso de la educación jurídica, se haya 
convertido en un asunto de mercado, donde el Estado solo asume un rol de 
inspección, control y vigilancia, se ha prestado para el surgimiento de una 
estructura de privilegios, no solamente en torno al acceso a la educación supe-
rior en programas de derecho, sino a su calidad. En el pasado, era reducida la 
cantidad de universidades que ofertaban el programa de pregrado, a lo que en 
parte se debe el prestigio con el que la profesión era vista y la percepción de los 
abogados como miembros de una élite. Ahora, si bien muchas más personas 
pueden acceder a una amplia oferta de programas de pregrado en derecho, no 
es menos cierto que el que las universidades se encuentren en situaciones de 
competencia en el mercado ha marcado diferencias en el perfil de sus aspirantes, 
de sus egresados y su desempeño.

El estado de cosas actual dio lugar, según los reiteradamente citados au-
tores, a cuatro tipologías de universidades, cruzadas según su carácter público 
o privado, o si son o no son de élite académica. El sesgo en el acceso a estas 
facultades de derecho se da como resultado de las profundas deficiencias en 
control que de su calidad debiera hacer el Estado, que se acompaña del poco 
interés de las universidades, en acreditar sus programas como de alta calidad, 
pues les es suficiente contar con el registro calificado, como condición mínima 
de funcionamiento. Asimismo, esta calidad puede deberse en parte a que, en 
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tanto oferta en el mercado, las diferencias en los precios y los costos permiten 
un mayor financiamiento en universidades de alto costo, lo que puede redun-
dar en mejor infraestructura y planta docente. Justamente, el punto del costo 
de estos programas incide en el perfil de sus aspirantes, sumado a su origen 
socioeconómico: si un estudiante es admitido a una universidad pública de 
élite, posiblemente se deba a la calidad de su educación secundaria y al capital 
sociocultural o económico de la familia. En caso de no ser así, si se proviene de 
un entorno socioeconómico privilegiado, aún es posible acceder a una univer-
sidad de élite privada. En últimas, de no ser así, es posible que se cursen estos 
estudios en facultades de no élite y bajo costo.

A partir de lo anterior, puede construirse una caracterización más detallada 
y cercana al caso colombiano de las personas solicitantes, esto es, los litigantes 
frecuentes y ocasionales. Incluso, gracias a los aportes de Ceballos y García-Vi-
llegas, puede establecerse un perfil de los operadores judiciales. Por ejemplo, 
históricamente las personas egresadas de una facultad de derecho, comúnmente 
conocidos como abogados, eran consideradas miembros de una élite que llevaba 
a cabo una honorable profesión, por lo que se asimilaba al prestigio simbólico 
con el que se valoraban profesionales en el campo de la medicina o el sacerdocio 
católico. Sin embargo, con el ya comentado incremento de la oferta educati-
va, esta élite se debilitó, para crear otra dentro de la misma profesión. Como 
consecuencia, existe una fuerte distinción entre quienes litigan para grandes 
firmas de abogados, que fungen como litigantes frecuentes y representan los 
intereses de grandes solicitantes frecuentes, o litigantes ocasionales con el poder 
económico suficiente para acceder a estos servicios. 

En detalle, el 91 % de los socios de las grandes firmas de abogados es egre-
sado de universidades de élite privada, mientras que los asociados de la misma 
categoría de universidad representan el 90 %. Siguiendo a Galanter (1974) y 
Rodríguez (2001), estos litigantes frecuentes son, en la mayoría de los casos, 
partes demandantes en el curso de un proceso ejecutivo en el que se busca, 
como acreedor, obligar al demandado –deudor– a la satisfacción de una deuda 
pendiente; los demandados, por su parte, suelen ser personas naturales que, 
por supuesto, no cuentan con el andamiaje técnico o financiero de los litigan-
tes frecuentes para proteger sus intereses. Asimismo, como resultado de estos 
procesos, el 83 % termina en sentencia o pago, esto es, en el 87 % de los casos, 
favorable al demandante.

En cuanto a los jueces, las asimetrías se proyectan en la conformación de 
los diferentes niveles de la rama judicial. En el caso de órganos de cierre, como 
la Corte Suprema de Justicia o el Consejo de Estado, la presencia de egresados 
de programas de alto costo es del 50 % y del 75 %, respectivamente. En térmi-
nos de pregrados de alta calidad, se sitúa en 20 % y 60 %, respectivamente. En 
cuanto a la jerarquía de los distritos judiciales, el 40 % proviene de pregrados 
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de alto costo o de alta calidad. La incidencia de este asunto en el problema 
analizado es el cómo los procesos en los que participan grandes litigantes fre-
cuentes pueden llegar, con mayor facilidad, a altas instancias, entendidas como 
más especializadas, como los órganos de cierre jurisdiccional o tribunales de 
distrito judicial. Ello puede ocurrir, ya sea por la cuantía de sus causas, o por 
la preparación de sus abogados, que les permite acceder a recursos como el 
de casación o revisión. Similar circunstancia se presenta en el caso de la jus-
ticia arbitral, ocupada mayoritariamente, como se comentó, por egresados de 
universidades de élite de alto costo, e implican también que quienes deseen 
acceder a ella deban incurrir en gastos considerables, lo que plantea más sesgos 
socioeconómicos (Ceballos y García-Villegas, 2019).

El alcance y la importancia de estos sesgos con respecto al acceso a la jus-
ticia viene aparejado con la proyección del abogado en su ejercicio. Pues bien, 
resulta que, fruto del crecimiento en la oferta de pregrados de derecho, esta es 
de las carreras más estudiadas y de las que más egresados tienen: gran parte de 
los aspirantes al título ofrecido por las facultades logra obtenerlo. Ello no sería 
negativo, si la calidad de los abogados en ejercicio fuera buena. Sin embargo, 
ello no es así y de la misma forma en que con los pregrados, es un fenómeno 
que se alimenta de las deficiencias del Estado, en este caso del Consejo Superior 
de la Judicatura —ahora Comisión Nacional de Disciplina Judicial— que, por 
diversas razones, no ejerce a plenitud sus capacidades de modulación de la 
conducta de los abogados. Este fenómeno se debe a la resistencia de la profesión 
y a la acérrima protección de sus intereses a la regulación estatal, sumada a una 
resistencia similar exhibida por las instituciones de educación superior. Habida 
cuenta de lo anterior, de cara a las implicaciones que esta situación tiene en el 
acceso a la justicia y la forma en que los diferentes actores pueden desenvol-
verse en los litigios, se hace patente la necesidad de mejorar los mecanismos 
de regulación no solo del ejercicio profesional de la abogacía, sino también de 
su formación académica.

La Corporación Excelencia en la Justicia (2019a-b, 2022a-c), con datos del 
Consejo Superior de la Judicatura (csj), recopiló cifras del número de abogados 
sancionados en Colombia por dicha autoridad. La cantidad ha sido más o menos 
constante entre 2014 y 2021 (1333 sancionados), a excepción de 2020, cuando 
se registró la segunda cifra más baja en la serie compilada (figura 45). Ello puede 
entenderse de dos maneras: la primera, que se mantiene constante la comisión 
de faltas disciplinarias por abogados, lo que presupone que la sanción se im-
pone siempre que se incurre en una falta y; la segunda forma, según la cual el 
número de sanciones es bajo frente al número de abogados en ejercicio. Si bien 
decantarse por la segunda conclusión puede implicar caer en imprecisiones, 
también es cierto que dicha afirmación puede respaldarse por lo propuesto por 
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Ceballos y García-Villegas (2019), quienes afirman que la profesión en general 
ha caído en el desprestigio por la falta de probidad en el ejercicio profesional.

Figura 45. Abogados sancionados por faltas disciplinarias en Colombia

Fuente: adaptado del Consejo Superior de la Judicatura (csj, 2023).

En este escenario son muy abundantes los abogados y lo son más aún los 
de pregrados de menor calidad. Como consecuencia, como se expuso, a mayor 
capacidad socioeconómica, mejor es el pregrado de origen y, consecuentemente, 
mejor la calidad del abogado y de la defensa a la que accede. Ello incluso se 
evidencia, en escenarios de justicia privada, como el arbitraje, donde el 80 % 
de su planta proviene de pregrados de alto costo y de alta calidad. Asimismo, 
no solo la calidad del profesional en términos de efectividad y probabilidad de 
éxito en el litigio se ven condicionadas por factores socioeconómicos, sino que 
también la probidad y demás calidades morales del profesional del derecho 
al que se accede pueden verse disminuidas por la capacidad económica del 
solicitante, lo que da como resultado otra forma de afectación al acceso a la 
justicia. Al final, se genera un estado de cosas marcado por un sesgo de clase, 
en el cual las personas, según su estatus socioeconómico acceden a servicios 
legales provistos por personas de su mismo segmento social.

La justicia civil y de familia

Dentro de la administración de justicia colombiana existen diversas especiali-
dades que buscan generar una prestación de este servicio público mejor y más 
eficiente. Dentro de la jurisdicción ordinaria, se encuentran las especialida-
des con las que los ciudadanos tienen mayor interacción, pues sus temáticas 
y procedimientos se relacionan con situaciones cotidianas generadas por la 
interacción entre los civiles. Por ello, se busca analizar el funcionamiento de 
la jurisdicción ordinaria (con enfoque en la especialidad de familia y civil), 
desde la implementación del Código General del Proceso —cgp [Ley 1564 del 
2012]— hasta su reforma con el Decreto 806 del 2020. Lo anterior, porque el 
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cgp se había proclamado en su planeación como un mecanismo que permitiría 
una administración de justicia expedita, oral, eficaz y descongestionada, por lo 
que es necesario analizar si su implementación implicó un cambio dentro de 
las cifras de congestión del sistema judicial.

En esta línea, dentro de la presente sección, se presenta un análisis temporal 
(1) de cuáles eran las principales causas de la congestión judicial y su vigencia 
dentro del periodo del 2015-2020; y (2) el volumen de procesos pendientes 
durante los años correspondientes al periodo estudiado.

Causas de la congestión judicial

Dentro de los países latinoamericanos, se ha identificado un fenómeno genera-
lizado de congestión judicial, referente a que los sistemas judiciales no cuentan 
con la capacidad para dar respuesta a una demanda de justicia presentada  
(Restrepo-Rodríguez, 2016). La mayoría de las soluciones planteadas frente a 
esta situación se estructuran desde la oferta de la administración de justicia, pues 
se argumenta que no existen jueces con suficiente capacidad para dar trámite 
a la cantidad de procesos que se presentan, lo que genera acumulaciones de 
casos; o bien que no existen suficientes funcionarios públicos para atender la 
demanda; o también que la infraestructura carece de las calidades necesarias 
para una administración de justicia eficiente.

Sin embargo, Rodríguez (2001) plantea la necesidad de ver las causas de 
la congestión judicial desde la perspectiva de la demanda, pues dentro de las 
conclusiones registradas se confirma que el uso de los estrados judiciales se 
limita, en varios casos, al ejercicio de amenazas “extraprocesales”. En esta línea, 
dicho abuso del derecho genera una incapacidad de los funcionarios públicos 
para dar por terminados los procesos (pues las partes los abandonaban), lo 
que aumenta los índices de duración de los trámites y hacía que los servicios 
judiciales gratuitos fuesen una carga insostenible para la misma sociedad.

De forma posterior al periodo analizado por Rodríguez, se encontró 
que la acumulación de los procesos también podría ser causa de la prolife-
ración de normas jurídicas, resultado de la inflación normativa, adicionando 
las nuevas conductas dilatorias que presentaban los usuarios de la adminis-
tración de justicia junto con sus apoderados (Cárdenas-Franco, 2017). Estas 
deficiencias generan inequidad en la división de los recursos del sistema y,  
conflictos y violencia en la sociedad por la ausencia de resolución de conflictos  
(Coronado-Britto, 2009).

Por todo lo anterior, se genera la construcción y la implementación del 
cgp como estructura normativa para eliminar la congestión judicial, por medio 
de una transición de eficiencia en los procesos. A pesar de que el proceso de 
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aplicación de las nuevas estructuras finalizó, dentro de las cifras de congestión 
de la jurisdicción ordinaria se evidencia un aumento del nivel registrado en 
años anteriores (figura 46).

Figura 46. Índice de congestión judicial

Fuente: adaptado del Consejo Superior de la Judicatura (csj, 2020).

Estas cifras hacen necesario analizar las causas, reconocidas por variados 
doctrinantes, para el fenómeno de la congestión, y determinar cuál es el estado 
actual (avances o retrocesos) de cada anomalía. A continuación, se realiza da a 
conocer un análisis al respecto.

Funcionarios públicos y su cualificación

La Ley 1564 (Código General del Proceso —cgp) fue expedida en 2012. Sin em-
bargo, su implementación implicaba fortalecer los asuntos que se identificaron 
como grandes deficiencias con las que el sistema de administración de justicia 
contaba, dentro de lo cual se incluía el proceso de eficiencia y capacitación de 
los funcionarios y empleados judiciales (González, 2017). Lo anterior, debido 
a que los doctrinantes resaltaban que existía una falta de trayectoria para la 
carrera judicial, que provocaba apegos radicales al formalismo (como el culto 
por lo escrito), cargas administrativas que los funcionarios judiciales asumían, 
pero que no les correspondían y una ausencia de eficiencia en el progreso 
de los procesos, que implicaba, a su vez, una pérdida de confianza por parte 
de los ciudadanos, pues los juzgados retrasaban la solución de los conflictos, 
argumentando que carecían del personal necesario para administrar justicia.
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A partir de dichas deficiencias, se han planteado algunos acuerdos admi-
nistrativos sobre la evaluación del desempeño y el rendimiento de los jueces, 
recogidos con el Acuerdo 10281 de 2014. En dicha norma, se contemplan las 
cifras de control de los procesos ingresados y egresados, teniendo en cuenta la 
diferenciación entre la cantidad de personal de cada juzgado. Adicionalmente, 
se tiene control de las audiencias programadas y que no se realizan (a causa de 
los funcionarios), y se generan incentivos para la participación y el compromiso 
de los juzgados en programas de descongestión (Borja, 2016, p. 206).

Dicho control ha permitido que se identifiquen las causas de las defi-
ciencias de forma específica, lo que ha generado que se propongan soluciones 
transitorias, como los juzgados de descongestión y la vinculación de funcio-
narios judiciales en provisionalidad (que no son de carrera). Sin embargo, 
dichas respuestas encuentran deficiencias en que ya no son transitorias, sino 
una respuesta prolongada que genera una inequidad con respecto a los jueces 
de carrera, pues no se les impone ninguna consecuencia en los casos donde no 
presentan avances en las cifras de control de eficiencia; además, causa zozobra 
en las contrataciones de los mismos funcionarios, pues no se tiene claridad 
sobre su prolongación temporal (Borja, 2016, p. 206).

Aumento de funcionarios públicos e infraestructura

En percepción de los funcionarios públicos, el principal factor de congestión 
en la justicia en Colombia es que no se cuenta con el personal suficiente ni con 
los elementos administrativos necesarios para responder a toda la demanda 
de justicia (Coronado-Britto, 2009, p. 28). A pesar de que este factor no está 
relacionado con elementos de la demanda de la justicia, sí ha sido un aspecto 
notorio para los beneficiarios del sistema, pues incluso han percibido las ma-
nifestaciones de los funcionarios dentro de los periodos analizados.

En esta línea, a partir de la implementación del cgp, se ha evidenciado 
una disminución del porcentaje de jueces por habitantes en Colombia, lo que 
nuevamente implicaría que no es un factor donde se haya mejorado con la 
nueva normatividad. Sin embargo, es importante señalar que otras áreas como 
la especialidad penal se han visto fortalecidas por la presencia de mayor número 
de fiscales, mientras que los defensores han tenido una disminución alarmante 
(figura 47).



182

La
 e

qu
id

ad
 e

n 
Co

lo
m

bi
a

Figura 47. Servidores por cada cien mil habitantes 

Fuente: elaboración propia a partir del csj (2023).

Sumado a lo anterior, se identifica una inadecuada infraestructura física 
(Corporación Excelencia en la justicia, 2017, p. 96), referente a que no se tienen 
los espacios básicos para que los ciudadanos puedan acceder al sistema y que 
los funcionarios judiciales puedan desarrollar sus labores, pues, para el 2017, 
el 70 % de las sedes donde operaban los despachos judiciales era tomada en 
arriendo y casi ninguna estructura se había construido para operar como un 
centro de administración de justicia.

Lo anterior genera mayor desgaste de la justicia, pues se necesita más es-
fuerzo y tiempo por parte de los funcionarios para responder eficientemente a las 
necesidades de los comparecientes. Por ello, nuevamente se genera una imagen 
de la justicia llena de desconfianza. En esta línea, es importante resaltar que 
los espacios físicos no son los únicos esenciales dentro del periodo analizado, 
pues dentro de las reformas estructurales con el cgp, se propone una justicia 
que utilice las tic como una herramienta de actualización y eficiencia, pero su 
uso solo se vería potenciado por las implicaciones de la emergencia sanitaria 
que el coronavirus provocó.

Sin embargo, los mecanismos tecnológicos tienen deficiencias tanto para la 
demanda como para la oferta de la justicia, pues no todos los usuarios cuentan 
con los mecanismos necesarios ni el conocimiento para acercarse a la justicia 
por esta vía. Por otro lado, a pesar de que se han hecho amplios esfuerzos por 
digitalizar la justicia, el sistema de justicia que se tenía en 2015 con el nuevo 
código generó altos costos de mantenimiento y fue obsoleto para las necesidades 
de los ciudadanos (Sarmiento, 2017, p. 100).
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Abuso del derecho al acceso a la justicia

Dentro de los aportes de Rodríguez (2001) sobre el papel de los demandantes 
en el acceso a la justicia en el fenómeno de la congestión judicial, se resaltaba 
la existencia de prácticas de uso inapropiado de las acciones judiciales y los 
recursos que la administración destinaba al funcionamiento de este derecho. Ello 
generaba cifras alarmantes sobre la congestión y esfuerzos de los funcionarios 
que no terminaban en la resolución de los conflictos. En esta línea, los abusos 
de derecho empezaron a generar afectación para el ejercicio del acceso de las 
demás personas (Sarmiento, 2017), pues implicaban un desgaste fiscal y del 
personal judicial, que ya no podría enfocarse en los casos que buscan acceder 
realmente al derecho.

Es necesario resaltar que, posteriormente, se identificaron otro tipo de 
abusos del derecho que generaban un desgaste similar al descrito, el cual se 
materializaban cuando los usuarios de la justicia presentaban reiteradamente 
un proceso frente a varias autoridades judiciales, para lograr obtener múltiples 
pronunciamientos y tomar el que más le beneficiara. Frente a ello, las estrate-
gias de disminución del abuso del derecho han estado encaminadas a generar 
sanciones disciplinarias por parte de los jueces que observen dichas prácticas e, 
incluso, se ha establecido la posibilidad de generar responsabilidad patrimonial 
(Sarmiento, 2017, p. 96).

A pesar de los esfuerzos mencionados, no existen sistemas de información 
que logren identificar los procesos que se duplican con estos fines, ni los usua-
rios de la justicia que toman como mecanismo recurrente a la administración 
para generar amenazas, sin que se tenga intención de utilizar de forma respon-
sable los recursos judiciales. Por tal motivo, se resalta que esta mala práctica 
sigue siendo continua en el periodo analizado, aunque se hayan determinado 
con mayor firmeza las sanciones que buscan desincentivarlo.

Duración de los procesos

Un propósito fundamental de la implementación del cgp era generar procesos 
con celeridad, oralidad e inmediación del juez, de forma que se dispersaran las 
principales deficiencias del sistema judicial, y que los tiempos de resolución de 
los procesos se disminuyeran, de forma que el derecho al acceso a la justicia 
se cumpliera de forma efectiva. La discusión de la duración de los procesos es 
fundamental desde la óptica de la demanda judicial, pues parte de los abusos de 
derecho descritos por Rodríguez (2001) eran fruto de los interminables periodos 
a los que los ciudadanos debían someterse para obtener justicia.
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A pesar de los avances y los esfuerzos administrativos para implementar 
la infraestructura requerida por el paso a la oralidad, así como la normatividad 
que permitió una limitación tajante de los tiempos del proceso (no podrá trans-
currir un lapso superior a un año según el cgp), como se analizó anteriormente  
(figura 47), la congestión incrementó del periodo 2013-2016, por lo que se en-
contró que, en 2020, tuvo lugar la tasa más alta de congestión de la última década.

Inflación normativa

La función legislativa es esencial para la protección del acceso a la justicia, 
pues es el puente entre las garantías constitucionales y la práctica judicial. Sin 
embargo, la legislación de normas en Colombia ha sido masiva e influenciada 
por minorías, lo que ha “ocasionado malestar, congestión, injusticia […] y 
desconfianza frente a los dispositivos normativos” (Pareja, s. f.). Se refiere a que 
es una excesiva cantidad de normas expedidas, pues la cifra está rondando las 
50 000, dado que anualmente se expiden unas 2000 normas (Portafolio, 2019).

Dicha inflación normativa provoca que la ciudadanía no pueda conocer a 
fondo los procedimientos que rigen el acceso a la justicia y que estén desliga-
dos de su funcionamiento, pues perciben que es denso y poco eficiente para la 
gestión de sus conflictos. Sumado a ello, se encuentran los operadores jurídicos 
que deben reconstruir varias normatividades para presentar una decisión que 
no esté en contravía de las disposiciones del legislativo.

Costos de la justicia y conformación  
de la rama judicial

En los primeros apartados de este capítulo, se entendió el acceso a la justicia 
desde una perspectiva más formal, de mero acceso al sistema en condiciones 
de igualdad y equidad con respecto a los actores y solicitantes. Sin embargo, 
la efectividad del derecho sustancial también es un eje de análisis que permite 
entender el estado de la justicia colombiana frente a criterios de eficacia. De 
igual forma, el acceso a la justicia también puede asociarse al acceso a la Rama 
Judicial en sí misma. En este punto, es importante abordar también el tema de 
la independencia del poder judicial, con la premisa de que este es un elemento 
crucial, no solo para la salud de cualquier democracia, sino también una condi-
ción necesaria para el cumplimiento de los fines para los cuales está concebida, 
esto es, administrar justicia.
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Independencia judicial

Un punto de partida interesante pueden ser los Informes de Competitividad 
económica del Foro Económico Mundial (fec), o los comentarios hechos acerca 
del particular por Human Rights Watch (hrw). Dada la estructura meritocráti-
ca, el Global Competitiveness Report de 20192 puntúa a Colombia con 31.5, 
en una escala de 0-100, donde 100 es el mejor puntaje, en el componente 
de independencia judicial, lo que deja al país como el número 111 entre los 
141 países analizados. Aun cuando el puntaje con respecto al reporte anterior 
registró un incremento, tanto la posición como el puntaje son indicadores pre-
ocupantes del funcionamiento del aparato judicial en nuestro país. hrw (2021), 
por su parte, ve con ojos similares la independencia judicial en Colombia. En 
su informe de 2021, comenta acerca de lo ocurrido en 2020, que la posición 
del Centro Democrático y del entonces presidente Iván Duque con respecto a 
la necesidad de reformar la justicia y unificar las corporaciones de cierre juris-
diccional —entiéndase Altas Cortes—, con ocasión del proceso que en la csj 
cursaba en contra del expresidente Álvaro Uribe Vélez podrían tomarse como 
intimidaciones a esta rama del poder.

Desde un punto de vista orgánico, puede hablarse también de cómo las 
funciones electorales del presidente y el Congreso, u otras autoridades en el 
caso de los incidentes de impacto fiscal, pueden incidir negativamente en el 
desempeño de las funciones de la rama judicial. En primer lugar, el diseño 
institucional de los órganos de cierre de la administración de justicia plantea 
el concurso y la cooptación como forma de acceder al cargo de Magistrado o 
Consejero de Estado, salvo en el caso de la Corte Constitucional, donde los 
magistrados son escogidos por el Senado a partir de ternas enviadas por el 
Presidente de la República y las otras dos altas cortes. La independencia del 
ejercicio de las funciones de esta corporación en la administración de justicia 
es cuestionada por diversos autores por la incidencia que puede tener en ella el 
comentado mecanismo de conformación de la Colegiatura. Así, Cano-Polanía 
(2021) analiza la correlación efectiva que existe entre la nominación de un 
jurista como ternado y la similitud ideológica de sus proyectos de sentencia 
con posturas del Gobierno al ser magistrado ponente. Con algunas reservas 
más, Montoya (2013), si bien no estima que el mecanismo de elección erosione 
de forma considerable la independencia judicial, sí destaca la persistencia de 

2	 Cada año, el fec o el wef daban a conocer un reporte de la competitividad económica 
de cada país, lo que arrojaba como resultado un perfil de 141 países. Estos perfiles se 
construyen a partir de puntuaciones en diferentes áreas de desempeño o componen-
tes, agrupados en pilares, como el sistema financiero, de salud, estabilidad macroeconó-
mica, infraestructura, o institucional. Este último incorpora la independencia judicial.
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factores como el regionalismo, el género o el cabildeo en el proceso de elección 
de magistrados.

En segundo lugar, acerca del mecanismo de elección, Montoya (2013) abre 
la puerta para mencionar otro problema de la Rama Judicial: la feminización 
con techo de cristal (Ceballos y García-Villegas, 2019). A grandes rasgos, se 
ha sostenido que las mujeres enfrentan mayores dificultades para acceder al 
cargo de magistrados titulares en altas cortes. Montoya (2013) muestra que, 
para la Corte Constitucional, en el periodo 1992-2009, solo cerca del 20 % 
de los candidatos estaba conformado por mujeres y, del total de elegidos, solo 
representaba el 7.4 %. En un panorama más general, Ceballos y García-Villegas 
(2019), con datos del csj, afirman que, en los diferentes niveles de la adminis-
tración de justicia, la relación entre jueces y magistrados hombres y mujeres es 
relativamente pareja, de manera que la cantidad de hombres no supera por un 
amplio margen a la de las mujeres e, incluso, en el nivel municipal, las mujeres 
son mayoría. Pero el escenario se invierte de forma brusca en las altas Cortes, 
donde, a 2017, solo representaban el 18 % de la composición de la Corte Su-
prema de Justicia y la Corte Constitucional.

Ahora bien, desde un punto de vista un poco más sustancial y de influencia 
directa en el fondo de las decisiones judiciales, se tiene el incidente de impacto 
fiscal como otro eje de análisis relevante. Mediante el Acto Legislativo 03 de 
2011, se introdujo al artículo 334 un llamado “principio” de sostenibilidad fiscal, 
con el que se exhorta a los jueces a consultar la situación fiscal del país a la hora 
de proferir fallos con implicaciones en la hacienda pública. De igual forma, se 
previó que, en caso de que la Procuraduría General de la Nación o algún mi-
nisterio encuentren desconocida la norma, pueden solicitar la apertura de un 
incidente de impacto fiscal para que, a su finalización, se decida si procede o 
no modular las condiciones del fallo y establecer planes para su cumplimiento. 
Pese a que la medida no ha tenido impacto real, dada su escasa aplicación, esto 
es, en pocas ocasiones las autoridades han interpuesto el incidente (Roa-Roa, 
2017), no es menos cierto que, en abstracto, representa una amenaza para la 
separación de poderes y, sobre todo –y más importante para los fines de este 
capítulo–, para la progresividad y la efectividad de los derechos y, en último 
término, para la independencia judicial (Charry-Aguirre, 2016).

Ciertamente, algunos autores y la Corte Constitucional presentan opiniones 
divididas al respecto. Para los primeros, la posibilidad de modulación de efectos 
implica un eventual desconocimiento de la progresividad en materia de dere-
chos, pues involucra un condicionamiento en su efectivización por vía judicial, 
que puede generar situaciones más gravosas para los reclamantes, con respecto 
a una situación anterior, al tiempo que condiciona la garantía de los derechos 
protegidos con la sentencia. Asimismo, implica una directa injerencia de otras 
instituciones en los pronunciamientos judiciales, lo que mina la independencia 
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judicial y la separación de poderes (Charry-Aguirre, 2016). En contraposición, 
la Corte Constitucional, en la Sentencia C-288 de 2012, consideró, atendiendo 
al artículo constitucional 334, que tal disposición no comporta un principio 
que imponga una finalidad, sino debe entenderse como un medio para alcanzar 
la materialización del Estado social de derecho, y que no puede implicar una 
desmejora o protección de los derechos sociales económicos y culturales (Roa-
Roa, 2017). De lo anterior, se concluye que tanto el incidente de impacto fiscal 
como el mal llamado principio de sostenibilidad fiscal no suponen amenaza al 
acceso material a la justicia como forma de efectivización de los derechos, ni 
han tenido mayor impacto, pero, al seguir vigente, también lo hace el debate 
frente a su alcance.

Mecanismos alternativos de solución de conflictos

La Corte Constitucional ha construido un análisis que busca identificar el funda-
mento esencial del derecho a la administración de justicia, con el fin de conside-
rar cuáles son los mínimos necesarios para identificar que una herramienta es un 
mecanismo de acceso a la administración de justicia. En esta línea, establece que 
los mecanismos utilizados deben garantizar, en todas sus etapas, que se facilite 
la solución pacífica de los conflictos y que dichas controversias se resuelvan 
con el respeto efectivo de los derechos disputados (Sentencia C-1995 de 2001).

Esta disposición no solo debe ser analizada con los mecanismos alternativos 
de resolución de conflictos, sino en general con la plenitud de la justicia, pues no 
es posible que se presupongan los elementos esenciales de las formas de acceso 
a la justicia, solo porque existe un reconocimiento institucional y constitucio-
nal de los procedimientos ordinarios. De esta manera, la Corte Constitucional 
justifica que el cumplimiento de estos elementos esenciales hace que no existan 
dudas acerca de la eficacia y la idoneidad de los mecanismos alternativos, pues 
su cumplimiento es incluso más efectivo y real que la misma justicia institucio-
nalizada, pues mecanismos como la conciliación terminan siendo los verdaderos 
instrumentos para garantizar el derecho al acceso efectivo a la justicia.

Conciliación
La conciliación es una forma de acceso a la justicia, pues por medio de ella, la 
ciudadanía tiene una posibilidad real de resolver sus disputas, pues esta significa 
procesos mucho más simples que permiten llegar con menos dilaciones (sin 
saltar el debido proceso) a una resolución de conflictos. La Corte Constitucio-
nal señala, además, que la Constitución es la que, en últimas, establece por 
qué la conciliación es un mecanismo para acceder a la justicia. En efecto, su 
artículo 116 la consagra como una facultad para administrar justicia a través 
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de la autocomposición, que permite reducir los asuntos objeto de controversia 
a su contenido real, de manera que el conflicto no se centre en estructuras 
secundarias.

El uso de este mecanismo ha tenido un incremento continuo a partir de 
2002. Su máximo fue en 2019, como se observa en la figura 48, que recolecta 
las solicitudes de conciliación registradas ante el Ministerio de Justicia y Dere-
cho anualmente.

Figura 48. Solicitudes de conciliación por año 

Fuente: elaboración propia a partir del Ministerio de Justicia y del Derecho (2022a).

Sin embargo, las cifras no solo registran que se acude de forma constante 
a esta herramienta, sino que además la mayor parte de estos procesos finaliza 
con actas de conciliación total (Ministerio de Justicia y Derecho, 2022).

No obstante, existe una desconfianza frente a la efectividad de este me-
canismo alternativo, pues, como describía Rodríguez (2011), se concibe la 
conciliación como un proceso desgastante y poco funcional, pues al imponer-
lo como etapa obligatoria dentro de algunos procesos, no se descongestiona 
el sistema. Sin embargo, es necesario resaltar que las normas que crearon y 
regularon la conciliación no solo tenían como fin descongestionar el sistema, 
sino que busca afianzar el espíritu pacifista de la Constitución de 1991, pues 
implica una forma de solucionar los conflictos de manera no violenta y con 
verdaderos compromisos de cambio, pues es un acuerdo que en principio las 
partes buscan cumplir.
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Arbitraje
El arbitraje es parte de las autorizaciones de la Constitución de 1991, para 
que los privados pudieran administrar justicia de forma temporal. Para su uso, 
hasta 2017, estaban disponibles 129 centros de arbitraje, distribuidos en 49 
municipios de veintidós departamentos y el Distrito Capital (Cámara de Co-
mercio de Bogotá —ccb, 2017). A pesar del incremento de particulares para el 
desarrollo del arbitraje, el incremento del uso de este mecanismo alternativo es 
relativamente bajo, en comparación con la conciliación. Sin embargo, en 2021 
se potenció ampliamente su ejercicio (figura 49).

Figura 49. Solicitudes de arbitraje por año

Fuente: elaboración propia a partir de Ministerio de Justicia y del Derecho (2022a).

Lo anterior podría explicarse por los altos costos del uso de este mecanismo, 
lo que lo deja fuera del alcance de la ciudadanía en general y de los pequeños 
empresarios. En esta línea, “solo aquellos agentes que manejan relaciones co-
merciales de alta relevancia, complejidad, o cuantía pueden elegir al arbitraje 
como forma de resolver disputas” (rsm Perú, 2018, párr. 10). Evidencia de ello 
son las cifras de las cuantías de las pretensiones y los valores correspondientes 
a los costes del Árbitro y el Centro de arbitraje (Ministerio de Justicia y del 
Derecho, 2022).

Alternativas judiciales
Dentro de las modificaciones que la implementación del cgp proporcionó, se 
resalta la alternativa teórica y práctica que se plantea cómo los poderes del juez 
para el impulso procesal, que se contempla en el artículo 8 de dicha norma. 
Esta facultad es un cambio importante frente a los procesos analizados por Ro-
dríguez (2011) pues responsabiliza a los jueces de las demoras en el proceso y 
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les permite adelantarlos por sí mismos. Para ello, les da facultades en el artículo 
317, numeral segundo, para que, pasado un año de inactividad del proceso, el 
juez pueda declarar que el demandante desistió de la demanda por desinterés.

En esta línea, la modificación brindada por el cgp permite que el juez tenga 
un papel proactivo que permita disminuir su carga de procesos, eliminando 
los que se han descuidado o abandonado en el despacho (Solorza-Martínez, 
2016). Sumado a lo anterior, se contempla que el proceso abandonado no tendrá 
efectos sobre la interrupción de la prescripción o caducidad, lo que elimina 
el incentivo perverso de usar la justicia como mecanismo de amenaza de las 
disputas extrajudiciales y de prolongar los derechos y acciones.

El efecto perverso de la gratuidad en la justicia

Desde la teoría clásica de la conformación del Estado, la administración de 
justicia se entiende como una labor propia e imperante de este. Yendo más 
allá, administrar justicia es uno de los deberes que nacen con la mera existencia 
del Estado, ya que el mantenimiento del statu quo y, sobre todo, de un statu 
quo pacífico y armónico en el que los administrados canalicen sus conflictos 
de forma institucionalizada y lejos del ejercicio de la fuerza es de sus fines. En 
función de este fin, nace la rama judicial: para olvidar lo que alguna vez pudo 
ser causa de conflictos materiales, ahora se discute bajo argumentos jurídicos. 
Es importante recordar, entonces, que este efecto pacificador viene con una de 
las promesas liberales republicanas: el principio de igualdad. Desde este enfoque 
cualquier ciudadano puede acceder a la administración de justicia y encontrarse 
en posición de igual a su contraparte. Valga resaltar que en la teoría clásica se 
usaba la lente de “igualdad”, en la medida en que las partes tenían acceso a los 
mismos procesos, a los mismos recursos y, en últimas, a los mismos beneficios.

De todo lo planteado, ya hace más de doscientos años, se tiene que la 
realidad es que nuestras sociedades sí supieron integrar la administración de 
justicia plena como parte del día a día de la sociedad, pero ahora somos capaces 
de evidenciar dónde han fallado estas promesas de igualdad e imparcialidad, 
principalmente en el acceso. La superación del discurso liberal clásico permitió 
entender que el hecho de que se trate como iguales a las personas no significa 
que sean iguales, que provengan de las mismas condiciones y busquen los 
mismos beneficios. Así, como se vio en acápites precedentes, existen grandes 
diferencias entre los usuarios de la administración de justicia. Por ello, es ne-
cesario replantear el principio de igualdad e, incluso, la gratuidad en que se 
basa todo el sistema judicial. 

Ello permite afirmar un carácter superfluo de la igualdad en la realidad 
jurídica del país, al encontrarnos con litigantes frecuentes, personas naturales o 
jurídicas que, generalmente, tienen varios procesos de índole parecida al tiempo, 



191

Justicia

por lo que pueden gestionarlos eficazmente, de forma en que la mayoría de 
ellos encuentren una respuesta favorable. Gran parte de este fenómeno se debe 
a la acumulación de capitales socioculturales, económicos e, incluso, políticos 
preexistentes en este tipo de litigantes, que los ponen en situaciones ventajosas 
frente a otro tipo de litigantes que, a su vez, no cuentan con estos recursos ni 
conocen la manera de obtenerlos, o sea los litigantes ocasionales.

Frente a esta situación, es necesario pensar y repensar cómo el Estado y 
la rama judicial están planteadas para todos los asociados. Uno de los gastos 
primarios del Estado, financiado desde la “gran bolsa” de recursos, que obtiene 
a través de sus recursos corrientes y de capital, es la administración de justicia. 
Sin embargo, este gasto no trae una retribución proporcional a los usuarios, ya 
que quienes realmente sacan provecho del engranaje judicial son esta minoría 
de litigantes frecuentes. Allí se hace patente el efecto perverso de la gratuidad 
en la justicia: al poseer experiencia y grandes capitales, y ser una minoría, 
aprovechan los recursos aportados por la mayoría (los litigantes ocasionales). 
Y es que la necesidad de administración de justicia existe en ambos casos, pero 
algo verdaderamente determinante son los fines por los cuales las personas se 
someten a la justicia, lo que es determinado por su cultura del litigio.

La cultura litigiosa no es común al litigante ocasional y al frecuente. Los 
asuntos que los litigantes ocasionales llevan ante la justicia son de gran rele-
vancia e incidencia en sus vidas, accediendo a esta instancia en última ratio 
como forma de solucionar el conflicto. Aquel es un panorama muy diferente al 
litigante frecuente que, en su gran mayoría, ve como ruta primaria de la reso-
lución de conflictos a la rama judicial, incluso contempla esta actividad en su 
actuar natural en el mercado, tramitando varios asuntos a través de la rama con 
leves afectaciones a sus intereses en el de por sí remoto resultado desfavorable.

El efecto perverso de la gratuidad en la justicia reside, entonces, en cómo, 
pese a una pretensión de universalidad en el acceso, el trato igual a sujetos 
desiguales termina por recrudecer y acentuar las asimetrías preexistentes. Ello 
ocurre debido, precisamente, a la forma masiva en que litigantes frecuentes, 
con un robusto brazo jurídico y financiero, recurren a la justicia como forma 
de efectivización de sus intereses, sin incurrir en mayores gastos y teniendo 
capacidad de pago. Desde luego, para un litigante frecuente, acudir a la justicia 
ordinaria es una actividad habitual a la que puede recurrir, justamente por su 
gratuidad, con menores obstáculos más que pagando los gastos correspondientes 
a los servicios de representación legal. 

En contraste, para el otro grupo de la población, pese a la gratuidad, se 
presenta un uso menos reiterado de la justicia civil, entre otras razones, por 
los gastos que acudir a la justicia supone. Cabe recordar, en este punto, que 
Rodríguez (2001) destaca que la mayoría de los casos presentados corresponde 
a procesos ejecutivos impulsados por personas jurídicas. Ello se traduce, pese 
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a la legitimidad de sus causas, en un acaparamiento del sistema judicial como 
herramienta de cobro de un segmento particular de la sociedad. Con esta óptica, 
pretendemos dejar suficientemente evidenciado cómo el sistema termina siendo 
solo para unos, no para todos, y la falta de búsqueda de soluciones a la repre-
sentación de gasto y congestión que implica en el funcionamiento de la rama.

Dadas las circunstancias, se hace evidente por qué en las costumbres judi-
ciales recientes se hace cada vez más frecuente la búsqueda de métodos alter-
nativos de resolución de los conflictos, incluso son requisito de procedibilidad 
métodos como la conciliación, que buscan la descongestión. Sin embargo, estos 
mecanismos no son necesariamente son idóneos en la satisfacción de las pre-
tensiones de los demandantes. Tan es así que, con frecuencia, se comparece a 
la conciliación sin ánimo conciliatorio o de mala fe, para agotar el requisito de 
procedibilidad y llegar a la disputa judicial. Incluso, se registra la práctica de 
presentación de demandas y su pronto retiro como táctica disuasoria, lo que 
también desgasta y contribuye a la congestión del aparato judicial.

Sobre la base de estas consideraciones, puede plantearse la posibilidad 
de establecer alguna tasa o aporte por parte de los solicitantes de la justicia en 
los siguientes términos. Si la rama judicial termina siendo el método idóneo, 
incluso, puede plantearse algún tipo de aporte por parte de los litigantes, es-
pecialmente los frecuentes, en la medida que se pueda ampliar la rama judicial 
y lograr la correcta atención y descongestión. La rama judicial, en el periodo 
2009-2012 apropió un presupuesto agregado que ascendió a los 23 billones de 
pesos, de los cuales el 90.20 % correspondió a presupuesto de funcionamiento 
y el 9.80 % restante a presupuesto de inversión, solo superando rubros como 
transporte; minas y energía o; vivienda, ciudad y territorio (dnp, 2014). 

Sumado a las deficiencias de infraestructura y recursos humanos de la 
administración, ello deja entrever cómo lo poco que hay es instrumentalizado 
por poseedores en la protección de sus intereses, sin corresponsabilidad ni con-
traprestación alguna para el Estado, más allá del pago de impuestos3. Así, si bien 
sugerir un cobro a los servicios de la administración de justicia puede suscitar 
reservas y desacuerdos de cara a posibles limitaciones al acceso a un derecho 
fundamental y a un trato desigual aparentemente arbitrario, debe evaluarse la 
esta alternativa y las formas de implementarla en aras de cumplir con la máxima 
constitucional de la realización de acciones y la adopción de medidas que hagan 
efectiva la igualdad material entre los sujetos, para avanzar en la superación de 
paradigmas de igualdad formal y propender por una verdadera universalidad 
en el acceso a la justicia.

3	 Al respecto, ver la discusión en materia de equidad tributaria, que da cuenta de que 
también deben tenerse en consideración los matices y problemáticas que la contribu-
ción tributaria de las personas representa.
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Conclusiones

Como reflexión f﻿inal, y para sintetizar los hallazgos del análisis precedente, po-
demos concluir afirmando que, pese a la pretensión de universalidad e igualdad 
en la garantía de derechos, entre ellos la administración de justicia o el acceso 
a la administración de justicia, esta enunciación normativa no tiene necesaria-
mente una concreción exitosa que se proyecte en la realidad de los asociados 
del Estado colombiano. Como se evidenció, la categorización de litigantes fre-
cuentes y ocasionales para explicar por qué los poseedores salen avante, pese 
a originarse en otro contexto, lamentablemente también encuentra reflejo en 
la cultura jurídica y la realidad de la administración de justicia en Colombia.

El diseño institucional de la administración de justicia y la forma como 
está concebido el acceso, permitió que asimetrías socioculturales, políticas y 
económicas se manifestaran e, incluso, se perpetuaran en el escenario de la ad-
ministración de justicia, inicialmente pensado para la resolución de conflictos, 
justamente, en condiciones de igualdad. Como consecuencia, sumado a otras 
causas originadas también en la forma como la justiciase organiza se tiene que 
se ha tornado, sin quererlo, en una institución al servicio de grandes intereses 
particulares.

Asimismo, se vio cómo influyen, a su vez, el sistema educativo en el nivel 
superior y, en especial, las posturas gubernamentales en torno a la educación 
jurídica como otras formas de contribuir a la desigualdad en la administración 
de justicia. Así, el capítulo discurrió sobre la incidencia de la desigualdad entre 
instituciones educativas, fruto de la mercantilización de la educación sin apoyo 
de regulación estatal, lo que llevó a las diferencias en la calidad y probidad de 
la defensa judicial a la que acceden los solicitantes de la justicia; y también a 
qué tipo de profesionales del derecho ocupan qué roles en la administración de 
justicia. En ello se evidencian no solo sesgos en el acceso a la administración 
de justicia como derecho para los asociados, sino también sesgos presentes en 
la conformación de la rama judicial. En esa misma línea, ciertas deficiencias 
y obstáculos se evidencian en la independencia judicial, ya sea en la forma de 
conformación de algunas instancias judiciales, debido a funciones electorales 
de otras ramas del poder, o bien por limitaciones impuestas al fondo de las 
decisiones.

Por su parte, se tiene que los mecanismos alternativos de solución de 
conflictos han ampliado su incidencia en la solución de conflictos para los 
privados, lo que permite que no solo sea un mecanismo de descongestión del 
sistema judicial, sino que, además, logran crear una cultura de resolución de 
conflictos pacífica y consensuada. A pesar de ello, algunos agentes frecuentes 
del sistema refieren que la obligatoriedad de mecanismos como la conciliación 
generan un condicionamiento del acceso a la justicia. Sin embargo, como ha 
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determinado la Corte Constitucional, estos mecanismos son herramientas que 
garantizan el acceso a la justicia.

En las áreas civiles y de familia, los esfuerzos administrativos para comple-
mentar y perfeccionar las herramientas que facilitan y garantizan el acceso a la 
justicia continúan. En esta línea, se ha ampliado el control del funcionamiento 
de cada despacho judicial, así como de los tiempos que utilizan para la solución 
de los conflictos. Sumado a ello, es importante resaltar que la aplicación de las 
disposiciones del cgp han permitido que los jueces puedan tener una mayor 
incidencia y control de los tiempos de los procesos, así como generar sanciones 
inmediatas ante el abandono de los procesos.

Como resultado, se insiste, el panorama de la justicia en términos de equi-
dad evidencia una serie de retos y desafíos para su constitución como una herra-
mienta de realización de un orden justo. De esta suerte, entendiendo la justicia 
como un mecanismo de efectivización de los derechos y un fin del Estado, son 
varias las implicaciones negativas para la materialización del Estado social de 
derecho que derivan de problemas de inequidad en el acceso en la justicia. En 
primer lugar, como se resaltó anteriormente, ello derivaría en una desviación 
de los fines para los cuales fue concebido el aparato judicial, pues, antes que 
corregir desigualdades preexistentes, se ha contribuido a su perpetuación y 
profundización. Siguiendo esa línea, teniendo en cuenta las particularidades 
de la cultura jurídica y del litigio en Colombia, la efectivización de los derechos 
que se reclaman en los litigios puede estar torpedeada, retrasada y limitada por 
los sesgos identificados en este capítulo.
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